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Resumen. 
 
El vínculo entre los derechos humanos y las políticas públicas, en tanto formas de 
intervención estatal, se ha venido difuminando en un escenario en el cual el ajuste 
fiscal y la estabilidad macroeconómica signan las políticas sociales en sus 
dinámicas y alcances. La política educativa no es la excepción y, por el contrario, 
se evidencian distancias relevantes entre el derecho a la educación y la política 
educativa desplegada en la última década del siglo XX y los albores del presente 
siglo.      
 
En este documento se realiza un análisis de la re-producción argumental 
desplegada en la política educativa durante el periodo 2002-2009. Aún cuando 
desde el gobierno nacional se promueven políticas educativas de corte 
economicista, en Bogotá desde el año 2004 se experimentó un cambio relevante 
en la orientación de la política educativa, articulándola en torno al derecho a la 
educación.  
      
En el texto se plantea que asumir el derecho a la educación como eje articulador 
de la política educativa distrital durante el periodo 2004-2009, implicó un cambio 
profundo, en contradicción tensión con la centralidad de la eficiencia y la 
competitividad como elementos articuladores de la concepción economicista de la 
Revolución educativa desplegada desde el nivel central nacional durante el 
periodo 2002-2009.   
 
El objetivo del presente documento es dar cuenta de las dinámicas de re-
producción argumental que se desplegaron en y desde la política educativa 
dinamizada durante el periodo 2002-2009 desde el nivel central y en Bogotá,  
mediante el abordaje de los conceptos de paradigma de política y referencial de 
política. Ambos se rastrearon con base en el análisis de diversos tipos 
documentales.  
 
En el documento se concluye que desde la política educativa distrital de básica 
secundaria desplegada durante el periodo 2004-2009 se configuró un referencial 
de política, cuyo eje de articulación es el derecho a la educación, que transgrede 
el horizonte de sentido reproducido en y desde el paradigma de política social, 
concretado en el campo educativo en el despliegue de la Revolución educativa 
durante el periodo 2002-2009.  
 
Palabras clave: Derecho a la educación, política social, política educativa, 
paradigma de política, referencial, eficiencia y competitividad.  
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Abstract 
 
The link between the human rights and the public policy, as a form of state 
intervention, it has been blurring in a scenario in which the fiscal adjustement and 
the macroeconomic stability determine social policies in their dynamics and scope. 
Educational policy is no exception and, conversely, relevant distances between the 
right to education and education policy that unfolded in the last decade of the 
twentieth century and the dawn of this century are evident.     
 
In this paper is performed an analysis of the re-production of arguments in 
educational policy during the period 2002-2009. Although from the national 
government has promoted educational policies of economic court in Bogotá since 
2004 an important change was experienced in guiding educational policy, 
articulating this around the right to education.  
 
The text states that the right to education is assumed as the linchpin of the 
educational policy during the period 2004-2009, implied a profound change, in 
contradiction with the centrality of the efficiency and competitiveness as a 
articulator elements of the economic conception of the Revolución educativa that 
unfolded from the central level during the period 2002-2009.   
 
The objective of this paper is to account of the dynamics of the re-production of 
arguments that unfolded in and from the educational policy deployed during the 
period 2002-2009 from the central level and in Bogotá, by addressing the concepts 
of policy paradigm and policy referential. Both were approached based on the 
analysis of various document types.  
 
The paper concludes that from the educational policy of secondary basic 
developed by the district during the period 2004-2009 set a policy referential, 
whose hinge pin is the right to education, which transgresses the horizon of 
meaning reproduced from the paradigm of social policy, embodied in the 
educational field in the deployment of the Revolución educativa during the period 
2002-2009.   
     
Key boards: right to the education, social policy, educational policy, policy 
paradigm, policy referential, efficiency and competitiveness 
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INTRODUCCIÓN 
 
En los albores del siglo XXI presenciamos un redimensionamiento del campo de  
las políticas públicas. Asistimos a un escenario en el que la política pública se 
precia de su carácter técnico y pretende tomar distancia de las ideologías, 
asumiendo las políticas como concreciones técnico-administrativas desligadas de 
los avatares de la lucha política. Asistimos, entonces, a la configuración de la 
acción estatal en un marco en el cual los  problemas colectivos se asumen como 
asuntos que atañen a los individuos, diluyendo el carácter social y político de la 
configuración de las situaciones socialmente relevantes y de las posibles 
alternativas de actuación estatal frente a las mismas.  
 
En contravía de tal posición, este trabajo se estructura con base en una 
concepción de la política pública atravesada transversalmente por relaciones de 
fuerzas entre diversos actores que promueven distintos proyectos políticos. De allí 
que se asuma el campo de las políticas públicas a partir de las luchas, 
indefectiblemente políticas, que le configuran, abordando los procesos de políticas 
públicas como remitentes a constantes e inacabadas confrontaciones, en 
escenarios que desbordan los linderos de las organizaciones estatales. La 
pugnacidad propia del campo de las políticas se va a abordar a partir de la 
producción argumental que tiene lugar en dicho escenario.  
 
A la hora de rastrear las dinámicas de la producción argumental, el lenguaje oficial  
se erige como un elemento de gran relevancia. La configuración del lenguaje 
oficial da cuenta de un escenario en el que la generación de sentido atraviesa las 
trayectorias de la acción estatal. Y es con base en las dinámicas de generación de 
sentido que se puede captar la pugnacidad del campo de las políticas públicas, 
evidenciando las concepciones de los distintos actores respecto del ámbito a 
intervenir y de la intervención estatal misma.  
 
Partiendo de lo anterior, el objetivo de este documento es poner de presente el 
cambio profundo que implicó asumir el derecho a la educación como eje 
articulador de la política educativa distrital durante el periodo 2004-2009, en franca 
tensión con la centralidad de la eficiencia y la competitividad como elementos 
centrales de la concepción economicista de la Revolución educativa, desplegada 
desde el nivel central nacional durante el periodo 2002-2009.   
 
El análisis de la intervención estatal respecto de la política educativa durante el 
periodo objeto de estudio se realizó con base en el abordaje del paradigma de 
política para el nivel central nacional y el referencial de política en lo concerniente 
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a la administración distrital. Desde la política educativa distrital de básica 
secundaria desplegada durante el periodo 2004-2009 se configura un referencial 
de política, cuyo eje de articulación es el derecho a la educación, que transgrede 
el horizonte de sentido reproducido en y desde el paradigma de política social, 
concretado en el campo educativo en el despliegue de la Revolución educativa 
durante el periodo 2002-2009.  
Así las cosas, en el periodo objeto de estudio asistimos en el orden nacional a la 
consolidación de la política educativa articulada en torno a la eficiencia y la 
competitividad, y, por otro lado, se evidencia una transgresión de la misma desde 
la política educativa distrital articulada en torno al derecho a la educación.1 
Además, a partir del análisis del derecho a la educación, se plantea la posibilidad 
de generar alternativas a la hegemonía de los preceptos neoliberales y 
neoinstitucionalistas, que supeditan la política social a las necesidades y 
dinámicas de estabilidad macroeconómica.   
 
Huelga resaltar que la valía del derecho a la educación, en tanto eje articulador de 
la política educativa distrital, reside en el potencial trasgresor de las políticas 
hegemónicas que se han venido decantando como las únicas válidas y posibles. 
Pensar las políticas sociales desde los derechos es un paso importante hacia la 
configuración de una acción estatal cuyo norte deje de ser la eficiencia en la 
acumulación. Hay un potencial trasgresor en los derechos y en la política social 
que permite superar las coartadas del pensamiento único y sus recetas 
eficientistas.   
   
Con base en lo anterior, el documento está compuesto por cinco capítulos. En el 
primero se abordan los referentes conceptuales que se van a desplegar en el 
trabajo. Dando cuenta de cuatro elementos: la concepción de políticas públicas a 
partir de la cual se va a trabajar; las dinámicas de re-producción argumental en el 
campo de las políticas públicas, abordando el referencial, el paradigma de política 
y los Puntos de Pasaje Obligado en tanto mecanismos estructurantes de la 
producción de sentido en el caso objeto de estudio; la perspectiva de abordaje de 
los Derechos humanos en general y del derecho a la educación en particular y; 
finalmente, se expondrá la metodología de trabajo.   
 
En el segundo capítulo se da cuenta de la emergencia del paradigma de política 
social neoliberal durante la década de los noventa e inicios del siglo XXI en 
Colombia. Allí se exponen cinco cuestiones: la dimensión conceptual del 
paradigma de política y su relevancia al abordar la política social; las condiciones 
históricas y políticas en las cuales se configura la concepción del paradigma de 
política; la relevancia de los subsidios a la demanda como un mecanismo de gran 
                                                          
1
 La magnitud de la transformación varía cuando se asume no solo el escenario de la política educativa sino el 
grueso de las políticas del distrito. La transformación de las políticas de corte social con el fortalecimiento de 
las tendencias en las políticas tributarias, económicas y de desarrollo nos acercarían a dinámicas de 
neoasistencialismo de izquierda. (Estrada 2011) Si bien ello es importante, profundizar en tal dinámica 
desborda en mucho el objetivo del presente documento.  
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valía para el despliegue del paradigma; se identifican los componentes del 
paradigma de política social neoliberal en las últimas décadas del siglo XX y de su 
proceso de emergencia y; finalmente se plantean algunas consideraciones finales 
respecto del paradigma.  
 
En el tercer capítulo se da cuenta de la consolidación del paradigma de política 
social en Colombia mediante el abordaje de la revolución educativa en el periodo 
2002-2009. Para ello se da cuenta de cuatro elementos: en primer lugar, se 
aborda la relevancia de las dinámicas de producción normativo-jurídica respecto 
de lo educativo; se da cuenta de la marcada tendencia a supeditar lo educativo a 
los linderos de lo económico; se expone la marcada tendencia economicista de la 
educación en torno a la cual se plantea y despliega la Revolución educativa y; 
finalmente, se da cuenta de la eficiencia y la competitividad como Puntos de 
Pasaje Obligado que se re-producen en y desde la Revolución educativa en tanto 
concreción del paradigma de política social neoliberal. 
  
En el cuarto capítulo, se aborda la política educativa distrital desplegada en el 
periodo 2002-2009, dando cuenta de la re-producción del referencial de política 
articulado en torno al derecho a la educación durante el periodo 2004-2009. Allí se 
abordan cuatro cuestiones: la tendencia economicista en el abordaje de lo 
educativo en la administración distrital durante el periodo 2001-2003; se exponen 
las perspectivas bajo las cuales se configura el referencial de política articulado en 
torno al derecho a la educación durante el periodo 2004-2009; se enuncian las 
dimensiones del referencial de política y; finalmente se da cuenta del derecho a la 
educación como PPO de la política educativa de básica y media desplegada en 
Bogotá en el periodo 2004-2009. 
 
En el quinto y último capítulo se arriesgan algunas consideraciones finales 
respecto de las dinámicas de re-producción argumental y de las tensiones y 
convergencias de las concepciones de educación re-producidas en y desde la 
política educativa  durante el periodo 2002-2009.   
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1. Acerca de los referentes conceptuales.  
 
En el marco de la propuesta de este trabajo, el abordaje de las políticas públicas 
tendrá lugar a partir de la centralidad de las ideas y de los marcos interpretativos, 
imágenes y acciones concretas que a partir de ellas se re-producen. Se trata de 
asir la acción estatal en un escenario en el que convergen fuerzas con diversos 
intereses y discursos. Este trabajo reconstruye trayectorias y escenarios de la 
acción estatal mediante la identificación de marcos interpretativos, ideas e 
imágenes que se re-producen en y desde diversos espacios organizacionales y 
sociales respecto del derecho a la educación y la política educativa en el periodo 
2002-2009.  
 
Este trabajo tiene en el derecho a la educación un elemento central que servirá de 
instrumento de caracterización y análisis de la política educativa tanto a nivel 
distrital como nacional. Tal abordaje hace ingente la necesidad de caracterizar los 
Derechos Humanos y el derecho a la educación más allá de la simple aparición de 
los mismos en diversos documentos de tipo jurídico. Así las cosas, la necesidad 
de ir más allá de la formalidad jurídica conlleva un esfuerzo por asir el derecho a la 
educación como expresión de la acción estatal, teniendo en cuenta que la garantía 
de los Derechos es una dinámica inherente al Estado.  
 
En la misma línea, el abordaje de las políticas públicas parte de la necesidad de 
establecer de qué manera la intervención estatal asume la materialización del 
derecho a la educación. Las políticas públicas son asumidas como concreciones 
de la acción estatal en ámbitos específicos y determinados que desbordan lo 
exclusivamente estatal, cristalizándose en escenarios de fuerzas en los que 
convergen distintos actores sociales y políticos. En este documento se trabajan las 
políticas públicas desde las dinámicas argumentales que se re-producen en su 
despliegue, rastreando los lugares, planteamientos y ejercicios que se concretan 
respecto del derecho a la educación y de lo educativo en general.  
 
Es en este punto que emergen el paradigma y el referencial de política en tanto 
conceptos que permiten rastrear distintos niveles y dinámicas de la producción 
15 
 
argumental. Ambos permiten rastrear las trayectorias de las fuerzas y tensiones 
que se despliegan en la inacabada confrontación por la enunciación y visibilización 
de ideas e imágenes en un campo específico, en este caso el educativo. Las 
dinámicas del referencial y del paradigma de política nos ubican frente a dos 
proyectos políticos que van a re-producir argumentos hacia la delimitación de lo 
educativo. El primero se liga a una iniciativa que, en el marco de un gobierno de 
izquierdas, propende por un Estado responsable de los derechos de la ciudadanía. 
El segundo, nos acerca a la configuración de un marco interpretativo que halla en 
el influjo del neoliberalismo un elemento estructurante.  
 
Es así que, con base en los dos conceptos enunciados y la mira en los proyectos 
políticos en pugna, este trabajo aborda la espinosa cuestión de la relación entre 
políticas públicas y Derechos Humanos, analizando el caso específico del derecho 
a la educación. Mediante el ejercicio de rastreo de las diversas enunciaciones que 
se han re-producido en torno a la política educativa se da cuenta de los 
argumentos y las acciones estatales que se han re-producido en el periodo 2002- 
2009. Tal ejercicio de análisis argumental se centrará en el abordaje del 
paradigma de política y del referencial de política.    
 
Así, este capítulo tiene cuatro momentos. En el primero se da cuenta de la 
perspectiva de políticas públicas que se despliega en este trabajo. En un segundo 
momento se aborda la perspectiva de abordaje de la re-producción argumental en 
el campo de las políticas públicas, centrada en los conceptos de referencial de 
política, paradigma de política y Puntos de Pasaje Obligado. En un tercer 
momento, se exponen los parámetros y lineamientos con que se abordarán los 
Derechos Humanos en general y el derecho a la educación en particular. En el 
cuarto momento se da cuenta de la estrategia metodológica utilizada.  
 
1.1. Las políticas públicas como escenario de tensiones y relaciones de 
fuerza.  
 
El abordaje de las políticas públicas que se va a desplegar en este documento se 
caracteriza por una concepción en la que interactúan diversos saberes y que no se 
agota en las disposiciones organizativas ni en los marcos normativo-jurídicos. De 
allí que se aborden las políticas públicas como procesos sociales y políticos que 
hallan en lo estatal un escenario neurálgico más no el único ni exclusivo.  
 
Se parte aquí de la concepción de las políticas como concreciones del Estado en 
acción (Jobert 1994:80). Ello implica un proceso en el cual las organizaciones 
estatales actúan en escenarios en los que convergen actores sociales de diversos 
tipos con intereses y repertorios distintos. 
  
Actualmente, tanto el escenario de la política pública como el de la Ciencia política 
han tendido a privilegiar como elemento de análisis la relación costo-beneficio. La 
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reacción de Sartori ante la excesiva cuantificación de la Ciencia política2 puede, 
perfectamente, trasladarse al campo de las políticas públicas. Éstas han venido 
relacionándose con una tendencia de exclusividad de cuantificación en el análisis, 
diseño, formulación y evaluación de las políticas públicas.3  
 
Los manuales de políticas públicas y los libros publicitados desde organismos 
multilaterales han puesto sobre la mesa elementos como capital social, capital 
humano, crecimiento económico, empoderamiento y otros que constriñen las 
políticas públicas a las dinámicas conceptuales y políticas derivadas de la relación 
costo-beneficio.  
 
Tales dinámicas han subsumido la acción estatal en dinámicas de satisfacción de 
indicadores de todo tipo que han desplazado radicalmente el horizonte de la 
acción estatal. Desde la óptica de este trabajo, con la prelación de la relación 
costo-beneficio el Estado ha terminado de distanciarse de sus obligaciones 
respecto de la ciudadanía. De allí que, desde esa óptica, los Derechos Humanos 
no constituyan un elemento relevante.   
  
Contrarrestando la concepción economicista que se ha convertido en moneda 
corriente, el presente análisis da cuenta del proceso de política pública como una 
configuración social y política en el marco de tensiones y conflictos sociales y 
políticos. Esto, en contraposición a la concepción en boga de las políticas 
públicas.  
 
1.1.1. Las políticas públicas como concreciones políticas y sociales desbordantes de lo 
estatal.  
 
La concepción de políticas públicas con base en la cual se realiza el presente 
trabajo pone en el centro las relaciones de fuerza y las tensiones entre diversos 
actores como elementos centrales en la configuración de las políticas públicas. 
Desde esta perspectiva, vale la pena afirmar que “las políticas públicas no sólo 
son espacio en los cuales se enfrentan unos actores en función de sus intereses, 
                                                          
2
 En un documento reciente, unos de los padres fundadores de la Ciencia política se cuestiona acerca de la excesiva 
cuantificación que ha caracterizado a la disciplina y que afecta las dinámicas de re-producción de conocimiento en torno 
a lo político. Al final de un artículo afirma que “la alternativa, o cuando menos, la alternativa con la que estoy de 
acuerdo, es resistir a la cuantificación de la disciplina.” Ver SARTORI Giovanni (2004), ¿Hacia dónde va la ciencia 
política?, en Revista Política y gobierno, Vol. XI, N° 2, II semestre de 2004. pp. 349-354.  
3
Esta tendencia, claramente identificada con la escuela norteamericana de Ciencia política, ha venido posicionándose 
como una tendencia que liga las políticas públicas a dinámicas de análisis centradas en la teoría de juegos y en la 
dinamización de presupuestos macroeconómicos y econométricos ligados a las teorías neoclásicas y la variante 
neoinsitucional. Ello es palpable en una reciente publicación del BID respecto de las políticas públicas en América Latina. 
En un Compilado denominado “El juego político en América Latina. ¿Cómo se deciden las políticas públicas?”, el BID da 
cuenta de las dinámicas decisionales en el campo de las políticas públicas. En este compendio escriben economistas 
como el ministro colombiano Mauricio Cárdenas y uno de los puntos de convergencia es la asociación de las dinámicas 
de las políticas públicas con los presupuestos de la Teoría de juegos, no en vano se habla del juego político. Respecto de 
tal tendencia se pueden ver: VV.AA, (2011) El juego político en América Latina. ¿Cómo se deciden las políticas públicas?, 
Bogotá, Banco Interamericano de Desarrollo – Mayol Editores.  
17 
 
sino también el lugar donde una sociedad dada construye su relación con el 
mundo.” (Boussaguet 2009:383)  
 
Tal construcción de la relación de una determinada sociedad con el mundo halla 
en el Estado un lugar de especial valía y nos insta a dar cuenta de las dinámicas 
que concretan tal relación en concepciones argumentales que son tan descriptivas 
como prescriptivas que se concretan tanto en lo estatal como en lo no-estatal. En 
esa dirección, Lozano afirma que “las políticas no pueden ser reducidas a las 
prácticas exclusivamente estatales.” (Lozano 2008:73) Esta definición nos ubica 
en un escenario distinto, en mucho, del tradicional.  
 
En este marco, la política pública pasa a ser fundamental, no sólo para los 
gobiernos y las administraciones, sino también para la sociedad y los diversos 
actores sociales, políticos y económicos sobre quienes recae la acción del Estado. 
De allí que la política ya no es un asunto que atañe y afecta única y 
exclusivamente a analistas políticos y expertos econométricos,4 sino un aspecto 
estructurante de las relaciones al interior de una determinada sociedad. No se 
habla de Estado ni de sociedad en abstracto, se da cuenta de un lenguaje oficial5 
que se inscribe en las dinámicas relacionales de un espacio social concreto. Se 
habla de gratuidad o de costos de matrícula y ello implica toda una serie de 
diversas dinámicas para las colectividades ligadas, en sus diversos roles, al 
campo educativo. 
 
De lo anterior se desprenden dos elementos que van a ser pilares de la 
concepción de política pública que se asume en este trabajo. El primero se 
relaciona con el abordaje de lo estatal, puesto en el contexto de las relaciones 
sociales, como elemento central. El segundo refiere a la importancia de la 
argumentación en el escenario de las políticas en tanto dinámica de re-producción 
de sentido.  
 
En torno al primer pilar, vale la pena tener en cuenta que “hay política pública 
cuando una autoridad política local o nacional intenta, a través de un plan de 
acción coordinado, modificar al ámbito social, cultural o económico de actores 
sociales, considerados en general dentro de una lógica sectorial.” (Muller 2002:50) 
Ello implica que el accionar de las organizaciones estatales es un elemento de 
primer orden en la re-producción de las políticas públicas, pero nunca el único.  
 
                                                          
4
 Esta concepción se ha venido convirtiendo en un presupuesto insalvable a la hora de asir las políticas públicas en 
distintos escenarios académicos y políticos. Las escuelas de política ligadas a la escuela norteamericana asumen las 
políticas públicas como una concreción única y exclusivamente técnica y tecnocrática en donde los presupuestos 
neoclásicos representan el corolario de la formulación, implementación y la evaluación de las políticas públicas. Muestra 
de tal concepción es  
5
 En torno al lenguaje oficial, Bourdieu da cuenta del locus de enunciación del Estado como un escenario de producción 
de lenguaje legitimo, impregnado de la centralidad que tiene el Estado en las sociedades contemporáneas. Centralidad 
asociada a la autoridad del Estado y al peso de la oficialidad en los diversos escenarios sociales. En palabras del autor, “la 
competencia legítima es la capacidad estatutariamente reconocida a una persona autorizada, a una autoridad, para 
emplear en ocasiones oficiales la lengua legítima, es decir, oficial (formal), lengua autorizada que crea autoridad.” 
(Bourdieu 1999:43)  
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De la mano de lo anterior, es necesario resaltar que el proceso de políticas 
públicas implica interacciones y dinámicas relacionales que están signadas por los 
intereses y los repertorios de los distintos actores involucrados. Antes que un 
monologo de de las organizaciones estatales, nos acercamos a construcciones de 
sentido que se decantan en el marco de las relaciones establecidas entre los 
distintos actores involucrados. En este contexto, se comparte la visión que plantea 
que elaborar una política pública implica construir una representación, una imagen 
de la realidad sobre la cual se quiere intervenir. (Muller 2002:73)   
 
En este marco, tiene lugar una construcción argumental que tiene sentido y se 
concreta cuando es desplegada en el escenario concreto de intervención estatal. 
Los argumentos re-producidos en y desde las políticas dotan de sentido el campo 
de intervención y sus dinámicas; los argumentos se cristalizan en la prefiguración 
de los escenarios, los actores y las realidades a las cuales se enfrentan las 
organizaciones estatales, en las cuales deben intervenir de una u otra manera. De 
allí que se tienda a identificar el escenario estatal con un espacio de configuración 
de Decisiones Colectivamente Vinculantes (en adelante DCV).  
 
La identificación de lo estatal como un lugar de re-producción de tales decisiones 
pone en el centro la irrigación de las mismas en un escenario social que, 
desbordando lo estatal, afecta a aquellas colectividades sobre quienes recae la 
acción estatal. Parafraseando a Luhmann, el sistema (político) se encuentra 
ocupado por la organización estatal. A ésta le incumbe la producción de 
decisiones que vinculan colectivamente. (Luhmann 2002) Desde esta óptica, el 
Estado cobra inusitada relevancia en tanto lugar de re-creación de decisiones que 
implican a las colectividades sujeto de la acción estatal. 
 
El carácter vinculante de las decisiones estatales es de la mayor valía para asir las 
dinámicas y posibilidades de concreción de las políticas públicas. Los marcos 
normativo-jurídicos delimitan las posibilidades y las restricciones en términos de la 
acción de las organizaciones estatales. De allí resaltar que, como dijese Rose, la 
ley es esencial, pero no lo es todo. Los marcos normativos potencian o constriñen 
las posibilidades de un proyecto político. Pero también se pueden generar 
actuaciones que, respetando los marcos normativo-jurídicos adversos, promuevan 
intervenciones guiadas por un proyecto político alternativo.  
 
Como se verá en el caso estudiado, las constricciones propias del entramado 
normativo-jurídico producido desde el escenario nacional se sortearon a partir de 
la concreción de planes, programas y proyectos que respetando la normatividad 
existente le imprimieron a la política educativa una orientación distinta a la 
hegemónica. Pero, es importante resaltar que tal empresa tiene límites intrínsecos. 
En primer lugar, elementos centrales para la educación como salarios, 
profesionalización docente, relación alumno docente y otras no se modifican y 
ponen de presente el influjo neoliberal palpable.  
 
En segundo lugar, el modelo de acumulación que se promueve desde la 
normatividad nacional queda intacto y la política social entra a paliar las 
19 
 
consecuencias del engranaje de la acumulación. La tendencia a la configuración 
de políticas sociales de corte neoasistencialista, expandidas en nuestro país y en 
la región en general, son muestra fehaciente de tal tendencia.      
 
Esto no tiene lugar en el marco de un proceso armónico, unilateral ni 
predeterminado, pero nos permite dar cuenta de las dinámicas y los lugares desde 
los que se puede establecer la particularidad de las políticas públicas. Las 
mismas, antes que algo exclusivo del Estado son una construcción social y política 
cuya concreción remite a espacios sociales configurados mediante la constante 
pugnacidad y la correlación de fuerzas intra y extramuros estatales.  
 
Tales interacciones, remitentes al campo de intervención estatal y sus lógicas de 
re-producción es fundamental para realizar el análisis de la política educativa de 
básica secundaria y media desplegada desde la administración distrital de la 
ciudad de Bogotá y desde el nivel central de la nación en el periodo 2002-2009. 
Partiendo de asumir las políticas públicas como procesos de construcción social 
en los cuales el rol del Estado es central, se llevará a cabo un análisis de la re-
producción argumental.     
 
1.2. La argumentación en políticas como proceso de construcción de 
sentido.  
 
El abordaje de la política educativa que se va a realizar en este trabajo se centra 
en la deconstrucción de la re-producción argumental a partir de la cual se 
configura la intervención estatal en el campo educativo en el periodo 2002-2009. 
De allí que se asuman las políticas públicas más allá de los lineamientos 
econométricos que se han tornado hegemónicos, identificando la necesidad de 
abordar los discursos y las acciones desplegadas desde las organizaciones 
estatales en su interacción constante con actores y organizaciones no estatales.  
 
En este marco, en el proceso de las políticas públicas se despliegan interacciones 
y relacionamientos que derivan en dinámicas de construcción de sentido.6 De allí 
que el despliegue de las políticas públicas no se entienda en un vacío ideológico y 
de poder ni como un ejercicio prefigurado en el cual las lógicas y dinámicas de 
producción social están definidas de antemano. Por el contrario, nos acercamos a 
un escenario de constante pugnacidad en el cual se definen y estructuran las 
problemáticas, los marcos de acción y las posibles alternativas a las 
problemáticas.  
 
                                                          
6
 La construcción de sentido es vital para entender las dinámicas de re-producción de los espacios sociales a partir de la 
prefiguración del escenario social y las posibilidades que se ciernen sobre el mismo. La construcción de sentido implica 
una delimitación clara del escenario en el cual se desenvuelven los actores y las posibilidades de acción respecto del 
mismo. En este marco, el sentido alude a una configuración social que delimita y proyecta la actualidad y las 
posibilidades de un cuerpo social. Es así que, “el fenómeno del sentido aparece bajo la forma de un excedente de 
referencias a otras posibilidades de vivencia y de acción (…) se puede decir que el sentido dota a la vivencia o a la acción 
que se realizan en la actualidad, de posibilidades redundantes.”  (Luhmann 1998:78).   
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Tal escenario de sentido se cohesiona por medio de la producción argumental. 
Los argumentos, que ordenan y delimitan el campo de intervención y la 
intervención misma, surgen en el marco de interacciones entre diversos actores y 
son elementos constituyentes de la re-producción de  sentido que delimita y 
ordena el escenario de despliegue de la acción estatal. La estabilidad o no del 
horizonte de sentido que condensan los argumentos está supeditada a las 
tensiones y luchas.  
 
La producción argumental cobra sentido en la re-producción de representaciones 
e ideas que delimitan la sociedad como un todo, llenado de sentido y contenido 
desde las dinámicas específicas del sector particular en el que se despliega la 
acción estatal. Ello nos acerca a un proceso de generación de sentido en el cual 
se pueden distinguir tres dimensiones diferenciadas pero interconectadas. 
 
En primer lugar, el escenario de argumentación en el proceso de las políticas 
públicas no es unidimensional ni está configurado de antemano. Es necesario 
entender que los instrumentos y la intervención estatal misma están supeditados a 
la delimitación de situaciones problemáticas que sean socialmente relevantes. 
Tales situaciones o problemas no están dados, se construyen en el marco de una 
configuración que dependerá de múltiples factores propios de la sociedad y del 
sistema político implicado (Muller 2002:65). 
      
En línea con lo anterior, Callon nos acerca a una cuestión fundamental en el 
escenario de las políticas públicas: las dinámicas de problematización. La 
problematización en tanto  delimitación argumental, acota y especifica lo 
problemático, decantándolo en un proceso de traducción constante en el cual tiene 
lugar la constante entredefinición de los actores involucrados.  
 
Así, las decisiones, determinaciones y los argumentos que se re-producen desde 
el escenario de las organizaciones estatales no remiten única y exclusivamente a 
tal espacio, sino que se irrigan en el cuerpo social. En este proceso de 
delimitación de problemas que adquieran relevancia social los múltiples actores se 
enlazan en un proceso de entredefinición en el que “la definición y la distribución 
de los roles resultan de negociaciones multilaterales en el curso de las cuales la 
identidad de los actores es probada” (Callon 1996:12).   
 
Las dinámicas de definición tienen en la traducción un elemento de especial valía. 
La traducción entre los distintos actores es un proceso constante e inacabado que, 
vale la pena recalcar, está inserto en relaciones de conflictos y tensiones. De allí 
que la traducción no sea eterna y, por el contrario, es fiel muestra del dinamismo 
del espacio relacional. De allí que Callon afirme que “la traducción deviene en 
traición.” (Callon 1996:16)En este marco, la generación de los problemas a 
resolver no se liga a la elucubración del analista o funcionario sino, por el 
contrario, al campo en el que se encuentran y enfrentan los distintos actores 
estatales y no estatales en confrontación por incidir el devenir de las políticas. Ello 
ocurre tanto al interior como al exterior del Estado, pero los argumentos que se 
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condensan en tal arena van a ser revestidos y potenciados por el lenguaje oficial 
de Estado. 
 
La segunda dimensión de producción argumental es la relacionada con la 
configuración del lenguaje oficial de Estado7 como componente vital de la re-
producción argumental en políticas públicas. La configuración y el despliegue del 
lenguaje oficial de Estado nos enfrentan a un abordaje que pone en tela de juicio 
la mirada estadocéntrica que ha hecho carrera en algunas concepciones de la 
política pública.  
 
Es claro que la lengua oficial de Estado se genera al interior de las organizaciones 
estatales, pero también lo es que desde allí se configuran visiones y producciones 
de sentido que legitiman y proyectan el accionar estatal en la sociedad. La 
oficialidad del lenguaje re-producido en y desde la acción estatal se liga a la 
autoridad estatal y al carácter vinculante de las decisiones que desde allí se 
generan. Es así que la lengua oficial, “reconocida y conocida (más o menos 
completamente) en todo el ámbito de una cierta autoridad política, contribuye a 
reforzar la autoridad que funda su dominación” (Bourdieu 1999:19).  
 
Aquí, es necesario recalcar que en el proceso de producción de lenguaje los 
actores hacen uso de las herramientas a su alcance para que sus planteamientos 
se cubran con el manto de la oficialidad y fluyan legítimamente en el cuerpo social 
sujeto de la intervención estatal. Tiene lugar la creación de un mercado lingüístico 
unificado y dominado por la lengua oficial, cuyo respaldo no agota lo estrictamente 
lingüístico, por el contrario, la lengua oficial “se beneficia de las necesarias 
condiciones institucionales para su codificación e imposición generalizadas” 
(Bourdieu 1999:19). 
 
Estas dinámicas de re-producción de la lengua oficial nos sitúan en un escenario 
en el que llamar de tal o cual manera a los fenómenos y actores sociales y 
políticos se concreta como un ejercicio estructurado y estructurante de los campos 
sociales en los que interviene el Estado. De allí que sea un elemento central para 
abordar las políticas educativas e identificar las diferencias existentes entre la 
política educativa dinamizada desde el nivel central nacional  y desde la 
administración distrital de Bogotá.  
 
El derecho a la educación ha emergido como una enunciación que pone de 
manifiesto tensiones entre niveles de autoridad estatal. Las organizaciones 
estatales del sector educativo, tanto en el nivel central nacional como en el  
distrital, asumieron desde distintas ópticas la configuración de lo educativo y la 
orientación de la acción estatal en dicho sector.   
 
                                                          
7
 Bourdieu da cuenta de la configuración de la ley como garante de la voz oficial, asumiendo que “es en el proceso de 
constitución del Estado cuando se crean las condiciones de la creación de un mercado lingüístico unificado y dominado 
or la lengua oficial (…)la competencia legítima es la capacidad estatutariamente reconocida a una persona autorizada, a 
una autoridad, para emplear en ocasiones oficiales la lengua legítima, es decir, oficial (formal), lengua autorizada que 
crea autoridad”, en BOURDIEU, Pierre (1999), ¿Qué significa hablar?, Madrid, Akal Ediciones. pp. 19-43. 
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En este escenario, se pone en tensión la concepción de sistema educativo, de la 
educación misma y de los objetivos de la intervención estatal en el campo 
educativo. Desde la administración distrital la política educativa se estructuró en 
torno al derecho a la educación, promoviendo un discurso en el cual las 
organizaciones estatales desplegaban su accionar en el campo educativo a partir 
de la obligación de propiciar dinámicas que tendieran a la garantía del derecho.  
 
Por otro lado, desde el nivel central nacional la política educativa se articuló a la 
necesidad de generar dinámicas de eficiencia y competitividad en el sistema 
educativo, asumiendo el rol del estado en tanto regulador del servicio educativo en 
cuya prestación el sector privado adquiere protagonismo. 
 
Una tercera dimensión de la re-producción argumental es la relacionada con el 
proceso de socialización de las enunciaciones dotadas de la oficialidad de Estado 
y condensadas en las dinámicas de problematización y actorización. El lenguaje 
decantado de las dinámicas relacionales entre los distintos actores involucrados 
en el proceso de la política va a constituirse en central a la hora de delimitar las 
posibilidades de acción de otros actores ligados al campo de intervención. Esta 
dimensión cobra gran relevancia en la medida en que el proceso de generación de 
argumentos tiene lugar en un campo perceptivo que pone de presente las 
relaciones público-privadas, resaltando el problema de la publicación.  
 
Por un lado, surge la necesidad de asumir la complejidad del escenario de las 
políticas y poner de presente la importancia de “ubicar los procesos de 
socialización a través de los cuales los actores que no hacen parte del foro 
constitutivo de las políticas públicas adoptan el lenguaje que ha sido forjado en él.” 
(Jobert :101) Allí es importante traer a colación el aporte de la publicación en tanto 
permite rastrear las dinámicas de la relación público-privada. En este contexto, es 
vital entender que:  
 
La publicación es un fenómeno estructurante del fenómeno público-privado, 
vale decir, de dar a conocer algo que debe ser considerado por el otro, 
constituyéndolo como público; se trata sin duda de las formas más 
significativas que revisten las lógicas y prácticas de lo visible/no visible, 
enunciable/no enunciable en los órdenes sociales, políticos y culturales de 
todas las épocas. (Lozano 2008:6)      
 
De allí que el proceso de re-producción argumental se concrete y materialice en 
las dinámicas de configuración de lo público y la consecuente delimitación de 
sentido que desde allí se re-produce. Tal re-producción de sentido no tiene un 
carácter única y exclusivamente racional, ligado a cuestiones técnicas y blindado 
por un manto de cientificidad 
  
 Por otro lado, las dinámicas de socialización e irrigación en el cuerpo social de los 
argumentos decantados de las luchas y tensiones entre actores estatales y no 
estatales están ligadas a la generación de marcos cognitivos que no son 
unidimensionales ni, mucho menos, exclusivamente racionales. Por el contrario, 
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están ligados a la re-producción de diversos saberes -jurídicos, administrativos, 
científicos, económicos- que se entrecruzan y combinan. 
    
En este marco, se resalta la importancia del despliegue de elementos culturales y 
simbólicos como contenedores de ideas y valores que van a ser vitales en la 
configuración de los marcos interpretativos que se generan en la re-producción de 
la acción estatal. Estas dinámicas nos ubican en frente de una clara conexión 
entre el análisis de los sistemas de creencias y valores, las culturas políticas y las 
prácticas gubernamentales (Jobert 2004:65). En este contexto, los marcos 
cognitivos no se limitarían a constituir simples mapas mentales sino que 
determinarían las prácticas y los comportamientos. (Puello 2007: 89)           
 
Partiendo de las tres dimensiones expuestas en torno a la re-producción 
argumental, en este trabajo se dará cuenta de la producción de sentido en el 
despliegue de la política educativa a partir del análisis de re-producción de tres 
conceptos que dan cuenta del despliegue de la política educativa durante el 
periodo objeto de estudio. Tales conceptos son el referencial de política, el 
paradigma de política y los Puntos de Pasaje Obligado.     
 
En primer  lugar, el paradigma de política se trabajará en relación con la política 
social y educativa dinamizada desde el orden nacional en el periodo 2002-2009, 
dando cuenta de la concreción de un marco interpretativo de qué debe hacer el 
Estado en términos de lo social en general y lo educativo en particular. Tal marco 
interpretativo se liga a los presupuestos de las teorías económicas neoclásicas y 
se materializa en el despliegue de la Revolución educativa, consolidándose y 
reforzándose en el periodo 2002-2009.   
 
En segundo lugar, se trabajará el referencial de política de derecho a la educación, 
en tanto concreción argumental que se despliega en la configuración y el 
despliegue de la política educativa de básica secundaria en Bogotá. Éste se 
concreta en el papel protagónico del derecho a la educación en la trayectoria de la 
política educativa en Bogotá en el periodo 2004-2009, concretando un viraje 
respecto de la política educativa dinamizada en el periodo 2002-2004 en la ciudad. 
El trabajo de identificación del referencial de política pasa por asir los discursos y 
las prácticas dinamizadas desde las organizaciones estatales del distrito y los 
diversos actores ligados al campo educativo en la ciudad.  
 
En el abordaje del referencial de política, se identifica el derecho a la educación 
como articulador y constructor de sentido de la política educativa desplegada 
desde la administración distrital de Bogotá en el periodo 2004-2009. En lo que 
refiere al  paradigma de política social se identifican la eficiencia y la 
competitividad como elementos cohesionadores y estructurantes de la política 
educativa desplegada por la Revolución educativa desde el nivel central nacional 
en el periodo 2002-2009.             
 
En tercer lugar, se rastrearán las dinámicas de re-producción argumental a partir 
de la identificación de Puntos de Pasaje Obligado en tanto elementos  
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articuladores de la política educativa y que se convierten en indispensables en la 
socialización de los argumentos re-producidos. La identificación de dichos puntos 
permite prefigurar el campo intervenido y de las dinámicas de acción estatal 
desplegadas en el mismo.  
 
Así las cosas, los Puntos de Pasaje Obligado dan cuenta de los problemas que se 
erigen y de las posibles acciones a desplegar respecto de los mismos, siendo  
relevantes a la hora de identificar las trayectorias argumentales en el campo de la 
política educativa desplegada tanto desde la administración distrital como desde el 
nivel central nacional.  Los Puntos de Pasaje Obligado identificados en la política 
educativa distrital y en la revolución educativa permiten asir la concepción de lo 
educativo y las dinámicas de intervención estatal al respecto.    
 
1.2.1. El paradigma de política en tanto marco interpretativo de las políticas.   
 
El paradigma de política se erige como un concepto central del presente trabajo. A 
la hora de abordar el mismo, recurro a los aportes de Peter Hall en torno a las 
dinámicas de los paradigmas de política en el marco del aprendizaje social.  
 
El autor plantea una dicotomía en torno a las teorías de la acción del Estado. La 
primera es la estadocéntrica, que minimiza el rol de los actores sociales y 
magnifica las potestades y dimensiones del Estado. En segundo lugar, aborda la 
llamada state-structural, que considera que el aprendizaje social implica una 
participación mucho más amplia dentro del sistema político en su conjunto.  
 
Se centra en el impacto de las políticas en la estructura del Estado y sus acciones, 
y está menos inclinado a insistir en la autonomía del Estado, ya que considera que 
los grupos de interés, los partidos y otros actores fuera del Estado tienen un rol 
importante en la formulación de política.8 Además, señala que la estructura y 
actividades pasadas del estado a menudo afectan la naturaleza o fuerza de las 
demandas que estos actores articulan. 
 
Este proceso puede tomar diferentes formas dependiendo del tipo de cambios que 
se den en la política. En torno a la caracterización de los cambios, el autor 
distingue el proceso de aprendizaje asociado con un simple cambio en el nivel de 
beneficios, de aquel asociado con una transformación potencialmente más radical 
en los instrumentos básicos de política o en sus objetivos. Para lo cual se 
diferencian tres distintos tipos de cambio en política:  
 
*Cambio de primer orden: se cambian los niveles y los juegos o set de 
instrumentos básicos, pero los objetivos e instrumentos siguen siendo los mismos. 
                                                          
8
 “If social learning is a process that takes place largely inside the state itself, it will accord well with the arguments of 
state-centric theorists. However, to the extent that social learning involves much broader participation and conflict 
within the political system as a whole, it will be more consonant with the state-structuralist approach.” (276) 
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*Cambio de segundo orden: los objetivos generales se mantienen en gran parte 
iguales, pero las técnicas básicas y los instrumentos usados para lograrlos son 
alterados como resultado de experiencia pasada.  
*Cambio de tercer orden: se dan cambios simultáneos en los tres componentes de 
la política, en el juego de instrumentos, en los instrumentos mismos y en los 
objetivos. Ocurre raramente, pero cuando pasa es como resultado del reflejo de 
experiencias pasadas.  
 
Los cambios de tercer orden, que aluden a un cambio de paradigma, rara vez 
tienen lugar.9 Finalmente, refiriendo al marco en el que tienen lugar dichos 
cambios, el texto resalta la importancia del papel de las ideas en el proceso de la 
política, entiende que las políticas son hechas dentro de algún sistema de ideas y 
estándares, que debe ser comprensible y plausible para todos los actores 
involucrados. Este marco interpretativo, el autor lo llama paradigma de política, 
“policy paradigm”.  
 
El aporte de Hall es de gran valía para la orientación de la investigación, pues 
permite dar cuenta no sólo de las dimensiones de los cambios operados en el 
escenario de las políticas, sino también las dinámicas y los procesos sociales que 
dieron lugar a ellos. En este trabajo se aborda el paradigma de política a partir de 
un ejercicio de reconstrucción de la política social en general y educativa en 
particular dinamizadas desde el orden nacional en el periodo 2002-2009. 
 
Partiendo de las dinámicas argumentales en la producción del paradigma de 
política, en el periodo estudiado se da cuenta de dinámicas que consolidan un 
paradigma ligado a la re-producción de los postulados y planteamientos de las 
teorías económicas neoclásicas que hicieron carrera décadas antes en el país. 
Esto marca un punto de partida vital para el trabajo, pues las disposiciones 
argumentales reproducidas desde lo nacional plantean un divorcio entre la política 
social y educativa, y los Derechos Humanos y el derecho a la educación. Con la 
prelación de términos como cobertura, calidad y gestión eficiente se diluye e 
invisibiliza la existencia del derecho a la educación.  
 
Tal dinámica de la acción estatal desplegada desde lo nacional es esencial en 
tanto genera límites a las posibilidades reales de acción en lo distrital. de allí que 
la descentralización sea un elemento a tener en cuenta a la hora de identificar las 
relaciones que se establecen entre el orden nacional y el distrital en torno a la 
política social en general y educativa en particular. Además, con base en la 
concepción estructural que plantea Hall, se caracterizan las dinámicas de la 
economía política y su incidencia en la política educativa en tanto política social 
durante el periodo estudiado en el contexto de la actual fase de acumulación.  
  
El paradigma de política social y educativa nos acerca a unos objetivos que 
evaden la garantía de los derechos por parte del Estado y que profundizan las 
                                                          
9
 Such wholesale changes in policy occur relatively rarely, but when they do occur as a result of reflection on past 
experience, we can describe them as instance of third order change.” (278- 279) 
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tendencias de prelación del sector privado en la prestación de los servicios 
sociales y, por supuesto, de la educación. Ante este panorama en el orden 
nacional, el paso a seguir es la deconstrucción de la acción estatal respecto del 
derecho a la educación desde el distrito en Bogotá. Tal cuestión va a trabajarse 
desde la identificación del referencial de política articulado en torno al derecho a la 
educación durante el periodo estudiado.  
 
1.2.2. Referencial de política: ideas e imágenes sociales en y desde la acción estatal.  
 
En torno al referencial de política Muller, Jobert, Boussaguet y Lozano asumen la 
argumentación en políticas como un proceso caracterizado por la re-producción de 
ideas, discursos e imágenes10 de la realidad que se fecundan y operan tanto en lo 
estatal como en lo no-estatal. Desde esta perspectiva es central dar cuenta del 
marco cognitivo que se concreta en el proceso de las políticas públicas. Así, la 
argumentación en las políticas públicas nos acerca a la producción de sentido que 
tiene lugar en el proceso mismo de la política.  
 
De allí emergen ideas e imágenes que constituyen marcos de referencia desde la 
acción para la acción, es más, sólo pueden entenderse allí, en la acción. Es desde 
esta caracterización que se torna relevante el escenario de las políticas como 
lugar de producción de decisiones colectivamente vinculantes. Las ideas e 
imágenes se concretan tanto al interior de éste como en el espacio social en el 
que tiene lugar la intervención del Estado. Los diversos actores pugnan en aras de 
ganar mayor incidencia en el escenario decisional, incidiendo en la re-producción 
de la lengua oficial de Estado.  
 
Tal dinámica nos pone al tanto de una doble perspectiva contenida en el 
referencial, es tanto descriptivo como prescriptivo. Descriptivo, en tanto fija y 
delimita las características y el horizonte de sentido del campo a intervenir, dando 
cuenta de los actores inmersos en él y de las reglas de juego. Prescriptivo, en 
tanto constructo de sentido que da cuenta de las posibilidades de acción y de 
despliegue de los distintos actores en el campo de intervención en cuestión.  
 
Se da lugar así, a universos de sentido que se proyectan y materializan a través 
de las enunciaciones que se orquestan tanto desde organizaciones estatales 
como no estatales y pretenden dar lugar a unos ordenes de realidad. La política 
educativa desplegada en Bogotá en el periodo 2002-2009 nos pone en frente de 
un proceso de transformación cuyo punto de inflexión tiene lugar en el año 2004. 
El cambio que se produce nos acerca a una clara diferenciación en términos de la 
concepción de la educación y de la función de las organizaciones estatales del 
distrito respecto de la misma.  
 
                                                          
10
 Desde la perspectiva de análisis cognitivo, se establece que las imágenes son vectores implícitos de valores y normas 
que dan significación de manera inmediata, sin necesidad de un largo discurso. (Boussaguet 2009:385)  
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Esto nos lleva a tener en cuenta dos elementos muy importantes e 
interconectados a la hora de asir el referencial de política de derecho a la 
educación. En primer lugar, es necesario entender que el referencial no refiere a 
una concreción unilateral por parte de organizaciones estatales y que la re-
producción de sentido que concreta no puede considerarse como un bloque 
monolítico, unidimensional ni estable. La generación de sentido inherente al 
referencial de política nos acerca a la generación de un marco perceptivo a partir 
del cual se dota de sentido el ámbito intervenido y se generan los lineamientos 
para intervenir en el mismo. 
 
De allí que configurar el escenario educativo teniendo el derecho a la educación 
como eje articulador implique que las diversas organizaciones estatales 
involucradas en el despliegue del sector educativo establecerán relaciones con la 
ciudadanía en las cuales la garantía de los derechos signa la interacción entre 
ambos. Tal relación y las dinámicas de interacción deben estar sometidas a los 
marcos normativo-jurídicos o cambiarlos en aras de facilitarlas relaciones 
deseadas. Además, el despliegue de la política implica el diseño e implementación 
de instrumentos y mecanismos que permitan eliminar barreras de acceso y 
permanencia que dificultan e/o impiden que se materialice el derecho a la 
educación.    
 
Las dinámicas del referencial, si bien remiten a valores y concepciones del mundo 
que se concretan en elaboraciones documentales, no se agotan allí y, por el 
contrario, da cuenta de su importancia en la generación de pautas y dinámicas de 
la acción o no de diversos actores frente a la generación y posterior solución de 
una situación problemática que se ha considerado socialmente relevante.  
 
La segunda cuestión a resaltar es que el referencial no está explícitamente puesto 
y que se va evidenciando en diversos escenarios con intensidades y utilidades 
variables. Si bien en Bogotá durante el periodo 2004-2009 la política educativa se 
articuló en torno al derecho a la educación, las dinámicas normativo-jurídicas no 
tuvieron la misma relevancia que la programática ni, mucho menos, que la 
concreción y el despliegue de planes, programas y proyectos.  
 
En cada uno de estos escenarios estaba el derecho a la educación, pero en cada 
caso implicó dinámicas distintas y se pudieron generar distintas acciones e 
intervenciones, variables en su relevancia y magnitud. En este contexto, es 
necesario resaltar que el referencial se cohesiona en un campo cognitivo que 
abarca tanto lo macro como lo micro y da cuenta de la realidad ante la cual hay 
que actuar. No se asiste a la generación de elementos discursivos planos, por el 
contrario nos hallamos en frente de niveles discursivos diferenciados entre sí pero 
que están ligados por medio del derecho a la educación.     
 
Finalmente, cobra validez resaltar que las imágenes son unos vectores implícitos 
de valores y normas que dan significación de manera inmediata, sin necesidad de 
un largo discurso. (Boussaguet 2009:385) Las disposiciones distritales respecto 
del derecho a la educación en el periodo 2004-2009 dan cuenta de una 
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conceptualización total y palpablemente distinta del campo educativo a la 
concretada en el orden nacional en el mismo periodo.  Se generó un referencial de 
política, configurando un campo perceptivo re-producido a partir de de la 
generación de diversas representaciones articuladas a diversos marcos de saber 
en donde el derecho a la educación fungió de elemento articulador.  
 
De allí que el referencial re-producido tenga diversas connotaciones y refiera a 
prácticas y saberes distintos que se retroalimentan y entrelazan en el despliegue 
del derecho a la educación en y desde la acción estatal en el campo educativo. 
  
1.2.3. Los Puntos de Pasaje Obligado (PPO) en tanto continuos discursivos.  
 
En esta parte del acápite se expone la relevancia de los PPO como conceptos 
centrales a la hora de dar cuenta de la re-producción argumental, respecto del 
campo educativo, desplegada en la política educativa desde el orden nacional y 
desde el distrital en los periodos 2002-2009 y 2004-2009 respectivamente.  
  
En primer lugar, vale la pena recalcar las dimensiones conceptuales del PPO. 
Para iniciar, cabe resaltar que asistimos a dinámicas en las que, poniendo sobre la 
mesa un determinado fenómeno, se “construye una red de problemas y de 
entidades en el seno de la cual un actor se vuelve indispensable.” (Callon 1996:8) 
En este sentido, los PPO son límites claros que dan cuenta de un algo 
determinado, convirtiéndose en indispensable para comprender un fenómeno y 
actuar frente a él.  
 
Además, tales puntos tienden a trazar senderos de problematización que se 
tornan ineludibles para quien accede al campo en cuestión. No es casual que se le 
denominen de pasaje obligado. Ello tiene lugar porque, más allá de la voluntad o 
el albedrio del actor que se adentra en un determinado campo, las dinámicas de 
estructuración del mismo hacen que sea infranqueable si no se asumen 
argumentaciones y presupuestos nodales para su devenir, obligando a pasar por 
la asunción y asimilación de tal o cual presupuesto o argumento. De allí la 
importancia de los PPO en la estructuración de los escenarios y sus dinámicas, 
pues “los obstáculos-problemas se levantan sobre sus rutas” (Callon 1996:8) 
 
Desde esta concepción se supera la exclusividad del escenario de las DCV y nos 
acercamos a la re-producción social de argumentos en un escenario de fuerzas en 
el que los distintos actores tenderán a generar PPO respecto de la política en 
cuestión. Así como en la historia reciente de Colombia la seguridad se convirtió en 
PPO para la política económica, la social y de defensa, en este trabajo veremos 
cómo, por un lado, la eficiencia y la competitividad y, por otro lado, el derecho a la 
educación son PPO en el despliegue de la política educativa en el periodo 2002-
2009 y 2004-2009 en los niveles central nacional y distrital respectivamente.  
 
En segundo lugar, el aporte de los PPO, contenidos en la propuesta de Callon, 
juega un papel protagónico en el presente trabajo. Con base en la identificación de 
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PPO, se tenderá un puente entre las dinámicas de re-producción argumental de la 
política educativa de básica y media desplegada desde el orden nacional en el 
periodo 2002-2009 y de la política educativa de básica y media dinamizada en 
Bogotá en el periodo 2004-2009. Ello se deriva del planteamiento central de este 
documento.  
 
En este trabajo se esgrime que la puesta en escena del referencial de derecho a la 
educación como eje articulador de la política educativa distrital en periodo 2004-
2009 trasgrede el horizonte de sentido del paradigma de política desplegado en la 
política educativa del orden nacional en el periodo 2002-2009. En esa dirección, el 
abordaje de la política desplegada desde lo nacional y lo distrital se orienta hacia 
la deconstrucción de la re-producción argumental que se concreta en ambos y 
cada uno de esos niveles. De entrada, se asume que el abordaje de lo nacional y 
lo distrital -mediante el recurso al referencial y al paradigma de política- genera 
distinciones y precauciones que no hay que pasar por alto, pero que se pueden 
saldar si se busca un continuo discursivo que permita el diálogo entre lo re-
producido en uno y otro nivel. Allí está el protagonismo de los PPO.  
 
Así las cosas, los PPO se yerguen en elementos estructurantes de este trabajo al 
permitir el análisis comparativo de re-producciones argumentales que tienen lugar 
de maneras distintas y en escenarios distintos, pero que se materializan, en 
ambos casos, como argumentaciones centrales para el campo y fenómeno en 
cuestión. En este marco, el proceso analítico que se plantea tiene los siguientes 
momentos:  
 
-Inicialmente, el abordaje de la política educativa da cuenta de los distintos 
procesos argumentales, de los cuales se extractan los rasgos distintivos de la re-
producción argumental desplegada en cada uno de los órdenes abordados. Aquí, 
el ejercicio se liga al trabajo de identificación del paradigma de política y de 
deconstrucción del referencial de derecho a la educación.  
 
-Posteriormente, tanto la identificación del paradigma como la deconstrucción del 
referencial dan cuenta de las argumentaciones que se tornan centrales a la hora 
de asir el campo intervenido y la acción estatal en torno suyo. De ambos procesos 
se extraen lo que Callon denominara los PPO, siendo peajes ineludibles a la hora 
de dar cuenta del campo abordado y la problemática que allí tiene lugar. Así las 
cosas, los argumentos articuladores del paradigma y el referencial son, de suyo, 
PPO que permiten dar cuenta de la estructuración del campo educativo tanto en lo 
distrital como en lo nacional.  
 
-Tras la identificar los PPO en los procesos de análisis ligados al paradigma y el 
referencial, se pueden establecer las relaciones y los lugares que se proyectan 
ineludibles en torno a lo educativo, desde la política educativa a nivel distrital y 
nacional. Así, los PPO son resultados que entran a ser analizados y valorados en 
términos de la estructuración argumental del campo educativo.  
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En últimas, los PPO de derecho a la educación por un lado y de eficiencia y 
competitividad por el otro, nos permitirán comparar las texturas y tonalidades del 
campo educativo desde el orden distrital y nacional en el periodo 2002-2009.  
 
1.3. Respecto de los Derechos Humanos y el Derecho a la Educación en 
particular.  
 
Los Derechos Humanos usualmente son abordados en tanto disposiciones 
normativo-jurídicas remitentes única y exclusivamente al documento que les 
contiene. Tal noción es estrecha -aun para el más fiel seguidor de Kelsen. Más 
allá de dicha concepción, este trabajo asume los derechos como concreciones, 
logros y derrotas que tienen lugar en un escenario social y político siempre en 
disputa. Es en, y sólo en, el campo de las luchas que se re-producen los derechos, 
con sus imágenes, estratagemas y su discurso ordenador del mundo.11  
 
Ello implica que contienen dinámicas de visibilidad/enunciabilidad y que remiten, 
indefectiblemente, a relaciones de poder, a saberes y a lugares sociales donde se 
juega la validez de la ley, escenarios donde se despliega contundentemente la voz 
oficial. Tal concepción pone sobre la mesa la cuestión de las leyes como 
concreciones puntuales, re-producidas históricamente y que no se pueden 
entender sin la remisión a relaciones de poder y sus consecuentes dinámicas de 
confrontación, lucha y resistencia.  
 
De allí que los Derechos Humanos y los documentos que les sistematizan, antes 
que referir a dadivas o a meras cuestiones accidentales y casuísticas, nos 
enfrentan a ingentes dinámicas de luchas. En este texto se asumen los derechos 
como victorias de unos actores y, por consiguiente, retrocesos de otros.12 
Partiendo de estos presupuestos, en este acápite daremos cuenta de la 
concepción de Derechos Humanos que se despliega en este trabajo, abordando el 
derecho a la educación. 
 
                                                          
11
 Respecto de esta discusión, Foucault, en el marco de una tensión entre el deseo y la institución, evidenciando la 
posición de ésta última, plantea que “todos estamos aquí para mostrarte que el discurso está en el orden de las leyes, 
que desde hace mucho tiempo se vela por su aparición; que se le ha preparado un lugar que le honra pero que le 
desarma, y que, si consigue algún poder, es de nosotros y únicamente de nosotros de quien lo obtiene”, en FOUCAULT 
Michel (1992), El orden del discurso, Buenos Aires, Tusquets Editores. p. 4.  
12
 En este punto, vale la pena hacer mención a la excepción que se configura con las dinámicas económicas estatales 
asumidas tras la devastadora crisis del 29, pues los derechos ganados y disfrutados por los trabajadores en el marco del 
Estado del Bienestar se conjugan con las increíbles tasas de ganancia del capital entre 1930 y 1970. Por un lado, Negri 
plantea que “no es la naturaleza del proceso lo que ha cambiado sino las dimensiones dentro de las cuales la explotación 
está constreñida a operar y el sujeto sobre el cual el capital debe afirmarse (…) Keynes fue quizás el teórico más 
perspicaz de aquella reconstrucción, de aquella nueva forma capitalista de Estado”, en NEGRI Antonio, John M. Keynes y 
la teoría capitalista del Estado en el 29, contenido en Revista hojas económicas Nº 3, México. p. 13. Por otro lado, 
Hobsbawm acuñó el término de Edad de oro del capitalismo para designar el periodo de crecimiento económico que 
tiene lugar entre 1947 y 1973. El autor afirma que “resulta ahora evidente que la edad de oro correspondió básicamente 
a los países capitalistas desarrollados, que, a lo largo de esas décadas, representaban alrededor de tres cuartas partes de 
la producción mundial y más del 80 por 100 de las exportaciones de productos elaborados.”, en HOBSBAWM Eric (1999). 
Historia del siglo XX, Buenos Aires, Crítica. p. 262.  
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Así las cosas, en primer lugar se dará cuenta de los Derechos Humanos como 
campo en tensión y disputa. En segundo lugar, se aborda la cuestión de los 
derechos desde las dinámicas del lenguaje. En tercer lugar, se delimita la 
concepción del derecho a la educación con base en la cual se trabajará.  
 
1.3.1. Los Derechos Humanos: campo de luchas y tensiones.  
 
En primer lugar, este trabajo aborda los Derechos Humanos como un campo en 
constante disputa en el que se re-crean las necesidades y reivindicaciones de 
actores sociales en momentos históricos determinados. Ello implica que los 
derechos no solo se van a observar en los distintos documentos que les enuncian, 
sino que también se rastrearán las dinámicas políticas y sociales que les hacen 
emerger.  
 
Sin querer ni pretender hacer una génesis de la emergencia de los derechos 
Humanos, vale la pena tener en cuenta que “un adecuado análisis histórico debe 
conducir a concebir los derechos humanos como conquistas en las luchas sociales 
emprendidas por los marginados, explotados, discriminados, etc., esto es, 
esclavos, siervos, campesinos, etc” (Guadarrama 2010:22) En esa misma 
dirección, es necesario asumir que en tal dinámica de emergencia y re-producción 
el Estado tiene un lugar, por decir lo menos, central.13  
 
La centralidad del Estado radica en las obligaciones que el mismo tiene respecto 
de la garantía de los derechos de sus ciudadanos. Actualmente, tal obligación se 
ha diluido en un escenario en el que los Derechos Humanos son asumidos por los 
distintos estados de manera formal pero, en lo concreto, no se disponen de los 
recursos necesarios s que conlleven avances en la garantía y el disfrute de ellos 
por parte de los ciudadanos.14  
 
Allí hay un pulso fuerte en la medida en que el cumplimiento de las obligaciones 
estatales en términos de garantía de los Derechos Humanos implica destinaciones 
presupuestales que ponen en riesgo las orientaciones globales en términos de 
ajuste fiscal y redireccionamiento del rol de las organizaciones estatales en la 
dinamización de la economía. Tal contradicción se ha querido superar con la 
catalogación de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (DESC) como 
progresivos.  
 
Tal rotulo supedita los avances en términos de garantía de tales derechos a las 
“posibilidades” financieras de los estados. Esta es una cuestión que ha derivado 
en enunciaciones que no se corresponden con los esfuerzos presupuestales para 
                                                          
13
 Esto no quiere decir que las dinámicas propias de los Derechos Humanos puedan atribuirse únicamente a las 
dinámicas y los presupuestos éticos, espirituales y prácticos de la sociedad occidental y el Estado moderno como su 
cristalización institucional por excelencia. Al respecto ver GUADARRAMA Pablo (2010), Democracia y derechos Humanos 
¿“Conquistas” exclusivas de la cultura occidental?, Bogotá, Espacio Crítico. 
14
  
32 
 
ser materializadas. Ello porque hay una serie de prioridades macroeconómicas 
que fungen de ineludibles.  
 
Concordando con Sánchez, vale la pena afirmar que “los Derechos Humanos son 
un apasionante y apasionado campo de lucha entre poderes económicos 
internacionales como las multinacionales y los organismos tipo Fondo Monetario 
Internacional, Banco Mundial, Organización Mundial del Comercio, los distintos 
estados y los pueblos, organizaciones de defensores de los derechos humanos, 
partidos políticos.” (Sánchez 2007:40) 
 
Así, cuando en este trabajo se habla de Derechos Humanos, se alude a 
dispositivos y normativas pero también, y ante todo, se habla de luchas e 
incesantes relaciones de fuerzas. Ahora, una de las dinámicas más importantes en 
que se re-crean tales luchas y tensiones refieren a las dinámicas del lenguaje que 
tienen lugar respecto de los Derechos Humanos.  
 
1.3.2. La centralidad de los argumentos en el campo de los Derechos Humanos.  
 
La caracterización del campo de los Derechos Humanos como un campo en 
disputa hace necesario dar cuenta de las características que revisten las 
dinámicas conflictivas que se re-producen en torno a estos. En este apartado se 
dará cuenta de las dinámicas conflictivas con base en el abordaje de las lógicas 
de re-producción argumental que tienen lugar en el campo de los derechos 
Humanos en tanto concreciones ideológicas.  
 
Así, en primer lugar, es necesario asumir que los Derechos Humanos se hallan 
legitimados y promovidos en la generalidad de los discursos políticos. Podría 
afirmarse que “unos y otros recurren al discurso de los derechos humanos para 
justificar sus posiciones.” (Tomasevski 2004a:20) Conceptos como paz, 
democracia, interculturalidad, diálogo y derechos, entre otros, son universalmente 
aceptados por los múltiples actores en los diversos escenarios sociales y políticos. 
Tal dinámica no tiene lugar con conceptos como racismo, explotación, purgas, 
pureza racial y discriminación, entre otros. El apoyo a estos últimos, cuando se da, 
no se expresa a los cuatro vientos. 
  
Ahora, que mucha gente hable de algo socialmente legítimo no implica, 
necesariamente, que se estén refiriendo a lo mismo. En este documento 
asumimos las dinámicas de producción argumental en torno a los Derechos 
Humanos y al derecho a la educación como ejercicios de lucha ideológica. Ello, 
aun en un escenario en el que se ha convertido en moneda corriente el discurso 
que profesa el fin de las ideologías.  
 
Pasando por alto las sentencias de Fukuyama y sus seguidores se asume que, 
como todo concepto ligado a lo político, los derechos no pueden ser definidos de 
una manera única y exclusiva. Ello plantea un ejercicio de definición que está 
profundamente marcado por quien enuncia, sus intereses y la concepción del 
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mundo que moviliza en tanto actor.15 De allí que la argumentación en torno a los 
derechos se verá en tanto re-producción ideológica de parámetros que remiten a 
colectividades en general y a proyectos políticos en específico.  
 
En palabras de Zizek: 
 
“Lo que está en juego en la lucha ideológica es cuál de los puntos nodales, 
points de capiton, totalizará, incluirá en su serie de equivalencias esos 
elementos flotantes. Hoy por ejemplo, la apuesta de la lucha entre 
neoconservadurismo y socialdemocracia es libertad: los neoconservadores 
trataran de demostrar que la democracia igualitaria que se encarna en el 
Estado de bienestar, conduce necesariamente a nuevas formas de 
servidumbre, a la dependencia del individuo del Estado totalitario, en tanto 
los socialdemócratas acentúan que la libertad individual, para que tenga 
algún sentido se ha de basar en la vida social democrática, la igualdad de 
oportunidades económicas y demás.” (Zizek 1992:126)  
 
Esta situación trae a colación el fenómeno que se identificó tras el análisis de la 
política educativa en los niveles distrital y nacional. Aunque se abordan dos 
niveles administrativos distintos y sus gobiernos se asumen democráticos y 
funcionan en el marco de un mismo ordenamiento normativo-jurídico, la educación 
significa dos cosas, en mucho distintas. En lo tocante al escenario distrital durante 
el periodo 2004-200916, la educación se asume como un Derecho Humano. Así, 
los derechos remiten, directamente, a las acciones estatales para garantizar el 
disfrute de los mismos por parte de la ciudadanía y el distrito asume en sus 
documentos tal compromiso.  
 
Por otro lado, desde el nivel central nacional no se identifica el derecho a la 
educación como un elemento de relevancia para configurar la política educativa. 
En cambio, dando cuenta de la maduración de los planteamientos de raigambre 
neoliberal, la eficiencia y la competitividad se convierten en elementos 
articuladores de la política educativa, redefiniendo conceptos centrales como la 
cobertura y la calidad educativa. 
 
Es -en el marco de la acepción de la lucha ideológica- con el recurso a los 
elementos contenidos en el paradigma y el referencial de política que se van a 
desentrañar las dinámicas de re-producción de las enunciaciones que, en torno a 
                                                          
15
 Aunque desborda los alcances de este trabajo, en torno a la enunciación es necesario traer a colación los aportes de 
Callon en torno al actor-red. El autor francés ofrece una caracterización del actor que sólo se constituye en la acción, no 
desde una asociación abstracta. El concepto de actor nos remite, directamente, al de intermediario. Esta relación Callon 
la expresa de la siguiente forma: “un actor es un intermediario atribuido que pone a otros intermediarios en 
circulación.” (Callon 2008:159) Este actor-red se despliega dando cuenta del acervo argumental que le constituye como 
actor, pero específicamente como actor inserto en una red que él describe. El actor y las redes en las que se inscribe son 
lo que son, en tanto actúan con otras redes y actores 
16
 Si bien el periodo objeto de estudio para los gobiernos distrital y nacional es 2002-2009. En el caso de la 
deconstrucción del referencial de política de derecho a la educación durante las administraciones distritales se asume el 
periodo 2004-2009. Ello porque en la administración distrital 2001-2003 no se contemplaba la educación como derecho 
y, por el contrario, tenía identidades fuertes con la concepción economicista que se desplegaba desde el orden nacional.  
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la educación, se ponen en circulación desde los niveles nacional y distrital en los 
periodos 2002-2009 y 2004-2009 respectivamente.  
 
1.3.3. Presupuestos ineludibles de la educación como derecho.  
 
Ya se dijo que no siempre se habla de la educación en tanto derecho humano y 
ello insta a delimitar de qué se habla cuando se enuncia la educación como 
derecho. De allí que la caracterización y delimitación del derecho a la educación 
sea de vital importancia para establecer las relaciones que se darán entre éste y el 
proceso de las políticas públicas. Es necesario recalcar que se da lugar al 
inquebrantable nexo que existe entre la concreción del derecho a la educación y 
las responsabilidades u obligaciones estatales.  
 
A partir de allí, se asume que referirse a educación no implica necesariamente 
hablar de derecho a la educación. Remitirse al derecho implica, en últimas, dar 
cuenta de las disposiciones estatales que se concretan para que el mismo se 
materialice. Ello nos acerca a un escenario en el que “la simetría entre derechos 
humanos y obligaciones estatales los hace sostenibles.” (Tomasevski 2004b:346) 
Siguiendo los planteamientos de la ex relatora de la ONU para el derecho a la 
educación vale la pena afirmar que el marco jurídico de la educación -a 
consecuencia de los derechos y las libertades que supone- implica todo un 
conjunto de obligaciones estatales. 
 
Así las cosas, si bien el análisis se da en el marco de la lucha ideológica, el 
abordaje de la política educativa desborda el examen de los discursos y las 
producciones argumentales concretadas tanto por organizaciones estatales como 
no-estatales. Si bien se inicia con la caracterización de la producción argumental, 
se debe pasar a dar cuenta de las acciones de las organizaciones, buscando las 
cercanías y las distancias respecto de lo enunciado.  
 
Así, nos ligamos a un abordaje en el que “las obligaciones gubernamentales van 
mucho más allá de la ley, dado que las políticas macro-económicas y fiscales 
pueden poner en peligro, o incluso, abrogar los derechos individuales.” 
(Tomasevski 2004b:347) Ello implica que dar cuenta del derecho a la educación 
pasa por asir las dinámicas organizacionales, jurídicas y económicas que se 
materializan en el despliegue de la acción estatal.   
 
Con base en lo anterior, abordar el derecho a la educación impele abordar tanto 
las enunciaciones jurídicas como las acciones estatales en la intersección de lo 
enunciado y lo promovido desde los escenarios jurídicos y desde los de las 
políticas sociales, macroeconómicas y fiscales. De allí que las dinámicas de 
garantía del derecho a la educación y los derechos humanos estén en grave 
riesgo en un contexto en el que el neoliberalismo se ha extendido como 
pensamiento úncio para el diseño y despliegue de las políticas públicas.  
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Finalmente, el derecho a la educación tiene una particularidad y es que afecta las 
posibilidades de concretar otros derechos. En el escenario internacional, “la base 
teórica era -y sigue siendo- que garantizar el derecho a la educación abría la 
puerta a otros derechos, mientras que negarlo llevaba a su vez a negar otros 
derechos humanos y a perpetuar la pobreza.” (Tomasevski 2004a:8) En esta 
medida, el abordaje de las dinámicas del derecho a la educación colinda con el 
abordaje de la ingente necesidad de garantizar los elementos y las dinámicas 
necesarias para que la ciudadanía pueda tener una vida digna.  
  
Finalmente, a partir de los rasgos enunciados se emprende el ejercicio de 
identificar a las obligaciones estatales como eslabones de interconexión entre las 
políticas públicas y el derecho a la educación. Ello implica que uno de los 
presupuestos para que se materialice el derecho a la educación17 es el de generar 
políticas públicas que concreten las, hoy diluidas, obligaciones del Estado 
respecto de la ciudadanía.  
 
1.4 Concepción metodológica. 
 
La estrategia metodológica del presente trabajo está centrada en el análisis de la 
producción documental que, en torno a la política educativa, se re-produce por 
diversos actores tanto del nivel central nacional como del distrital en el periodo 
2002-2009. En este ejercicio se rastrea la producción de sentido que tiene lugar en 
el escenario de las políticas públicas, dando cuenta de las diferencias palpables 
en términos del horizonte de sentido re-producido respecto de la educación y de la 
política educativa desde la administración de la ciudad de Bogotá y el gobierno 
nacional de Colombia en el periodo objeto de estudio.  
 
En ambos niveles de gobierno se va a realizar el análisis de la re-producción 
argumental, asiendo  el horizonte de sentido que se decanta y el proyecto político 
que le sustenta. Este ejercicio presupone un abordaje particular de los 
documentos a analizar y a partir de los cuales se va a dar cuenta de la re-
producción de la política educativa. En el análisis de la política educativa se van a 
asumir los diversos tipos de producción documental a analizar en tanto 
dispositivos,18 que remiten a las relaciones de fuerzas en el marco de las cuales 
                                                          
17
 La discusión en torno a la materialización de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) se relaciona con la 
posibilidad de que los Estados adopten las medidas necesarias para generar avances en la satisfacción de los derechos. 
La medición de tales avances está ligada a la generación de indicadores que permitan evaluar los impactos y el 
despliegue de las medias adoptadas por parte de las organizaciones estatales. Un panorama interesante para América 
Latina puede verse en: ABRAMOVICH, V. (2010). La medición de derechos en políticas sociales, Buenos Aires, Editores del 
Puerto; ABRAMOVICH, V. COURTIS, C. (2002). Los derechos sociales como derechos exigibles, Madrid, Editorial Trotta.    
18
El abordaje de los textos en tanto dispositivos permite verles en tanto concreciones de fuerzas que desbordan la 
materialidad del texto mismo. En esta dirección, con base en los planteamientos de Deleuze, es necesario recalcar que 
abordar los textos en tanto dispositivos implica asumir que los mismos tienen “líneas de visibilidad, de enunciación, 
líneas de fuerzas, líneas de subjetivación, líneas de ruptura, de fisura, de fractura que se entrecruzan y se mezclan 
mientras unas suscitan otras a través de variaciones o hasta de mutaciones de disposición.” ( Deleuze 1990:157-158)  
Además, el dispositivo tiene tanto de recuento como de proyección, de allí que el autor afirme que “en todo dispositivo 
debemos desenmarañar y distinguir las líneas del pasado reciente y las líneas del futuro próximo, la parte del archivo y la 
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se re-producen y adquieren su sentido. Además se asumen como textos re-
producidos en el marco de una red. De allí que, al acercarnos a un texto, no 
estamos frente a un documento plano y unidimensional, por el contrario, nos 
hallamos frente a la red que él inscribe y en la que está inscrito.19    
 
Tanto en el análisis de la política educativa distrital como en el de la nacional se 
identificarán los ejes  articuladores de la re-producción argumental en torno a la 
educación y la política educativa, explorando las trayectorias de los mismos 
mediante el abordaje del material empírico, deconstruir la trayectoria de política 
que permita establecer el nexo entre los elementos desplegados en la política 
educativa y el horizonte de sentido del proyecto político impulsado desde los dos 
niveles de la administración pública. Este proceso permite generar inferencias 
teóricas y explicaciones causales respecto de la producción argumental y el 
proyecto político dentro del cual se enmarca la política educativa.  
 
Con base en lo anterior, en el nivel nacional se trabajará con base en la propuesta 
de paradigma de política de Peter Hall, dando cuenta de la conexidad entre la 
Revolución educativa y el despliegue del paradigma de política social neoliberal. 
Tal ligazón se deriva del rol de articuladores de la política educativa que 
desempeñan  la eficiencia y la competitividad. Por otro lado, el análisis de la 
política educativa distrital se realiza con base en el referencial de política trabajado 
por Lozano, Jobert y Muller. Se da cuenta de la centralidad del derecho a la 
educación en tanto elemento cohesionador de la política educativa desplegada en 
el periodo 2002-2009. De allí que se ponga de presente la generación del 
referencial de política de derecho a la educación. 
 
Finalmente, tanto en el análisis del paradigma de política social como en la 
deconstrucción del referencial de política, el análisis se realizará con base en el 
abordaje de diversos tipos documentales que permiten dar cuenta de las 
representaciones que configuran el horizonte de sentido de lo educativo. Se 
trabajarán dispositivos normativo-jurídicos que permiten asir la delimitación jurídica 
de lo educativo y de las dinámicas de intervención estatal en dicho campo.  
 
También se analizarán planes, programas, proyectos, documentos de diagnóstico 
y de prospección pues dan cuenta de los sentidos y las formas de acotación de lo 
educativo. Finalmente, se abordarán documentos producidos por académicos y/o 
investigadores en torno a la política educativa en general y al estudio de caso en 
particular. Es necesario resaltar que si bien se realizó la lectura de los textos 
individualmente, el mismo se concibe como integrante de una red o un circuito 
dentro de la cual se inscribe.         
 
 
                                                                                                                                                                                 
parte de lo actual, la parte de la historia y la parte del acontecer, la parte de la analítica y la parte del diagnóstico”. 
(Deleuze 1990:160) 
19
 Allí, viene a colación Michel Callon (2008), quien nos plantea el texto red como una forma de dar cuenta de las 
trayectorias y los sentidos que encierra un texto más allá de su literalidad y analizado en el contexto y las dinámicas 
mismas de su producción. 
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2. Emergencia del paradigma de política social en Colombia.  
 
Las políticas públicas, en tanto formas de intervención de Estado, son portadoras 
de determinados derroteros políticos que delimitan sus alcances, niveles y 
dimensiones. Abordarlas desde la concepción de paradigma de política propende 
por hallar el núcleo de sentido que se despliega en la acción estatal y que se 
concreta aun cuando los instrumentos y los mecanismos de la política se 
modifiquen con mayor o menor profundidad.  
 
En este marco, se genera una preocupación central en términos de las dinámicas 
de cambio que tienen lugar en el escenario de las políticas públicas. Peter Hall 
configura una propuesta que desborda con creces lo contenido en las dinámicas 
incrementales y establece vínculos entre los cambios y la argumentación en el 
campo de las políticas públicas. Si bien el escenario de las políticas públicas 
experimenta transformaciones y cambios cotidianamente, no todos son de la 
misma magnitud ni generan las mismas repercusiones.  
 
Este autor propone una conceptualización de los cambios que contempla distintos 
niveles, yendo de la cima a la sima, o, en otras palabras, de lo superficial a lo 
profundo. El tercer nivel -de mayor profundidad- alude a la emergencia de un 
paradigma y no se concreta con frecuencia, pues refiere a la transformación de los 
objetivos de la política. Con base en el cambio de los objetivos se genera y re-
produce un marco interpretativo que signa el curso, los límites y la potencia de la 
política en cuestión.  
 
En este trabajo se da cuenta de la emergencia de un paradigma de política social 
en las últimas décadas del siglo XX. El marco interpretativo -producto fehaciente 
del paradigma- a partir del cual pasa a concebirse y desplegarse la política social 
no es de carácter nacional sino regional y, valga decirlo, tiene pretensiones de 
globalidad. Se configura en un momento en el cual se avanza notoriamente el 
proceso de reforma estructural del Estado en Colombia y en América Latina.  
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Este último elemento es de gran valía, pues no se trata de un emprendimiento de 
dimensión nacional, sino de un marco interpretativo que se liga a las dinámicas 
económicas y políticas de finales del siglo XX en América Latina. Muestra de tal 
espíritu es el influjo del cual está impregnada la constitución de 1991 en nuestro 
país. En este escenario adquieren inusitada relevancia dos elementos que serán 
estructurantes de lo planteado en este trabajo.  
 
Por un lado, se erige como central el papel de las instituciones multilaterales en la 
delimitación de tal marco interpretativo en Colombia. Aquí se materializa la 
relevancia de la concepción de los procesos de la política pública como concreción 
de entrecruces y ligazones entre lo local, lo nacional e internacional. En el caso de 
Colombia podríamos hablar de un consenso entre un vasto sector de las élites 
intelectuales criollas y la institucionalidad multilateral.20 
 
Por otro lado, asistimos a la generación de una matriz de sentido que posiciona la 
política social como subsidiaria de las emergentes necesidades de la política 
económica. Ello implica que las dinámicas de la política social pasan a ser 
abordadas a partir de la prelación del logro de objetivos macroeconómicos. Tal 
supedición nos enfrenta a una redefinición conceptual de lo social y de la 
intervención estatal respecto de la estabilidad macroeconómica.  
 
Esto queda claramente consignado en la necesidad palpable de generar 
dinámicas institucionales que corrijan las consecuencias negativas para aquellos 
que pierden en el escenario del mercado. En esta dirección, en el Plan Nacional 
de Desarrollo 2006-2010 se plantea que  
 
           Los resultados del mercado, aún si son eficientes, no son necesariamente 
justos. Los perdedores del mercado pueden ser entonces una fuente de 
inestabilidad política, a no ser que la sociedad cuente con instituciones que 
otorguen la suficiente participación política y la suficiente compensación 
económica. La democracia y la existencia de una red amplia y eficiente de 
seguridad social son elementos que legitimizan y llenan los huecos que deja 
el mercado. (DNP 2007:313). “El subrayado es mío”  
 
En este contexto, la política social entra a apagar el incendio propio de las 
dinámicas del mercado, aún cuando los resultados sean eficientes. No solamente  
lo social se traduce a la terminología económica, además tiene el papel de 
                                                          
20
 En torno a las dinámicas de re-producción de las élites intelectuales y su incidencia en la concreción de la 
reforma estructural del Estado en Colombia y América Latina, ver ESTRADA Jairo (Editor). (2005). 
Intelectuales, tecnócratas y reformas neoliberales en América Latina, Bogotá, Universidad Nacional de 
Colombia.  
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solventar los fenómenos críticos que se desprenden de la política económica. En 
este sentido, es necesario recalcar que la ausencia del cuestionamiento a las 
metas macroeconómicas y los mecanismos que las mismas promueven lleva a 
generar, en el mejor de los escenarios, un cambio superficial. La política social 
cobra valía, pues la re-producción de  las polarizantes dinámicas de acumulación, 
ponen en el centro la cuestión del control social.21  
 
Con base en lo anterior, este apartado se despliega en cinco momentos. El 
primero está relacionado con la delimitación conceptual del paradigma de política. 
En un segundo momento se da cuenta del proceso de construcción de las bases  
del paradigma, resaltando el papel protagónico de la producción normativo-
jurídica. En el tercer momento se da cuenta de los mecanismos de intervención 
estatal que se generan. En un cuarto momento se realiza la delimitación del 
paradigma de política social neoliberal. En el quinto momento se arriesgan 
algunas consideraciones finales.  
  
2.1. En torno al paradigma de política. 
 
Las reconfiguraciones y los planteamientos acerca de la transformación del Estado 
nos acercan a una variedad de repertorios que ponen sobre la mesa la necesidad 
de identificar y delimitar las dimensiones y las dinámicas ligadas a la acción estatal 
en el contexto en el que nos desenvolvemos. Ello cobra aun más relevancia en un 
escenario en el que las dinámicas políticas, económicas, sociales y culturales de 
las últimas décadas han convertido en moneda corriente argumentos que dan por 
sentado la eliminación del Estado como actor relevante tanto a nivel interno como 
externo.  
 
También hay quienes abogan por la desaparición del Estado, su minimización o 
virtual desaparición mediante la subsunción en un mecanismo supranacional.22 
                                                          
21
Aludiendo a las actuales dinámicas de re-producción del régimen de acumulación, Samir Amin 
pone el énfasis en dos elementos centrales, primero pasar de hablar de globalización a asumir las 
actuales dinámicas bajo la mundialización de la ley del valor y, segundo, en consonancia con tal 
expansión, asumir la re-producción a todo nivel de la polarización social inherente a la relación 
social capitalista, cuyo despliegue está ligado a las dinámicas de la ley del valor. Ver, AMIN Samir, 
Geopolítica del imperialismo contemporáneo, contenido en BORON Atilio (Compilador), Nueva 
hegemonía mundial. Alternativas de cambio y movimientos sociales, Buenos Aires, CLACSO. 
2004. 
22
 Tal propuesta guarda en sí mucho de ideología y deja entrever más el voluntarismo que la 
interpretación de las realidades como base de análisis. Aun en el actual escenario de 
mundialización de la ley del valor -donde la transnacionalización y la desnacionalización son cada 
vez más relevantes- y en el marco de la constante preservación de los derechos del capital por 
sobre los de los seres humanos, vemos la centralidad del Estado como institución garante de las 
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Más allá de las aporías contenidas en tales elucidaciones, es necesario asir las 
dinámicas de la acción estatal en un contexto convulsionado y que nos ubica en 
un escenario que dista de la simplicidad y la unilateralidad.  
 
Así, con base en los planteamientos de Peter Hall, en esta parte del trabajo 
abordaremos la política social a partir del concepto de paradigma. Este concepto, 
dentro de la tendencia del análisis cognitivo, resalta la valía de las ideas en el 
proceso de la política. El planteamiento se centra en el hecho de que las políticas 
son re-producidas dentro de algún sistema de ideas y estándares, que debe ser 
comprensible y plausible para todos los actores involucrados. Ello da lugar a la 
generación de un marco interpretativo que el autor denomina paradigma de 
política, en inglés “policy paradigm”. 
 
El autor plantea que los políticos acostumbran trabajar dentro de un marco 
de ideas y normas que especifica no sólo los objetivos de la política y el tipo 
de instrumentos que se pueden utilizar para alcanzarlos, sino también la 
naturaleza de los problemas a los que están destinados a hacer frente. (Hall 
1993:279)  
 
Tal planteamiento pone de presente la relevancia de los argumentos que dan 
sustento a la acción estatal y su relevancia en la configuración de los mecanismos 
que se ponen en marcha. Ahora, en el presente trabajo se da cuenta de la 
importancia de los niveles de cambio en el escenario de las políticas públicas.  
Según Hall los cambios se dan en tres niveles -que fueron abordados en el primer 
capítulo de este trabajo- en los cuales se consolida la prelación de los objetivos de 
la política, asumiendo que éstos sólo pueden concretarse mediante la 
dinamización de los instrumentos de política.  
 
En el primer nivel de cambio se modifican algunas técnicas e instrumentos 
básicos, en el segundo nivel se modifican las técnicas y los instrumentos con base 
en la experiencia pasada; tanto en el primer como en el segundo nivel se 
mantienen -aun cuando se dan variaciones las mismas no comprometen el marco 
interpretativo- los objetivos de política. Ya en lo relacionado con los cambios de 
tercer nivel, estos cambios radicales en la política ocurren relativamente poco, 
pero “cuando suceden se producen como reflexión sobre la experiencia pasada, 
podemos describirlos como un ejemplo de cambio de tercer orden.” (Hall 
1993:278-279)  
 
                                                                                                                                                                                 
reglas de juego del libre mercado. En torno al caso colombiano, ver ESTRADA Jairo. (2010). Los 
derechos del capital, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia.  
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Este último nivel de cambio es central para este trabajo, pues brinda elementos 
para avanzar en la identificación del tipo de cambio que se ha operado en 
términos de la política social desplegada desde el orden nacional en las últimas 
dos décadas en el país. Aquí urge resaltar que si bien se hará énfasis en el 
periodo estudiado, la década de los noventa nos permite rastrear el paradigma de 
política social en el marco de un proceso estructural enmarcado en el despliegue 
de un proyecto político y económico orgánico.  
 
En este marco, se abordará la política social a partir de la identificación del marco 
interpretativo que le anima y de las dinámicas relacionales que se dan en el 
despliegue de la misma, dando cuenta de las dinámicas de configuración del 
paradigma de política social en Colombia.  
 
 
 
 
2.2. Configuración del paradigma de política social. El sendero trazado en 
la última década y los albores del siglo XXI.  
 
La última década del siglo XX nos enfrenta a dinámicas de reconfiguración de las 
políticas públicas en tanto formas de intervención de Estado. Las tensiones se 
ponen a la orden del día cuando se asume en el escenario internacional la 
necesidad de revaluar las dinámicas y la orientación misma de la intervención 
estatal. La reforma estructural del Estado va a ser un punto neurálgico de las 
instituciones multilaterales. Tal impulso va a ser bien recibido y apoyado desde 
diversos sectores de las élites, como sucedió en el caso colombiano.  
 
En este contexto es ineludible el impulso de las dinámicas neoliberales mediante 
la promulgación de la Constitución de 1991. El impulso de lo contenido en la Carta 
fundó las bases sobre las cuales se habrían de re-producir los dispositivos 
normativo-jurídicos que, a su vez, serán vitales para generar mecanismos e 
instrumentos que cimienten las bases para el eficiente despliegue de la apertura 
económica, siendo ésta expresión de la reforma estructural del Estado. No es 
sorpresivo que para los economistas los dispositivos jurídicos sean un elemento 
central, pues permiten potenciar la capacidad de adaptación de las políticas a las 
cambiantes circunstancias económicas. (Cárdenas 2010:209) 
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Así las cosas, la producción normativo-jurídica posterior a la promulgación de la 
Carta va a estar orientada al acople institucional de la reforma estructural. Este 
acople es la expresión última del cambio de tercer orden que experimenta la 
política social en Colombia. Las disposiciones en campos tan sensibles como la 
salud, la educación, los servicios, públicos y la seguridad social pasan a ser vistos 
bajo el lente de las cambiantes circunstancias económicas, es más, se supeditan a 
estas últimas.  
 
Por consiguiente, el paradigma de política social halla su sentido en la posibilidad 
de asumir la política social como herramienta del Estado en la doble misión de 
superar los crecientes retos sociales y desplegar fluidamente la acción estatal que 
concrete la reforma estructural del Estado. Este notorio viraje da cuenta de un 
cambio de tercer nivel en el escenario de la política social que, valga la pena 
recalcar, constituye el pilar de la configuración del paradigma de política.     
 
De allí que la exposición del acápite se despliegue en cuatro momentos. En un  
primer momento  se da cuenta de de la constitución de 1991 como contenedora de 
elementos centrales en el proceso de emergencia del paradigma de política social. 
En un segundo momento, se abordan los presupuestos ideológicos del paradigma. 
En tercer lugar, se da cuenta los dispositivos normativo-jurídicos producidos en 
torno a la política social como cimientos del paradigma. En cuarto lugar, se da 
cuenta de los cambios de tercer orden que sustentan la emergencia del 
paradigma.    
 
2.2.1. La constitución de 1991 como punto de inflexión.  
 
En Colombia, la última década del siglo XX supuso grandes cambios en las 
dinámicas políticas y económicas. En este contexto, es innegable la importancia 
de la constitución de 1991 y las dinámicas que, con base en ella, se generan en el 
escenario de las políticas públicas. Indudablemente, la constitución de 1991 es 
determinante para asir el viraje de la acción estatal respecto de la sociedad 
colombiana.  
 
La Carta halla, discursivamente, su razón de ser en dos demandas sentidas de la 
población colombiana: la consecución de la paz y la concreción de una 
democracia deliberativa, participativa e incluyente. Es claro que normativamente 
se configuraron avances relevantes, reconociendo derechos y creando 
instituciones que limitan las potestades de las administraciones, reconociendo la 
diversidad y disponiendo de algunos mecanismos para salvaguardarla y 
promoverla.  
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Pero, como suele suceder, se evidencia una brecha entre las concesiones 
abstractas y los instrumentos requeridos para que las mismas puedan 
concretarse. La Carta constitucional nos permite hallar un desfase entre lo 
consignado en ella -en lo relativo a los derechos, su materialización y exigibilidad- 
y el modelo económico del cual es promotora. Tal desfase es del mayor interés, 
pues de él está impregnado el paradigma de política social.   
 
Incluso cuando uno de los discursos preponderantes de la constitución es el de la 
democracia participativa, las dinámicas económicas que se promueven desde la 
Carta difieren de tal concepción de la democracia. En palabras de Jiménez, la 
constitución contiene y promueve en sí  
 
Una democracia liberal que profundiza la figura liberal del yo trasgresor -un 
yo desvinculado-, esa concepción atomista del individuo, en contravía del 
ciudadano virtuoso, ciudadano democrático y una economía de mercado 
que dejaba indefensa a la sociedad frente al libre juego de las fuerzas del 
mercado. (Jiménez 2008:96)  
 
En esa dirección, el componente económico de la constitución hace que lo 
consignado en términos de derechos se vea restringido, en sus posibilidades de 
materialización, a las dinámicas económicas que se condensan en la misma 
Carta. Tal dinámica es palpable cuando nos remitimos a los artículos 48 y 49 de la 
Carta.  
 
En el primero se asume que “la seguridad social es un servicio público de carácter 
obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en 
sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.” Por otro lado, 
en el artículo 49 se establece que  
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de los 
servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer 
las políticas para la prestación de servicios de salud por parte de entidades 
privadas y ejercer su vigilancia y control.  
 
La enunciación de la Carta tiene una faz garantista y otra ligada a las dinámicas 
de las reformas estructurales impregnadas de los postulados neoliberales. En lo 
posterior, antes que contradicción se dará un complemento en el que las 
dinámicas estatales dejan ver la prelación de la reforma estructural frente a la 
tendencia garantista expresada en la Carta. En un contexto de marcada 
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ambivalencia el camino a la privatización, desregulación y a la reforma estructural 
en general queda allanado.  
 
Es necesario resaltar que la promulgación de la Carta de 1991 no puede 
entenderse ni asumirse por fuera del escenario de correlación de fuerzas que 
tenía lugar en el país. La clara incidencia de una élite intelectual formada en la 
teoría neoclásica que venía madurándose hace más de dos décadas en el seno 
de la institucionalidad colombiana va a ser muy relevante. No sorprende el hecho 
de que, más allá del contenido progresista de la Carta, se evidencie un avance 
hacia la configuración de lo que Hayek definiera como el imperio de la ley.  
 
Si bien la constitución misma no es contendora de las dinámicas que concretan tal 
tendencia, deja el camino abierto a las mismas. En esa dirección, vale la pena 
traer a colación a Jiménez cuando afirma que “el tránsito hacia una economía más 
orientada al mercado, ha sido necesario desde la perspectiva gubernamental 
avanzar en la adecuación de la estructura institucional existente para la 
implementación de los procesos de reforma económica y política que se 
requieren.” (Jiménez 2008:119)  
 
Así las cosas, la producción normativo-jurídica que va a tener lugar durante lo que 
resta de la década de los noventa concretará los lineamientos que quedan 
abiertos en la Carta. Podría decirse que la Constitución de 1991 es la cuota inicial 
de los cambios de tercer orden que dan cuenta de la emergencia del paradigma 
de política social en Colombia.   
 
Cuota inicial porque el sendero que se trazó en la Carta se va concretando 
mediante la re-producción normativo-jurídica posterior. Ello se da en un contexto 
ideológico que se inclinaba hacia la materialización de lo que los libertarianos 
denominaban el imperio de la ley. En este escenario, el objetivo radicó en 
consolidar las dinámicas de la apertura en boga y concretar las medidas 
tendientes a generar el clima “propicio” para el eficiente despliegue de la apertura 
económica.  
 
Si bien la constitución deja muchas puertas abiertas para quienes buscaban llevar 
a feliz término el proceso de apertura económica, las oportunidades podían o no 
capitalizarse. El provechoso panorama que generó la constitución de 1991 fue 
potencializado por una álgida producción normativo-jurídica que dio cuerpo al 
paradigma de política social neoliberal.    
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2.2.2. Los presupuestos ideológicos del cambio de paradigma.  
 
Es necesario recalcar que el proceso de delimitación del paradigma -descrito 
líneas antes- no se da desprovisto de fundamentación teórica y política, por el 
contrario re-crea varios supuestos de la teoría neoclásica. Conviene, en ese 
sentido, afirmar que Friedman, siendo uno de los mayores exponentes del 
pensamiento neoclásico, resalta la necesidad de una clara delimitación de las 
reglas de juego y del papel central del Estado. 
 
Las organizaciones estatales, a la vez que dejan de intervenir en economía se 
convierten en garantes de las reglas o, en palabras del autor, en un árbitro. Con 
presupuestos tan falibles como el de la dinamización del bienestar para las 
mayorías, por medio del goteo del crecimiento concentrado en pocos, se asiste a 
toda una carrera en la consolidación de la reglas de juego para que el rol del 
Estado y sus dinámicas de intervención queden tan constreñidos como bien 
delimitados.  
 
Ello es palpable cuando se afirma que:  
 
No podemos fiarnos del consentimiento o de la costumbre para interpretar y 
para hacer cumplir las reglas; necesitamos un árbitro. Así es que las 
funciones básicas de un Estado en una sociedad libre son: ofrecer un medio 
por el que se puedan modificar las reglas, mediar en las diferencias que 
surjan entre nosotros en cuanto al significado de las reglas e imponer el 
cumplimiento de las reglas sobre aquellos que decidieran romperlas. 
(Friedman 1966:43) 
  
La sentencia de Friedman nos ubica ante la necesidad de generar un marco en el 
cual las reglas de juego queden bien establecidas y se imponga su cumplimiento. 
He ahí el papel del Estado y la importancia de delimitar bien el marco que ha de 
defender. Esta función del Estado se da en un contexto en el que se asumen las 
dinámicas sociales como gravitantes en torno a las preferencias individuales.  
 
De allí que la normatividad re-producida contenga un sesgo ideológico orientado a 
establecer la prelación del individuo, ya que las relaciones sociales son asumidas 
en tanto agregaciones de preferencias y acciones individuales.  
 
Con una visión en la que -a decir de Jiménez- el individuo aislado es el centro de 
gravitación de la sociedad, las leyes están orientadas a transpolar los problemas 
sociales a la esfera del individuo. Bien conocida es la estrategia de la 
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individualización de la pobreza, obviando las dinámicas de la riqueza que le re-
producen y poniendo el acento de la problemática en el individuo pobre. 
 
Esta dinámica nos ubica en frente de la despolitización de las políticas, pues las 
problemáticas sociales se individualizan, obviando las redes y trayectorias 
relacionales que configuran fenómenos como la pobreza, el desempleo o la 
desnutrición. En este escenario, ante los graves problemas sociales que se 
evidenciaban, se despliegan iniciativas orientadas a generar dinámicas re-
productoras de dos elementos centrales.  
Por un lado, se consolida una tendencia asistencialista que hallaba en la 
focalización hacia “los más vulnerables” la mejor forma de asignación y 
distribución de los recursos. Esto, en un contexto en el que la función de 
asignación de recursos sociales pasa a establecerse en los dominios del mercado.  
 
Por otro lado, con el discurso de la primacía del individuo por un lado y la 
verbigracia acerca de la ineficiencia de las organizaciones estatales por el otro, 
nos hallamos con medidas privatizadoras cuyo logro central era la eficiencia en la 
prestación de los servicios y la satisfacción del cliente, otrora ciudadano.  
 
 
 
2.2.3. Las bases del paradigma de política social.   
 
El camino hacia el “necesario” imperio de la ley es trazado a lo largo de la década 
de los noventa y se refuerza con algunas disposiciones -como la ley 715 de 2001- 
generadas en los primeros años del presente siglo. Estas huellas, a pesar de la 
tendencia a la reformitis que se ha concretado en los últimos años en el legislativo, 
están casi que intactas. Es más, hoy señalan el camino a seguir en temas tan 
sensibles como salud, educación, descentralización y seguridad social. Estas 
huellas, concretadas en dispositivos normativo-jurídicos, son las portadoras del 
sentido del cual está impregnado el paradigma de política.  
 
Así las cosas, es necesario iniciar con la emblemática ley 100 de 1993. Ésta abre 
las puertas al mercado privado de la salud con la entrada en escena de 
intermediarios financieros23 que en adelante dinamizarían el mercado de la salud y 
la seguridad social. Aunque no se trate de una privatización stricto sensu, con las 
                                                          
23
 Las figuras encargadas de la intermediación son las Empresas Prestadoras de Salud (EPS), las 
Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP) y las Administradoras del Régimen Subsidiado 
(ARS). Además, se crea un régimen mixto de pensiones con la emergencia de fondos de 
pensiones privados para el ahorro individual. (Estrada 2006). 
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figuras de intermediación se diezma el papel del Estado como prestador de 
servicios y se consolida un importante mercado privado.  
 
En términos de los lineamientos de los sistemas de salud en los países “en vías de 
desarrollo”, Ahumada da cuenta de tres parámetros básicos delimitados por el 
Banco Mundial. Primero, la generación de un ambiente económico que les permita 
a las familias mejorar su nivel de salud. Segundo, el gasto público debe partir de la 
centralidad de los criterios de focalización y de costo-eficiencia. Tercero, facilitar 
mayor diversidad y competencia del sector privado en la prestación de los 
servicios de salud, aplicando los criterios de privatización y descentralización. 
(Ahumada 1998:19)  
 
Esta serie de parámetros, ligados a la dinámica de la reforma estructural del 
Estado y la pronunciada retirada del nivel central, se concretan en una serie de 
disposiciones jurídicas, normativas y administrativas tendientes a abrir el sector de 
la salud a las lógicas del mercado. Entonces, la ley 60 de 1993 formaliza la 
responsabilidad financiera de las entidades territoriales ante la evidente 
desbandada del nivel central. Así, se configura un escenario en el que “los 
municipios son responsables de la atención de primer nivel y los departamentos 
participan en su financiación y son responsables de los niveles superiores de 
atención.” (Ahumada 1998:19) 
 
Otro dispositivo que va a ser de gran valía en el escenario social es la Ley 142 de 
1994. Esta ley, que regula la prestación de servicios públicos, comporta una serie 
de dinámicas que se tornan altamente problemáticas. Por un lado, tienen lugar las 
siguientes dinámicas: 
  
-El debilitamiento de la presencia del Estado en el campo económico de los 
servicios públicos. 
-Inicia y promueve la organización mercantil de los servicios públicos domiciliarios. 
-Se da lugar a una imposición a las empresas de servicios para transformar su 
naturaleza jurídica y organizarse como entes de derecho privado. 
-Se concreta el levantamiento de las restricciones para la inversión de capital 
extranjero. (Estrada 2006:264)  
 
Por otro lado, las nuevas dinámicas de prestación de los servicios públicos van a 
incidir profundamente en la vida de las familias pobres, tanto en lo urbano como 
en lo rural. Esto se relaciona fuertemente con la entrada en escena de los 
subsidios, dado que su otorgamiento está supeditado a la estratificación y ésta, a 
su vez, entra a medirse con base en las condiciones de la vivienda. Ello configura 
un escenario en el que se da lugar a la re-estratificación y la eliminación de 
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subsidios a los servicios públicos apersonas con ingresos y consumo en niveles 
de pobreza. (Ahumada 1998:17)  
 
Por último, abordáremos una disposición central en la reconfiguración de las 
dinámicas del Estado y que tiene lugar en el periodo de tiempo transcurrido entre 
la promulgación de la constitución de 1991 y el periodo objeto de estudio. Tal 
dispositivo es la ley 60 de 1993. Vale la pena recalcar que es vital en la 
delimitación y configuración de las dinámicas de la descentralización 
administrativa que, vale la pena resaltar, fue una de las orientaciones emanadas 
de la Carta constitucional de 1991.  
 
El despliegue de la ley 60 no colmó las expectativas de los reformadores. La 
transferencia de responsabilidades a los entes territoriales no era de las 
dimensiones requeridas para cumplir a cabalidad con las metas propias de la 
ineludible lucha contra el déficit fiscal. Así, estaba en al ambiente la necesidad de 
reencauzar las finanzas estatales. La reforma a la ley 60 de 1993 se yergue como 
“factor clave para la concreción de la política de la financiación de la demanda.” 
(Estrada 2001:7)  
 
En este caso, tras el señuelo de la persecución al despilfarro y a la corrupción se 
fragua una transformación en sustancial en el rol del Estado. El mercado privado 
emerge cual salvador frente a las ruinas del sector estatal, estigmatizado y 
señalado por oneroso e ineficiente.  
 
En este marco, con la Ley 30 de 1992 se genera el marco normativo de la 
educación superior que rige hasta el día de hoy. Con esta disposición se avanza 
en términos de desregulación del sector educativo en el nivel superior (Estrada 
2006:64) y se generan dinámicas de incentivo al mercado educativo privado en tal 
nivel. La promulgación de dicha ley suscitó los mayores debates debido al vuelco 
que supuso.  
 
Entonces se generó un escenario en el que se promulgaba la transformación del 
Sistema de educación Superior para ponerlo a tono con las dinámicas del 
desarrollo nacional, regional y global. Desde el punto de vista de Hoyos, la 
universidad como institución era la que estaba haciendo agua, la ley no 
cuestionaba eso sino que intentaba ubicar a dicha universidad en el nuevo 
escenario erguido como ineluctable. 
 
Para el autor, “las expectativas con respecto a la ley parecen responder a un 
modelo único de universidad (…) en nuestro caso, la que últimamente nos 
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promete apropiarnos de la ciencia y la tecnología, clave para acceder a la 
apertura, la internacionalización y la modernización.” (Hoyos 1993:53)  
 
Este planteamiento pone de presente una actuación que, antes que excepcional, 
podría asumirse como la constante: la irrelevancia de las particularidades y 
dinámicas propias de lo social y lo educativo se convierten en elemento 
estructurante del acoplamiento institucional a “los nuevos rumbos” en boga en el 
concierto internacional.  
 
De allí que, antes que por las dinámicas de funcionamiento y por los ajustes de 
calidad para suplir las necesidades sociales colombianas, la ley se preocupe, casi 
que exclusivamente, por las dinámicas de financiación de la educación superior 
pública y por la posibilidad de consolidación y expansión del mercado de la 
educación superior en los tres niveles24 que le componen. El sector privado veía 
prometedor el panorama en términos del ensanchamiento del mercado educativo 
pero la cuestión no era compartida por las universidades públicas. Se hacían 
evidentes las problemáticas de financiación que hoy día están en el ojo del 
huracán.25 
 
Allí está plasmado el horizonte de la ley que, como bien resalta Hoyos, debe 
entenderse en el marco de la ya casi amenazadora modernización del Estado y 
del sistema educativo mismo. (Hoyos 1993:54) Por último, para asir la reforma a la 
ley 30 promovida por el gobierno central desde 2011, es necesario remontarse a lo 
que ella misma buscaba. El cerco se estrecha en términos de reencauzar los 
objetivos de las reformas estructurales. Las dinámicas de financiación y la 
necesidad de crecientes recursos, generan una rigidez que “en el marco de una 
política de “ajuste fiscal”, debe ser quebrada.” (Estrada 2004:31)  
 
La ley 115 de 1994 o Ley general de educación contiene un abordaje de la 
escuela que va a parecer innovador. Podemos empezar por lo establecido en el 
artículo 9 acerca del derecho a la educación. Allí se afirma que “el desarrollo del 
                                                          
24
 Según la ley 30 de 1992, los niveles de formación que componen el Sistema de Educación 
Superior son los de formación técnica, tecnológica y universitaria.  
25
 En las memorias de un seminario de discusión acerca de la reforma a la ley 30, se consigna que 
“entre los participantes representantes de instituciones de Educación Superior pública se pudo 
escuchar la inquietud sobre el futro de la financiación de sus instituciones. A pesar que la ley prevé 
que las instituciones oficiales de Educación Superior no podrán ver disminuidos sus ingresos en 
términos reales durante los próximos años, se expresó la inquietud de que no existe claridad sobre 
los mecanismos de adjudicación de los recursos del Estado hacia el sector público de la Educación 
Superior, más tomando en cuenta que le crecimiento anual de recursos previsto por la Ley es 
menor que el crecimiento previsto de la demanda del sistema para los próximos años.” Ver VV.AA. 
Memorias Seminario reforma a la educación superior. Ley 30 de 1992. Bogotá, Centro de 
Investigaciones en Educación Superior - Universidad de los Andes. 1993. p. 3. 
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derecho a la educación se regirá por ley especial de carácter estatutario.” Tal ley 
no ha tenido lugar y no se ha evidenciado el menor viso de voluntad política para 
que se concrete. Este punto es muy importante porque el conjunto de 
disposiciones que se consignan en la ley no están relacionadas con las dinámicas 
del derecho a la educación.  
 
Otro elemento a resaltar es el relacionado con la centralidad del Proyecto 
Educativo Institucional. Este elemento pasa a ser el centro de gravitación de la 
proyección de los establecimientos educativos. 
Es más, se da una dinámica de evaluación de tales proyectos orientada a la 
generación de incentivos. En el artículo 73 se establece que la valoración acerca 
de los proyectos es puesta en manos del Sistema Nacional de Evaluación, quien 
juzgará cuáles son los excelentes y, por tanto, merecen ser acreedores de los 
incentivos propuestos. Pero la dinámica de generar incentivos ligados a criterios 
de eficiencia se va a hacer extensiva a las instituciones como tal.  
 
En el artículo 84 se establece una evaluación institucional anual a partir de la cual 
se establecen estímulos a las instituciones cuya evaluación esté en el nivel de 
excelencia. Las instituciones cuya evaluación sea deficiente deberán realizar un 
plan de mejoramiento. Allí se avizora una tendencia empresarial que va a hacer 
carrera con base en los lineamientos de organismos multilaterales de gran 
influencia como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional.  
  
Teniendo en cuenta lo anterior se abordará lo concerniente a la ley 715 de 2001. 
Este dispositivo es de gran valía en la redefinición del rol del Estado y va a fungir 
de puntal en el despliegue de la programática neoliberal. Más allá de consolidar o 
de propiciar dinámicas ligadas a la reforma estructural del Estado en un ámbito, 
esta ley impacta en varias dinámicas de la acción estatal ligándolas a los 
preceptos de la apertura económica y a las necesidades de “austeridad” en el 
gasto público. 
 
Un primer elemento se relaciona con la delimitación y refinación de las 
disposiciones administrativas tendientes a la descentralización administrativa. En 
dirección de refinar lo instituido en la ley 60 de 1993 y hacerle más eficiente en 
esta ley se consolida la imagen de entes territoriales que asumen cada vez más 
responsabilidades financieras, en un marco en el que el Estado central se “ajusta” 
el cinturón eludiendo el déficit fiscal.  
 
Así las cosas, se entra en una dinámica compleja en la que la autonomía 
financiera de los municipios no se corresponde con autonomía política a la hora de 
orientar y definir las políticas. Allí asistimos a la dinámica que esboza Estrada, 
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dando lugar a una descentralización “municipalizadora”. (Estrada 2002:139-142) 
Tal tendencia se da en el marco de una descentralización autoritaria en la que el 
discurso y talante democrático de la descentralización se supeditan a la dinámica 
económica de descarga de responsabilidades del nivel central.  
 
En el artículo 16.2 se deja claro que la disposición de educación de la población 
halla un límite objetivo en la población en edad escolar. Se afirma que “cuando la 
suma de niños matriculados, más el resultado de la multiplicación del factor de 
población por atender que determine el Conpes por la población atendida, sea 
superior a la población objetivo (población en edad escolar), sólo se podrá 
transferir recursos para financiar hasta la población objetivo.” Ello implica que la 
responsabilidad de la población de extraedad y el “sobrante” -según lo establecido 
en la población objetivo- queda a cargo de la entidad territorial. 
 
Por otro lado, se ahonda la tendencia de la financiación por vía de la demanda. 
Esta dinámica, que es de vieja data, resurge como iniciativa medular de los 
“libertarianos” y se va convirtiendo en hegemónica en nuestras regiones. En lo 
tocante a la educación se habla de la posibilidad de celebrar convenios que 
permitan, en simultáneo, ampliar la cobertura educativa en zonas donde no hay 
infraestructura y generar dinámicas de manejo eficiente de los recursos.  
 
Una de las fórmulas que más esclarece la tendencia a la financiación por vía de la 
demanda es la asignación del costo por alumno. Esta medida se plantea como el 
remedio último para incrementar la cobertura.26 Ello, claro está, sin tener que 
generar la infraestructura necesaria para fortalecerla en el marco de la educación 
pública. Toda la argumentación del dispositivo está impregnada del lenguaje 
técnico económico que posiciona en un pedestal la eficiencia y la austeridad. Es 
necesario tener estos dos elementos en cuenta por que se van a convertir en 
elementos cada vez más relevantes.  
 
Como puede apreciarse, los dispositivos normativo-jurídicos aquí enunciados son 
centrales en la configuración de los objetivos de la intervención estatal en el 
campo de la política social. Se puede decir, con toda certeza, que son pasos 
esenciales para la configuración del paradigma política social. Pero se resalta su 
papel esencial como huellas, pues su importancia no sólo remite al momento 
                                                          
26
En este sentido, es claro que la implementación de esta fórmula permite incrementar la cobertura 
y así generar sofismas frente a las problemáticas estructurales de la educación en nuestro país. A 
decir de Estrada, una optimización del costo unitario educativo, en la forma de asignación por 
alumno, puede arrojar resultados inmediatos en materia de cobertura (…) con la nueva fórmula se 
han creado, por parte de los estrategas neoliberales, para generar un ciclo de masificación de la 
educación. (Estrada 2006)  
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histórico en el que se configuraron sino que también, y ante todo, marcan el 
derrotero a partir del cual que se va a producir la consolidación del paradigma de 
política social en el periodo 2002-2009.  
 
2.2.4. La producción normativo-jurídica y los cambios de tercer orden. 
 
Para cerrar el abordaje de la producción legal, vale la pena resaltar que la misma 
es muestra fehaciente del viraje en los objetivos de la política social. Lo abordado 
da cuenta del cambio trascendental que opera en la concepción de la intervención 
estatal en lo social y, por ende, de la política social. Este acápite nos acercó a los 
cambios de tercer orden que Hall liga a la existencia de un paradigma.  
 
En este marco, las leyes abordadas y muchas otras disposiciones emergen en un 
contexto en el que se generan transformaciones de gran calado en el escenario de 
la política colombiana, dando lugar a concreciones como el paradigma de política 
social. La producción en masa de leyes estructurantes no es nada casuística y, 
por el contrario, nos acerca a la concreción de dinámicas que van cohesionando 
los componentes del paradigma de política social. En esa dirección, la producción 
normativo-jurídica va a coadyuvar el buen andar de la reforma estructural del 
Estado en Colombia.  
 
Tanto las ideas como las conceptualizaciones que caracterizaron las últimas 
décadas del convulsionado siglo están representadas en estas normas y en la 
potencia de sus prescripciones. No es erróneo aludir a los planteamientos 
neoclásicos como columna vertebral del proceso de construcción misma del 
paradigma y de su proyección.   
 
A pesar de que los cambios de tercer nivel hacen parte, por demás 
protagónicamente, del paradigma no lo agotan. Hay que recordar que el 
paradigma es un marco interpretativo que contiene en sí los objetivos de la política 
y, además, instrumentos y herramientas de política.  
 
Por consiguiente, vamos a ver cómo este influjo, materializado en los cambios de 
tercer orden que dan lugar a una nueva concepción de política social, es 
potenciado con la generación de instrumentos de política que bajan el nivel de 
abstracción y redundan en la concreción y el despliegue del paradigma de política.  
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2.3. Delimitación de los mecanismos de intervención. El protagonismo de 
los subsidios a la demanda. 
 
En el escenario descrito, la política social se subordinó a las nuevas necesidades 
de flexibilidad del mercado de trabajo y a la creciente relevancia de la 
competitividad estructural. El nuevo modelo de Estado, fraguado desde los 
presupuestos neoliberales, generó dinámicas político-económicas en las que se 
hegemonizó la promoción de la competitividad estructural en el campo de la 
política económica, la flexibilidad y competitividad de la política social. (Laguado 
2004:18)  
 
En un contexto en el que la política social asistió a la generación de nuevas 
dinámicas de despliegue de la intervención estatal, se hizo necesario configurar 
mecanismos que redujeran la incidencia del Estado en el importante renglón de 
los servicios sociales y, en consecuencia, potenciaran la influencia de los privados 
allí. Por ende, se consolida la financiación por vía de la demanda como la más 
viable de las formas de financiación del gasto social.  
 
Así las cosas, se resalta la emergencia de dos instrumentos que van a hacer 
carrera como herramientas de intervención centrales para el despliegue de la 
política social en el contexto descrito. Así, nos acercamos a un escenario en el 
cual proliferan los subsidios a la demanda y se generan redes de asistencia social 
como mecanismos orientados al combate de la pobreza.  
 
De acuerdo con el objetivo del trabajo se dará cuenta de la centralidad de los 
subsidios a la demanda como columna vertebral de los cambios de segundo 
orden.  Los mecanismos que se expondrán nos permiten acercarnos a cambios de 
segundo y primer nivel que refuerzan y potencian los cambios acaecidos respecto 
del tercer nivel y que fueron abordados en el anterior acápite. 
 
Esta propuesta se fundamenta en la posibilidad de que el Estado propicie varias 
dinámicas esenciales en el proceso de acoplamiento del cual se ha venido 
hablando. De allí que, con la generación de los subsidios a la demanda se 
concreten dinámicas relevantes para las élites como: 
- Generar competencia entre las instituciones públicas y privadas, cerrando 
el camino a la posibilidad de monopolios estatales.  
- Propiciar un escenario de producción de servicios oportunos y de calidad 
que permita al cliente, otrora ciudadano, elegir.  
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- Lograr la reducción de las responsabilidades estatales de todo tipo que 
implican la oferta de los servicios. Ello en el marco del implacable ajuste 
fiscal.  
- Dirigir y ejecutar, por medio de la focalización, eficientemente los recursos 
invertidos en los sectores sociales.  
 
Esta dinámica, ampliamente difundida y defendida por Hayek y, ante todo, por 
Friedman no es ni tan nueva ni tan novedosa27 pero va haciendo carrera y se 
perfiló en la década de los noventa como la mejor forma de adecuar el gasto 
público a las dinámicas de la reforma estructural. Los subsidios a la demanda se 
posicionan en un escenario en el que la discusión se articula en torno a las 
dinámicas de ineficiencia del Estado, en el marco de la imperante necesidad de 
atacar el enemigo público en que devino el déficit fiscal. 
 
La disposición del Estado hacia la financiación por vía de la demanda no sólo se 
legitima socialmente a partir de la necesidad de la austeridad sino que también se 
nutre de la premisa ideológica de la ineficiencia inherente a lo estatal.28 Por lo 
tanto, una dinámica de orientación del gasto cuyo argumento central reside en las 
dinámicas del ajuste termina siendo promovida, además, como liberadora de los 
ciudadanos, víctimas de la ineficiencia y la inequidad. Hay todo un discurso 
político que desborda el ejercicio mismo de la asignación de los recursos y termina 
poniendo en vilo la pertinencia del Estado como mejor asignador de los recursos.  
 
Ello es palpable cuando nos acercamos al hecho de que  
 
                                                          
27
 Miñana, refiriéndose al contexto teórico de las reformas en el sector educativo, afirma que “La 
idea de los vales y la competencia entre escuelas no es un invento de Friedman ni de Hayek, ya 
había sido planteada en el siglo XVIII por Adam Smith en Wealth of Nations y Thomas Paine en 
The Rights of man. Sin embargo, ha sido especialmente a través de la obras de Friedman, con 
ediciones -incluso de lujo- de más de 400.000 ejemplares y con artículos en selecciones del 
Readers Digest como se ha ido convirtiendo en una idea popular”. En MIÑANA Carlos, El contexto 
teórico de las reformas académicas en la educación superior, en Revista Ensayos Críticos, Nº 2. 
Bogotá. Marzo del 2006. p. 62. Consultado el 23 de febrero del 2012 en  
http://www.espaciocritico.com/sites/all/files/libros/ecrt/esycr02a04.pdf  
28
 En Colombia se legitimó el desmantelamiento del Estado con el ánimo de eliminar la corrupción, 
pero no se quebraron los vínculos que promovían y promueven la corrupción. Se ha demostrado 
que el sector privado ha contribuido a mantener la rozagante corrupción que ha caracterizado y 
caracteriza a Colombia. Las dinámicas de concesión y contratación de servicios públicos a ser 
operados por privados ha derivado en dinámicas de corrupción en las que el sector privado es 
parte integrante. Ver EL ESPECTADOR (2011). De corrupción colombiana, hay una activa 
participación del sector privado, El espectador, recuperado el 22 de mayo del 2012 en 
http://www.elespectador.com/noticias/politica/articulo-315684-de-corrupcion-colombiana-hay-una-
activa-participacion-del-sector  
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En el caso colombiano, los subsidios a la demanda han sido introducidos 
bajo la hipótesis de lograr más eficiencia, alcanzar mayores niveles de 
equidad en el gasto público y, proveer incentivos a los beneficiarios de los 
programas sociales, es decir, los más pobres y necesitados. (Bula 2004:73) 
 
Aquí se legitiman las acciones de financiación por vía de la demanda como 
medidas tendientes a corregir las desviaciones del burocratismo y la merma de los 
derechos individuales por esa vía.  
 
Así, la decisión política de constreñir el gasto público se toma teniendo en cuenta 
por un lado argumentos económicos y por el otro con el acervo ideológico que 
pone en el centro de la cuestión al individuo como entidad social última. Tal 
individuo se subsume en una dinámica en la que su libertad depende, 
directamente, de la fluidez con que el mercado pueda asignar los escasos 
recursos sociales.  
 
Ello tiene lugar en un contexto en el que la competencia y la competitividad son los 
ejes centrales de la dinámica social. En esta dirección, vale la pena traer a 
colación un argumento que da cuenta de tal dinámica. Berry plantea que “el 
argumento más obvio a favor de subsidios dirigidos a los usuarios es que con esa 
libertad de escoger, pondrán su plata donde encuentren calidad y de esta manera 
la quitarán a las peores escuela la capacidad para sobrevivir.” (Berry 2004:52-53)  
 
No se puede extraer la dinámica de la financiación de ese marco; no se puede 
obviar la maduración del embrión de sociedad que se plantea desde la perspectiva 
neoclásica y la centralidad de la reforma estructural del Estado en la misma. Ello 
implica un desplazamiento de la esfera de la justicia y de los derechos. La 
centralidad del Estado se diluye en la misma medida en que se yergue el mercado 
como la institución social encargada de la realización plena de los individuos. 
 
Esta tendencia, lejos de quedar planteada como una propuesta abstracta para la 
discusión, se ha convertido en una herramienta central en la configuración de la 
acción estatal. Ello se demuestra en los servicios de salud con las EPS y el 
SISBEN, en la educación con los colegios en convenio y en concesión, en las 
redes de asistencia social con los recursos para “población vulnerable” que se 
ejecutan por medio de ONG´s y de privados. En el próximo capítulo se abordará 
fuertemente el caso de los colegios en convenio y en concesión.  
 
En este contexto, vale la pena reiterar que ello no implica la desaparición o el 
desmantelamiento del Estado sino su “adaptación funcional” a las nuevas 
dinámicas de la sociedad. En últimas, en la práctica, ha sido por medio de la 
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intervención del Estado que se han regulado tanto la dinámica de los subsidios 
como el buen andar de los mercados.  
 
2.4. Delimitación del paradigma de política social neoliberal.  
 
En la última parte del siglo XX y en los albores del presente, hemos asistido a la 
reconfiguración del rol del Estado. Más allá de tratarse de una retirada, de la 
extinción o de la abolición del mismo, hay un redimensionamiento de su papel 
como mejor asignador de los recursos sociales, cediendo -en tanto y en donde sea 
necesario- funciones a los mercados.  
 
Como punto de partida, es necesario resaltar que en la mayoría de los textos 
abordados en este acápite la intervención estatal y la garantía de los derechos 
humanos discurren por líneas paralelas. Es más, en textos tan voluminosos la 
referencia a los derechos humanos es escasa y cuando se enuncian se ligan a la 
competitividad y a su importancia en la generación de capital social y/o humano.29  
 
De allí surge la necesidad de abordar el paradigma hegemónico de política social 
que, desde posiciones políticas distintas, expusieran Franco y otros autores 
ligados a instituciones como la CEPAL. El punto central de este paradigma es el 
amarre de los objetivos de la política social a las metas preestablecidas por la 
política económica en términos de austeridad fiscal, descentralización 
administrativa, eliminación de la inflación y generación de crecimiento económico. 
 
Ocampo, afirmando la emergencia de un paradigma que confrontaba las políticas 
sociales ligadas a los incipientes Estados de bienestar en la región, plantea que 
las reformas económicas de los 80 y 90 –y en algunos países como Chile, desde 
antes–, desarrolladas bajo la influencia del Banco Mundial (BM) en el marco de la 
penuria fiscal que se desató con la crisis de la deuda, condujeron a una visión 
alternativa cimentada en tres instrumentos básicos: focalización, participación 
privada apoyada con subsidios a la demanda y descentralización. (Ocampo 
2008:39)  
 
                                                          
29
 La pervivencia del paradigma de política social se nutre de una escueta interpretación del 
enfoque de derechos y de universalización, promovidos desde la CEPAL y el BID principalmente. 
Aquí, de nuevo las metas macroeconómicas definen la suerte de los derechos. Muestra fehaciente 
de ello es el proyecto de ley para establecer y garantizar el derecho a la sostenibilidad fiscal. El 
establecimiento de este derecho, que presume de ser del colectivo nacional, es nefasto para los 
derechos de que se supone gozamos los seres humanos individuales, al dejar en claro la 
superioridad que tiene “la protección general de los derechos frente a la prestación de derechos 
particulares”. 
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En la delimitación del paradigma encontramos a autores que plantean, con 
diversos matices, la existencia de un paradigma de política social que está 
fuertemente relacionado con el modelo hegemónico de la política económica. El 
mismo hizo carrera en la región durante la ejecución de las reformas estructurales, 
desde finales de los ochenta e inicios de los noventa. (Marshall y Cortez 1999) De 
allí, que en este acápite se realice un acercamiento a los elementos constitutivos 
del paradigma hegemónico de política social.  
 
Los distintos autores que perfilan el paradigma de política social lo denominan 
como emergente. Ello, porque era clara la tensión entre la creciente relevancia de 
los presupuestos económicos neoclásicos y neoinstitucionalistas y el, para ellos, 
decadente, burocratizado e ineficiente paradigma de política ligado a los 
presupuestos keynesianos. Así, esta propuesta de paradigma emerge en el marco 
de tensiones y luchas donde se posicionan fuertemente los presupuestos 
libertarianos y afines.30  
 
Así las cosas, se van a exponer los cinco presupuestos en torno a los cuales 
gravita el paradigma de política. No ha de sorprender a nadie el hecho de que 
cuatro de los cinco pilares del paradigma estén fuertemente relacionados con las 
dinámicas de las políticas de ajuste estructural.  
 
 
 
2.4.1. Apertura en la dinámica de prestación de servicios sociales.  
 
El primer presupuesto que se esgrime desde las conceptualizaciones de diversos 
autores es el de eliminar la exclusividad del Estado como oferente y como 
principal inversor en la prestación de los servicios sociales. En términos de la 
financiación de las políticas, específicamente en lo ligado a la consecución de 
recursos, se plantea que el Estado debe ser sólo uno entre varios aportantes de 
recursos.  
 
Ello está en la línea de cerrar el camino a la posibilidad de generar un sistema 
educativo centralizado y dependiente del Estado. En esa misma dirección, recalca 
que el aumento de la demanda por servicios de educación y salud, debería 
                                                          
30
Con la mente en la promoción de las buenas y salubres prácticas macroeconómicas, se 
esgrimen, en tanto alternativas plausibles al desgastado paradigma dominante, algunas 
experiencias que se viene dando, específicamente en Chile y en Colombia. (Franco 1996:12)  
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incentivar el surgimiento de una oferta de alternativas mayores y más variadas, lo 
que generaría competencia entre los proveedores, dando lugar a un mejoramiento 
de la calidad de los servicios ofrecidos. (Franco 1996:12)  
 
En definitiva, es necesario buscar la cofinanciación, esto es, que los propios 
beneficiarios contribuyan. (Franco 1996:10) Y en torno a la asignación de recursos 
plantea que frente al ineficiente monopolio estatal emerge el subsidio a la 
demanda, con el cual el financiador transfiere un poder de elección (vía cupones o 
"vouchers") para que el beneficiario "compre", en el (cuasi) mercado así creado, el 
bien que estime adecuado. (Franco 1996:12) Aquí es palpable la relación que se 
establece entre las propuestas del autor y las de la ortodoxia neoclásica.  
 
Pero tal concepción no es defendida única y exclusivamente por el autor. 
Asumiendo que estamos dando cuenta de las dinámicas del paradigma en 
América Latina, se abordarán algunos documentos que consolidan la importancia 
de superar la centralidad del Estado, promoviendo las dinámicas de generación, 
consolidación y/o expansión de los mercados privados. Para ello aparece en 
escena la que se ha dado en llamar alianza público-privada.  
 
Es en este marco que Ocampo propone superar la concepción de la política como 
algo remitente única y exclusivamente a los linderos estatales.31 En esa dirección 
afirma que:  
Las políticas públicas no deben entenderse necesariamente como 
estatales. Por el contrario es deseable abrir un amplio abanico de 
combinaciones público-privadas, que cada país debe descubrir a lo largo de 
su sendero evolutivo. Por último, dichas políticas deben contar con un 
entorno económico y financiero funcional para la reestructuración de la 
capacidad existente y la inversión productiva. (Ocampo 2000:219)  
 
Tal dinámica público-privada se relaciona también con la posibilidad y necesidad 
de promover la inversión extranjera como elemento propulsor de nuestro país en 
la escena internacional. En ese sentido  Ocampo, refiriéndose a las dinámicas de 
los noventa, afirma que:  
El auge de la inversión extranjera directa es una manifestación del avance 
que ha experimentado la región en su integración a la economía mundial. 
                                                          
31
 Esta concepción es, por demás, verídica en tanto -como se ha trabajado en el primer capítulo del 
texto- las políticas públicas como ejercicio de intervención estatal no pueden asumirse como acción 
estatal aislada ni solipsista. Ahora, la propuesta de Ocampo lo que está buscando es fortalecer los 
nexos empresa-Estado en el marco de una tendencia al Estado empresarial. Tal tendencia es 
promovida dada la necesidad de “reinventar el gobierno” en el contexto de la revolución global 
empresarial y la centralidad del cliente. Ver PUELLO SOCARRAS José, Nueva gramática del neo-
liberalismo, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia. 2008. pp. 111-117.  
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Este auge responde a diferentes fuerzas: la desregulación de sectores de 
uso intensivo de recursos naturales, la privatización de sectores 
tradicionalmente reservados al Estado, el aprovechamiento de acuerdos de 
libre comercio o de preferencias comerciales otorgadas por países o 
regiones más industrializadas. (Ocampo 2000:31)  
  
Efectivamente, durante los últimos veinte años hemos asistido y asistimos a una 
dinámica de proliferación de las alianzas público-privadas. Tal escenario nos 
enfrenta, por un lado, a la concreción de un Estado que de ser el mejor asignador 
de los recursos sociales ha pasado a ocuparse de la regulación de las dinámicas 
público-privadas y privadas. Por otro lado, nos ubica frente al creciente peso que 
han adquirido actores privados -nacionales e internacionales- en las dinámicas 
decisionales de los gobiernos nacionales.  
 
2.4.2. Focalización como mecanismo generador de equidad.  
 
El segundo elemento nodal de la construcción del paradigma de política es la 
focalización del gasto público. Tal mecanismo se presenta como central para 
lograr la superación de la cooptación de recursos públicos por parte de la clase 
media y de sectores privilegiados. Respecto de esto, afirman que para el 
paradigma emergente la única manera de lograr la equidad es atender a los más 
necesitados, tanto por su situación de carencia extrema, como por los sectores 
que han sido beneficiados hasta ahora tienen capacidad para solucionar 
autónomamente sus problemas. (Franco 1996:15)  
 
Tal viraje se legitimó en tanto se publicitó como orientado al extermino de lo que 
en la escuela norteamericana denominaron los free-raiders. Esto implica, desde el 
punto de vista de Franco, superar el universalismo oneroso por medio de la 
focalización. Para ello, el autor plantea otra forma de universalización -frente a la 
del paradigma dominante-, ya no de la oferta, sino de la satisfacción de las 
necesidades de las personas. (Franco 1996:13)  
 
Para llevar a cabo ese cometido plantea el recurso a la focalización, aduciendo 
que focalizar es identificar con la mayor precisión posible a los beneficiarios 
potenciales y diseñar el programa con el objetivo de asegurar un impacto per 
cápita elevado sobre el grupo seleccionado, mediante transferencias monetarias o 
entrega de bienes o servicios. (Franco 1996:14) Si bien este planteamiento, que 
data de 1996, ha sido irrebatible en la práctica, entrado el siglo XXI se van a 
producir algunos planteamientos que ponen sobre la mesa la posibilidad de la 
universalización.  
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En el año 2000, la universalidad aparece en escena como un elemento relevante a 
la hora de asir la política social. Así las cosas, en un documento producido por la 
CEPAL, se afirma que:  
 
La universalidad, como principio ético básico consiste en garantizar a todos 
los ciudadanos precisamente en virtud de tal condición, determinadas 
protecciones o beneficios (derechos) fundamentales asociados con ciertas 
características (cantidad y calidad), que se consideran necesarios para que 
sus perceptores participen plenamente en la sociedad en que viven. 
(Ocampo 2000:73)  
 
Es más, en la misma publicación se lanzan dardos a la focalización, esgrimiendo 
que “la mayor capacidad para concentrara beneficios en los pobres no siempre ha 
redundado en una mayor disminución de la pobreza, entre otras cosas, porque es 
reducida la viabilidad de establecer programas selectivos aislados de los servicios 
sociales básicos y universales.” (Ocampo 2000:74)  
 
Tal enunciación de la necesidad de la universalización y por la superación de la 
focalización, riñe formalmente con los planteamientos de Franco. Formalmente, 
porque no se pone en cuestión la dinámica estatal en el marco de la cual ha de 
concretarse tal universalización. Es más, la universalización en el actual contexto 
incrementa la cooptación de recursos públicos por parte del sector privado, pues 
los servicios sociales son sufragados por el Estado pero prestados pos actores 
privados.  
 
2.4.3. Supedición de la política social a los objetivos y las dinámicas de la política 
económica. 
  
El tercer presupuesto en torno al cual gravita el paradigma de política planteado 
por los autores es el de dinamizar la política social hasta dónde y cómo lo permita 
la política económica.  
 
Esta, por más que parezca, no es una cuestión accesoria. Aquí se pone de 
presente una sentencia contundente de Tomasevski: el control del vocabulario es 
un arma, no una cuestión de estilo. (Tomasevski 2004ª:7) En últimas, el mundo de 
lo social termina siendo decodificado y recodificado a partir de la centralidad de lo 
económico. No en vano, se deja de hablar de ciudadano para hablar de 
usuario/cliente, se pasa de hablar de cultura y educación para referirse a capital 
humano, de derecho se pasa a servicio… y así podríamos seguir.  
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Explicitando el talante neoliberal de la propuesta, Franco halla el sentido de la 
política social en cuanto promotora de logros en la política económica, afirmando 
que 
 
Si bien la política social, contribuye a la gobernabilidad y a la relegitimación 
del Estado, sobre todo tiene una especial relevancia por su contribución a la 
formación de capital humano, que resulta imprescindible para la 
competitividad de estos países en el mediano plazo (...) la postergación de 
políticas sociales que expandan la posibilidad de ampliar el capital humano 
ya no es sólo una falta a la ética, sino un error económico, que priva a la 
sociedad de recursos calificados y flexibles para adaptarse a la veloz 
incorporación de progreso técnico en los procesos productivos. (Franco 
1996:18)  
 
Por un lado, tratando el tema de la articulación entre las políticas sociales y las 
políticas económicas, Silva Michelena -en una publicación financiada y publicada 
por la CEPAL, el CLAD y el SELA- propone modificaciones a las políticas de 
ajuste estructural dinamizadas en la región desde finales de los ochenta, 
sustentando su proposición a partir de los planteamientos neoinstitucionalistas de 
Douglas North.  
 
Si bien el autor reconoce que la política social ha estado supeditada a las 
dinámicas de la política económica, no considera ese hecho como problemático. 
Para Silva, el núcleo de la cuestión radica en que la ortodoxia, en su férrea 
defensa y promoción del mercado, ha obviado el peso de las instituciones para la 
eficiente asignación de los escasos recursos sociales.  
 
De acuerdo con ello, plantea que la salida a esta cuestión radica en concebir a la 
sociedad como una matriz institucional entrelazada que, por vía de incentivos 
ligados a las limitaciones que imponen costos, da origen a cuerpos y organismos 
específicos. (Silva 1996:103) Claramente el problema aquí no tiene que ver con la 
supedición de la política social a los objetivos de las políticas económicas propias 
de la reforma estructural sino con la forma en que esas dinámicas se optimizan.  
 
Aduciendo la necesidad de que los principios de la economía sean los que primen 
en la relación entre política social y económica, Del Bufalo plantea la revaloración 
de las relaciones entre política social y política económica, buscando la superación 
de las falencias de la mano invisible dinamizada desde la ortodoxia. Tal 
superación la liga a la generación de dinámicas promotoras y garantes de las 
instituciones formales y no-formales que convergen en la sociedad, generando 
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regulaciones y organismos que pongan freno a las dinámicas desplegadas por el 
neoliberalismo.  
 
Lo que también recalca el autor es que la articulación de las políticas sociales y las 
económicas pasa, necesariamente, por el diseño y la implementación de políticas 
sociales ajustadas al contexto económico vigente. (Del Bufalo 1996:136) Este 
planteamiento, convergente en la necesidad de eliminar la exclusividad estatal en 
términos de la oferta y prestación de los servicios sociales pero difiere en términos 
del horizonte desde el cual se plantea.  
 
Esto es más cercano a la tendencia que se ha dado en llamar neoinstitucionalismo 
económico, cuyo mayor exponente es Douglas North. El punto aquí es que, sea 
desde las teorías neoliberales o desde su variante neoinstitucionalista, se 
propugna por una transformación en la dinámica de la acción del Estado que sea 
congruente con la generación de dinámicas de crecimiento económico y de 
estabilidad macroeconómica.  
 
En torno a este punto, para dejar sentada la irrefutabilidad de la primacía de la 
estabilidad macroeconómica y sus indicadores, Ocampo, afirma que:  
 
La CEPAL ciertamente comparte la formulación más general de los 
elementos de este consenso, es decir, la necesidad de construir sobre los 
logros en materia de reducción de los déficit fiscales y de la inflación, el 
fortalecimiento de la inserción en la economía mundial la mayor 
participación del sector privado y la mejoría de la eficiencia del Estado, pero 
no la idea de que existen soluciones únicas y universales en estos campos. 
(Ocampo 2000:44) 
 
Más aún, considera que en algunos casos las reformas de “primera”, e incluso 
quizás las de “segunda” generación, son la causa de algunos de los problemas 
que se enfrentan y que allí será necesario, por lo tanto, “reformar las reformas”. 
(Ocampo 2000:44) Sea desde el neoliberalismo austriaco, del de Chicago o desde 
las expresiones neoinstitucionalistas económicas, ni la reforma estructural, ni la 
reforma de las reformas se plantean un cambio de concepción. Antes, 
tozudamente, se parte de la irrefutabilidad de los conceptos y las dinámicas de 
salubridad macroeconómica.  
 
2.4.4. La descentralización como alivio del Estado en su nivel central.  
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Un cuarto elemento constitutivo del paradigma y que no es planteado de manera 
explícita, es el referido a la imperiosa necesidad de que la política social se asuma 
desde las dinámicas administrativas ligadas al proceso de descentralización 
consustancial a la concreción de las reformas estructurales.  
 
Por un lado, nos topamos con que, desde la constitución de 1991 se allanó el 
camino para concretar las dinámicas de descentralización. En el marco de la 
ambigüedad inherente a la Carta queda la sensación de una descentralización 
que, valga la pena decirlo, tienen simpatizantes en los distintos espectros 
ideológicos.  
 
Más allá de las posibilidades políticas que se pueden derivar de un ejercicio de 
descentralización en términos de autonomías y de prevalencia de lo local, el 
ejercicio que ha tenido lugar en Colombia ha discurrido por un sendero totalmente 
distinto. Esta dinámica se corresponde con lo que, en el campo educativo, Estrada 
ha denominado como un ejercicio de descentralización autoritaria.  
 
El autor, abordando la ley 715 de 2001, afirma que “las decisiones fundamentales 
de la política educativa recaen sobre el gobierno central. Los entes territoriales no 
son más que agentes gestores de la política del gobierno de turno, con lo cual la 
autonomía política y administrativa se debilita y queda relegada a un segundo 
plano.” (Estrada 2002:139) Pero las dinámicas perjudiciales para los municipios el 
autor resalta, entre otros, que se “traslada a los entes territoriales más 
competencias con menos recursos” (Estrada 2002:137)  
 
Pero tal constricción presupuestal que afecta a los municipios no implica un 
deslinde entre éstos y el nivel central. Hay dinámicas coercitivas que, 
efectivamente, ligan a los territorios y al orden nacional y se ligan al combate 
frontal al déficit fiscal, la inflación y al gasto público “oneroso”. Allí, la presión se 
puede canalizar por vía de las transferencias y los créditos desde lo nacional. 
Estos dos mecanismos permiten una dinámica en la que, desde el nivel central, se 
“imponen pactos de reducción de gastos, burocracia, salarios e incide sobre la 
organización y políticas de las administraciones locales.” (Restrepo 2004:3)  
 
Asistimos entonces a un escenario en el que, por un lado, la ardua promoción de 
las lógicas de descentralización, procuran hacer que el ajuste del cinturón del nivel 
central se corresponda con el incremento de responsabilidades por parte de los 
entes territoriales. Por otro lado, el incremento de responsabilidades para los 
territorios no se corresponde con aumento de recursos sino con coerción respecto 
de las dinámicas administrativas locales “correctas” en términos de bajos niveles 
de gasto público y el combate a la inflación.  
64 
 
 
En este caso, los argumentos esgrimidos ponen en el centro la cuestión del 
combate a la corruptela burocrática y a la rigidez con que se identifica el 
centralismo administrativo. Estos elementos, característicos de la 
descentralización, han sido caldo de cultivo para el argumento de la insuficiencia 
de recursos para afrontar la política social.  
 
2.4.5. La restricción presupuestal como expresión reiterada y constante del máximo 
realizable.  
 
El quinto presupuesto del paradigma, a diferencia de los cuatro primeros, no 
remite a planteamientos centrales para la teoría económica neoclásica y sus 
derivaciones. Es un argumento que se liga directamente a la voluntad política de 
los gobiernos y que se ha materializado en la frontera de lo máximo entre lo 
realizable.  
 
Este elemento, cuya emergencia precede a los otros cuatro presupuestos, se pone 
de presente en el carácter de progresividad con que se pone cortapisas claras a la 
concreción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Un punto 
estructurante del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales (PIDESC) es el de omitir obligaciones concretas a los Estados y dejar al 
libre albedrio de los mismos la definición de lo posible y, en esa medida, de lo que 
se podía o no hacer para garantizar los DESC.  
 
En términos de la política social, se esgrime que lo social puede corresponderse 
con lo que, en una empresa maniaca en contra del déficit fiscal, las dinámicas 
presupuestales permitan. Se yergue, entonces, el discurso de lo máximo entre lo 
realizable. Es así que la política social, independientemente del nivel territorial en 
que se promulgue, debe partir del ajuste a lo realizable. Bien resaltan Ocampo y 
otros que la política social debe partir de lo máximo entre lo realizable.32  
 
Esta disposición a encuadrar la dinámica de la política social en lo realizable hace 
imposible diseñar y dinamizar la acción estatal teniendo como prelación lo social, 
pues siempre tendrá que moverse dentro de lo que, en términos 
macroeconómicos, se asuma como realizable. 
 
                                                          
32
El mismo Pacto Internacional por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 
2, establece que la posibilidad de garantizar los derechos allí contenidos resalta que ello se debe 
hacer con “hasta el máximo de los recursos disponibles” de los estados particulares. Además, 
Ocampo 2000, 2008, 2010.  
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En un texto producido por la OEA se afirma que “el reto político es evitar una crisis 
de legitimidad debido al bajo nivel de derechos ciudadanos que el Estado 
garantiza y una crisis de sustentabilidad provocada por la demanda de un nivel de 
derechos ciudadanos más allá del máximo realizable.” (Caputo 2011:438) Así, la 
franja de lo realizable se corresponde con lo necesario para que se cumplan las 
metas macroeconómicas. Los niveles de exigencia de los derechos, según el 
autor, van más allá de lo realizable. Entonces, las acciones que intenten ir más 
allá de lo necesario para garantizar la estabilidad macroeconómica se tornan, 
simplemente, irrealizables. 
 
Sin salirse del anterior parámetro Ocampo, en una publicación de la CEPAL, 
aborda la relación entre la política social y la política económica desde una 
articulación. El autor aduce que el desarrollo social no puede descansar 
exclusivamente en la política social; tampoco el crecimiento y la política 
económica pueden asegurar objetivos sociales sin tomar en cuenta cómo se 
construye la política social. (Ocampo 2000:16)  
 
En aras de avanzar en términos de política social el autor propone cuatro 
principios rectores de la misma que son: universalidad, solidaridad, eficiencia y 
equivalencia en los contratos. (Ocampo 2000:69-78) Además de estos principios, 
resalta que una política social exitosa debe tener fuerte relación con la política 
económica y con los sectores que conforman la política social.  
 
Pero los cuatro principios esgrimidos por el autor, por más progresistas e 
innovadores que se presenten, no cuestionan las dinámicas de primacía 
económica, ratifican la importancia de la eficiencia y equivalencia en contratos y, 
por el contrario, omiten que las políticas sociales tienen nexo directo con los 
derechos. Esa no es una preocupación, ni lejanamente, palpable en los mentados 
principios. Quizás la sentencia más contundente en ese sentido es la siguiente: 
 
La exigibilidad de derechos, sobre todo de los económicos y sociales, 
dependen del nivel de desarrollo de la sociedad; a la vez, los avances en 
materia de desarrollo deben traducirse en mayores conquistas sociales para 
el conjunto, tales como mayor acceso a niveles de bienestar y a 
oportunidades de mayor productividad para todos los ciudadanos. (Ocampo 
2000:306)  
 
Las dos sentencias anteriores de Ocampo dejan entrever que el cambio que se da 
entre los planteamientos básicos y frontales de supeditar las posibilidades de la 
política social a la económica, son criticados única y exclusivamente desde lo 
formal. Si bien se pretende trazar una línea de correspondencia y reciprocidad 
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entre desarrollo y avances sociales, en realidad tal situación no pasa de ser algo 
ilusorio.  
 
Es clara la supedición de la política social a las dinámicas y el horizonte de la 
política económica bajo la medida del máximo realizable. Estos elementos nos 
enfrentan a cambios sustanciales en la configuración y el despliegue de la política 
social, dando lugar a la emergencia de un paradigma de política social de corte 
neoliberal.   
 
2.5. Consideraciones finales.  
 
Lo abordado en los apartados anteriores pone de presente la emergencia, en las 
últimas décadas del siglo XX, de un paradigma de política social ligado a las 
necesidades del proceso de reforma estructural del Estado en Colombia. Es claro 
el alinderamiento de lo social con objetivos otrora extraños a este sector. En este 
marco, la álgida  producción normativa que tuvo lugar en la década de los noventa 
da cuenta de cambios importantes en la orientación de la política social.  
 
En primer lugar, se evidencian cambios sustanciales en los objetivos de la política 
social, aquellos que Hall denominaba cambios de tercer orden. En el  escenario 
que se configuró, la política social se orientó a partir de las necesidades de  
sanear las finanzas estatales, generar condiciones de estabilidad macroeconómica 
y generar dinámicas de producción de capital humano que permitieran una 
eficiente inserción de la economía colombiana en la economía global.  
 
Si bien estos cambios son de vital importancia y sin ellos no se hubiera podido 
generar un cambio del calado del que tuvo lugar, no agotan el viraje que se 
concreta en el paradigma de política social. La importante labor de delimitación 
que tuvo lugar en los noventa debía llenar de sentido el despliegue mismo de la 
intervención estatal en el campo de lo social.  
 
En segundo lugar, se avanza en la configuración de prácticas y derroteros que van 
a signar la acción estatal en lo social. Es así que, además de la delimitación de 
sentido que se genera con la producción normativo-jurídica, se da una 
reconfiguración de los mecanismos idóneos en el despliegue de la política social. 
Estos cambios son de gran relevancia en tanto permiten que el influjo propio de 
los cambios de tercer orden pase a concretarse en el marco de la acción estatal. 
 
La reconfiguración de los mecanismos e instrumentos de intervención, que Hall 
ligaba a los cambios de primer y segundo orden, va a ser vital para reencauzar la 
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acción estatal. En tal escenario, como se evidenció, no hay uniformidad y hay 
tensiones latentes evidentes en debates como el de focalización o 
universalización. Aun así, vale la pena resaltar que, si bien emergen 
cuestionamientos a los instrumentos ligados al paradigma, los cambios, antes que 
derrocar su horizonte primigenio, terminan actualizándolo en concordancia con las 
dinámicas de re-producción del régimen de acumulación.  
   
En tercer lugar, es en la convergencia -nada armónica, predeterminada ni 
unidimensional- del  horizonte de sentido que caracteriza al paradigma, con las 
orientaciones contenidas en lo normativo-jurídico, y de los instrumentos de 
intervención estructurados que se puede referir a un cambio de paradigma. Así las 
cosas, se asiste a un escenario en cual se cambia tanto la forma de asir el ámbito 
de intervención como las formas y dinámicas de intervenirlo.    
 
Esto es de gran valía para lo venidero, pues en el siguiente capítulo, las 
definiciones y el influjo de la emergencia del paradigma de política social  
neoliberal se van a asir en movimiento, dando cuenta de la transición del mismo y 
su despliegue en la “Revolución educativa” durante el periodo 2002-2009. 
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3. La revolución educativa 2002-2009. Despliegue del paradigma de 
política social en el campo educativo.  
 
Tras haber abordado, en el capítulo anterior, la emergencia del paradigma de 
política social en Colombia, en este capítulo se dará cuenta del proceso de re-
producción del mismo mediante el despliegue de la revolución educativa en el 
periodo 2002-2009.  
 
De lo anterior se desprende la necesidad de pasar a ver al Estado en acción. Así 
las cosas, el análisis de la re-producción argumental en este capítulo nos acerca a 
un escenario en el que la intervención estatal pone en circulación distintos 
referentes de sentido que no se quedan enclaustrados en las fronteras de lo 
estatal sino que, por el contrario, se irrigan en lo social y, en este caso, en el 
campo educativo.  
 
Ahora, el objetivo de este capítulo es demarcar las dinámicas de re-producción 
argumental que dan cuenta de la revolución educativa dinamizada en el periodo 
2002-2009 como despliegue del paradigma de política social neoliberal en 
Colombia.   
  
Este ejercicio analítico tendrá lugar a partir del estudio de una de las dos 
expresiones de la política social que más calado y divulgación tuvieron el periodo 
objeto de estudio. De acuerdo con el objetivo del trabajo, se optó por el abordaje 
profundo de la Revolución educativa,33 analizando su despliegue durante el 
periodo 2002-2009.   
 
En este trabajo se asume que la política educativa desplegada desde el orden 
nacional en el periodo 2002-2009 consolida el paradigma de política social 
neoliberal que emergió a finales del siglo XX a partir de la centralidad de la 
eficiencia y la competitividad como pilares de la re-producción de la política 
educativa.   
                                                          
33
 Vale la pena anotar que, si bien lo que inicia como la Red de Apoyo Social, pasa a ser Acción 
Social y es hoy la Red Juntos, es muestra fehaciente de la puesta en escena de las dinámicas y el 
horizonte mismo del paradigma de política social, se aludirá a ella solo tangencialmente. 
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En el marco de una sociedad polarizada, que acaba de salir de una dura crisis 
económica y que ha elegido a un gobierno empeñado en “modernizar”34 la 
institucionalidad del país y generar un “Estado de propietarios”, emerge la 
Revolución educativa como puntal de la modernización y de la adaptación de 
Colombia a los “nuevos tiempos” de la economía global. De allí que la Revolución 
educativa no se pueda asir, simple y llanamente, como una política más. En este 
trabajo se asume que la misma configura y, lo más importante, concreta una 
concepción -que venía haciendo carrera- de la política educativa supeditada a los 
objetivos y los presupuestos del paradigma de política social neoliberal.  
 
Si bien ello es cierto, cabe aclarar que la Revolución educativa, en sus 
planteamientos, no difiere mucho de las disposiciones de los anteriores gobiernos 
nacionales y que lo que le permite despuntar y avanzar por el sendero de la 
modernización es la impresionante avalancha normativo-jurídica que se abordó en 
el capítulo anterior. Varias leyes dieron un empellón a los ánimos 
“modernizadores” que tenían lugar desde, podría decirse, décadas anteriores.  
 
Tal impulso es notorio en el planteamiento y despliegue de la revolución educativa, 
pues allí se concretan varios presupuestos ligados al paradigma de política social. 
Elementos como los subsidios a la demanda, la focalización, la descentralización y 
el crecimiento del sector privado educativo están planteados y materializados en el 
andar de la Revolución educativa.  
 
Pero vale la pena recalcar que el alcance de la Revolución Educativa es mayor, 
pues tienen lugar dinámicas de re-producción argumental que configuran una 
concepción economicista de la educación. No sólo se genera una política 
educativa articulada a las dinámicas económicas por vía de la centralidad de la 
eficiencia y la competitividad. Además, se condensa una concepción de la 
educación misma como un proceso económico, signado por lógicas de 
productividad y ligadas a la generación de capital humano. (Vega 2010)   
  
Con base en lo anterior, este capítulo se desplegará en tres momentos. En el 
primer momento se da cuenta de la producción normativo-jurídica que acota el 
                                                          
34
 Desde la óptica neoclásica se asume que un proceso de modernización equivale a disponer las 
estructuras organizativas y los procesos administrativos y decisionales según los presupuestos de 
la elección racional y la NGP. Organizaciones estatales que dejen de lado tales cánones podrán 
ser catalogadas como rígidas e ineficientes, en el mejor de los casos. Respecto de esta tendencia, 
ver ROJAS Francisco. (1999). Modernización, globalización y neoliberalismo: reflexiones en torno 
al caso de México, en Revista Contaduría y Administración, N° 194. Julio-septiembre 1999. pp. 5-
11; ARRIBAS María, VERGARA Jorge. (2001). Modernización neoliberal y organizaciones del 
tercer sector en Chile, en Revista Polis, Año 1, N° 001. Pp. 1-40. Consultado en 
 http://redalyc.uaemex.mx/pdf/305/30501116.pdf  
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campo educativo. En un segundo momento se aborda el redimensionamiento de lo 
educativo en el escenario internacional. En un tercer momento se da cuenta del 
horizonte economicista que se concreta en el despliegue de la Revolución 
educativa en el periodo 2002-2009. Finalmente, se da cuenta de la eficiencia y la 
competitividad como Puntos de Pasaje Obligado de la Revolución educativa.        
 
3.1. La delimitación del imperio de la ley en la política educativa.  
 
El desenvolvimiento de la política educativa, materializada en la revolución 
educativa, nos acerca a un proceso de consolidación de los presupuestos y las 
nociones que, en la década de los noventa, cimentaron las bases del andamiaje 
apropiado para el despliegue de la política neoliberal en Colombia. 
 
Con ello en mente, vale la pena tener en cuenta que, desde el gobierno de Cesar 
Gaviria, se ha mantenido constante el énfasis de los últimos gobiernos en la 
ampliación de cobertura, el mejoramiento de la calidad y la eficiencia del sector. 
(Pérez 2007a:46) Hoy, se mantienen los tres pilares de la política educativa pero 
se ha dado un viraje en su concepción y en las formas de intervención que 
suscitan.  
 
Tal cambio se acompaña de la emergencia de un cuarto concepto que es la 
pertinencia educativa. Estos cuatro elementos nos acercan a una política 
educativa signada por las dinámicas de crecimiento económico, estabilidad 
macroeconómica e internacionalización de la economía colombiana. Además, se 
ha venido posicionando la competitividad como elemento central en la 
configuración del panorama educativo.  
 
En el proceso político que ha desembocado en la dinamización del paradigma de 
política social ligado al neoliberalismo, como en todo proceso político de cambio, 
es de vital importancia generar un marco de normas que faciliten y promuevan la 
viabilización del horizonte político en ciernes. En el caso abordado, el entramado 
jurídico ha sido central para concretar el despliegue de la política educativa de 
corte neoliberal.   
 
Acto seguido, se abordan los diversos dispositivos normativo-jurídicos 
relacionados con el despliegue de la Revolución educativa, caracterizando sus 
aportes a la concreción de la política educativa.  
 
En primer lugar, vale la pena recordar que el sistema educativo entra a 
estructurarse con base en las disposiciones emanadas de la ley 115 de 1994. Esta 
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es central en la configuración de la política educativa. Uno de los elementos de 
mayor valía de este dispositivo es el haber dejado a discrecionalidad del legislativo 
la posibilidad de concretar una Ley estatutaria orientada a la regulación del 
derecho a la educación.  
  
La inexistencia de la Ley estatutaria, mencionada en el artículo 9 de la Ley 115, se 
relaciona con la literal inexistencia del derecho a la educación para las entidades 
del Sector educativo en el orden nacional. Incluso, los documentos de gestión de 
2010 obvian la existencia del derecho. La política educativa dinamizada desde el 
orden nacional con anterioridad y con posterioridad al periodo 2002-2009 no 
contempla el derecho a la educación como un asunto relevante. Ahora, la 
posibilidad de ley estatutaria orientada a la garantía del derecho a la educación 
actualmente es, por decir lo menos, una utopía.  
 
En el artículo 84 de esta ley se establece una evaluación institucional anual con la 
dinámica de la zanahoria y el garrote. Se establecen estímulos a las instituciones 
cuya evaluación esté en el nivel de excelencia y para aquellas que no salieran 
bien libradas, se determinó la realización un plan de mejoramiento.  
 
Este tipo de medición es muy problemático en un marco en el que los contextos 
sociales, económicos y culturales imponen dinámicas educativas que no se 
pueden simplemente encasillar como negativas. Además, esta propuesta se 
relaciona con el despliegue de la gerencia pública promovido desde diversas 
instituciones multilaterales.  
 
En segundo lugar, es necesario traer a colación el impacto de una ley que no es 
muy difundida pero que fue esencial en el acoplamiento de la política social a las 
dinámicas de la política económica. Es la ley 60 de 1993, que es la encargada de 
darle circulación a los subsidios a la demanda. En el artículo 2, referente a las 
competencias de los municipios, se afirma que éstos pueden otorgar subsidios a la 
demanda a la población con menores recursos de acuerdo con los parámetros de 
focalización establecidos en la misma ley.  
 
Este punto se torna central a la hora de dar cuenta de las dinámicas del sistema 
educativo. Los subsidios a la demanda son una bandera del paradigma de política, 
pues permiten ampliar coberturas disminuyendo cargas y responsabilidades 
propias de la prestación del servicio por parte de entidades estatales. Este 
mecanismo se refuerza con otro de vital importancia para el proyecto político 
neoliberal: la focalización.  
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Po eso, en el mismo dispositivo se contienen disposiciones acerca de la 
focalización de los servicios sociales. En el artículo 30 se define la focalización 
como el ejercicio que garantiza que los recursos públicos vayan a los más 
necesitados. Además, se encarga al CONPES de la redefinición periódica, cada 
tres años, de los criterios de asignación y ejecución del gasto en servicios sociales 
por parte de los entes territoriales. 
 
En el 2001, mediante el Decreto 001, se reformó el sistema de transferencias, 
dando aliento a la descentralización que aliviana de responsabilidades al sector 
central y carga de obligaciones a los entes territoriales. El dispositivo que marca la 
diferencia y que se evidencia central para la reestructuración de la intervención del 
Estado en lo social en general y en lo educativo en particular es la Ley 715 de 
2001. En palabras de la ministra Vélez, la misma es esencial para pasar de una 
asignación de recursos basada en prebendas onerosas a la asignación previo 
cálculo de población atendida. (MEN 2007:9)  
 
Este cambio en la forma de asignación de los recursos va a ser un fuerte 
mecanismo de presión hacia el incremento de cobertura, sea como sea. En la 
huida de los castigos presupuestales, los entes territoriales empeñan la calidad y 
pasan a someterse a las dinámicas propias de una educación tan masificada 
como de mala calidad. Tal viraje en la asignación de los recursos va a ser central 
para la reestructuración que se erige como esencial en la primera etapa de la 
revolución educativa.  
 
Además, poco antes del inicio del periodo de Uribe tienen lugar dos dispositivos de 
gran valía para la configuración del campo educativo. Por un lado, es promulgado 
el Decreto 1278 de 2002, más conocido como el Estatuto de Profesionalización 
Docente. Este dispositivo fue muy bien acogido por la administración del MEN, 
pues la flexibilización laboral del magisterio y el establecimiento de taras a los 
ascensos encuadraban muy bien con los planteamientos de eficiencia en la 
gestión. Además, con base en las disposiciones contenidas en el decreto se 
generan niveles de evaluación a docentes y directivos docentes35 que, se suponía, 
debían redundar en calidad educativa.  
 
Por otro lado, se concreta el Decreto 230 en febrero del 2002. Este dispositivo es 
un contrasentido en términos de la calidad educativa y evidencia el marcado 
                                                          
35
 En el decreto se establecen tres tipos de evaluación, a saber: Evaluación de periodo de prueba, 
Evaluación ordinaria periódica de desempeño anual y Evaluación de competencias. Estas pruebas, 
relacionadas con momentos distintos de los docentes y directivos docentes se estructuran bajo el 
supuesto de que la calidad se mide a través de pruebas. Ese fenómeno no tiene lugar única y 
exclusivamente con los alumnos.  
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enfoque economicista que venía haciendo carrera y se va a consolidar plenamente 
con la puesta en marcha de la revolución educativa. Es en el artículo 9 de este 
dispositivo que se habla de un mínimo de aprobación del 95% del total de los 
educandos que finalicen el año escolar en un determinado curso. Las dinámicas 
de evaluación dejan atrás el horizonte cualitativo y pasan a ceñirse a las 
dinámicas cuantitativas ligadas a la eficiencia del sector. Más allá de la deficiente 
calidad de la educación, se ahorraron recursos y ese, realmente, era el objetivo.  
 
Con estas bases, la empresa de la revolución educativa halla un escenario más 
que propicio para echar a andar su proyecto modernizador. Es así que estos 
cimientos se van a ver fortalecidos con un despliegue normativo-jurídico que afina 
los puntos necesarios para que la dinámica del sector educativo se corresponda 
con la mentada eficiencia y con el logro de los indicadores económicos y, aunque 
de muchísima menos relevancia, educativos.  
 
Entonces, en este marco abordaremos la producción normativo-jurídica durante la 
puesta en marcha de la revolución educativa, asumiéndola como un proceso que 
está anclado a las dinámicas precedentes de producción normativo-jurídica. Ello 
implica que muchos de los dispositivos generados durante el periodo objeto de 
estudio están ligados a leyes marco como la 715 de 2001, la 115 de 1994, el 
Decreto 1278 de 2002 y el Decreto 230 de 2002. Si bien no se pueden asumir los 
nuevos dispositivos como simples brotes de las leyes precedentes, tampoco se les 
puede deslindar de su matriz.  
 
Adentrándonos en la producción normativo-jurídica que tiene lugar en el marco de 
la revolución educativa, iniciamos con lo relacionado con la cobertura. Aquí, vale la 
pena poner de presente que algunas de las medidas tendientes a incrementar la 
cobertura se generan con el aliciente de hacer más eficiente el sector educativo. 
Ese es el caso del Decreto 1850 de 2002. Este es el primer gran logro de Cecilia 
María Vélez y se relaciona con la reglamentación de la jornada laboral para 
docentes y directivos docentes. En este dispositivo se incrementan las unidades 
de clase, pasando de 45 a 60 minutos, además incidió en la reducción de 
docentes en las instituciones, al subir la carga docente de 20 a 22 horas. Así, una 
medida enfocada y orientada desde la eficiencia administrativa propia del talante 
neoliberal es, a la vez, direccionada al incremento de la cobertura.  
 
En línea con la anterior disposición, se genera el Decreto 3020 en diciembre del 
2002. Este dispositivo se ocupa, según el parágrafo del artículo 4, de concretar los 
parámetros de carga horaria contenidos en el Decreto 1850, materializando la 
reducción de la planta de personal de los colegios. Además, se da lugar a la 
asignación de alumnos por docente con un mínimo de 32 en espacios urbanos y 
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22 en rurales. Esto implicó más alumnos atendidos con menos profesores, 
resaltando que estos últimos pasan a tener condiciones de trabajo desfavorables. 
En una situación similar a la del decreto anterior, se genera ampliación de 
cobertura a partir de medidas administrativas ligadas a la eficiencia.  
 
Un dispositivo que se torna de la mayor valía es el Decreto 2230 de 2003, por 
medio del cual se reestructura el sector educación. En las funciones del MEN, se 
condensan los ejercicios de diseño de las políticas educativas y la generación de 
parámetros y lineamiento técnicos y administrativos bajo los cuales a de 
desplegarse la política educativa en los entes territoriales. Ello se conjuga con el 
hecho de que, en ninguna de las veinte funciones que se le asignan al MEN se 
incluye o relaciona ejercicio alguno de implementación de la política educativa. Se 
concreta una dinámica en la que el gobierno decide centralmente y los demás 
ejecutan. (Estrada 2004:21) 
  
Siguiendo con la cobertura, con base en una “adecuación” a la ley 21 de 1982, se 
decide, mediante la Resolución 277 de 2003, establecer como prioridad la 
generación de infraestructura hacia el incremento de la cobertura educativa. 
Además, en un parágrafo del artículo 2, se afirma que no serán elegibles los 
proyectos que incluyan financiamiento de planta docente o personal administrativo 
para la operación de la institución educativa.  
 
En tal resolución se aclara que las mejoras o construcciones de infraestructura se 
realizan a partir de la presentación de proyectos que no serán presentados por las 
instituciones sino por los entes territoriales dentro de los cuales se encuentran las 
mismas. Entonces, tenemos un escenario en el que la cobertura será ampliada a 
partir de la generación de nuevas estructuras pero no desde la prestación del 
servicio. Ello redunda en las dinámicas de contratación como eje estructurante del 
incremento de la cobertura. 
 
En la misma línea, en la Resolución 3350 de 2007 se establecen parámetros de 
definición de las dinámicas de cofinanciación de los proyectos de adecuación 
reconstrucción o dotación de estructuras afectadas por la violencia o desastres 
naturales. Si bien esta disposición va en la misma dirección de la anterior, fija 
parámetros más claros de elección y delimita los casos y montos para los 
proyectos.  
 
Ahora, lo que inicialmente se denominaba como subsidios a la demanda, se 
comienza a denominar como contratación del servicio educativo. En aras de 
regular tal contratación se producen varios dispositivos. El que cimienta las 
dinámicas de contratación es el Decreto 4313 de 2004, en el artículo 4 de este 
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documento se establecen las modalidades de convenio y concesión como los 
mecanismos bajo los cuales se podrá llevar cabo la contratación del servicio 
educativo.  
 
Por medio del Decreto 2355 de 2009 se reglamenta un tercer tipo de modalidad en 
la contratación del servicio educativo al establecer, en el artículo 4, la 
administración del servicio educativo con iglesias y confesiones religiosas. 
Además, en este decreto se fijan las pautas y mecanismos para la contratación del 
servicio educativo en las tres modalidades establecidas. Este Decreto deroga las 
disposiciones contenidas en el 4313 de 2004, dando lugar al marco jurídico por 
medio del cual se reglamenta la contratación del servicio educativo, otrora 
denominado subsidio a la demanda.  
 
Mediante la expedición del Decreto 2880 de 2004 se decantan los lineamientos 
básicos para la generación de cupos vía exenciones tributarias. Allí se establecen 
las dinámicas mediante las cuales se puede acceder a la exención del impuesto 
de renta mediante la inversión en cupos en preescolar, básica, media y educación 
superior. Así, el incremento de la cobertura educativa por medio de esta figura no 
sólo da resultados para el sector educativo sino también, y ante todo, para los 
indicadores de la confianza inversionista.  
 
En términos de la focalización, la ley 1776 de 2007 da cuenta de las dinámicas 
mediante las cuales la focalización de los recursos se concibe como una 
responsabilidad de los entes territoriales. Además, se da cuenta de la necesidad 
de diversificar las fuentes de financiación para los programas de alimentación 
escolar que se desarrollo en los territorios. En el artículo 17 de este dispositivo se 
aclara que las partidas nacionales para alimentación se asignarán en un 95% por 
equidad36 y 5% por eficiencia.  
 
En lo concerniente a la calidad educativa, mediante la expedición de la Ley 1234 
del 2009, el ICFES es reformado. En dicha ley se establecen las 
responsabilidades del ICFES y del MEN en el diseño, la implementación y 
evaluación de los exámenes de Estado, siendo estos el elemento central para dar 
cuenta de la educación que se imparte en la básica, media y superior.  
 
Entre las definiciones más relevantes está la relacionada con la obligación del 
MEN de generar planes de mejoramiento destinados a aquellas instituciones que 
                                                          
36
 En cuanto a equidad, el documento la define como el peso relativo que se asigna a cada entidad 
territorial de acuerdo con la matrícula de la vigencia anterior para la cual se realiza la distribución, 
certificada por el Ministerio de Educación Nacional, expandida por la dispersión poblacional 
o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE. (Art. 17)  
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no alcanzaron la media nacional (Art. 7). Además, en el artículo 12 se da cuenta 
de la potestad del ICFES como entidad responsable de la evaluación y, ligado a 
ello, la encargada de investigar las dinámicas de la calidad educativa en el país.  
 
En el marco de la emergente pertinencia37 educativa, se genera el Sistema 
Nacional de Formación para el Trabajo (SNFT) como un elemento de gran valía 
para las nuevas dinámicas en ciernes. Así, mediante el Decreto 2020 de 2006 y la 
posterior expedición de la Ley 1064 de 2006 en donde se da cuenta de las 
dinámicas de la formación para el trabajo y el desarrollo humano. Este es un 
dispositivo de la mayor valía, pues a partir de la relevancia de tal tipo de educación 
y del SNFT, se van a establecer crecientes nexos entre la básica y media y la 
articulación a este sistema. 
 
Esta serie de dispositivos normativo-jurídicos generan las bases sobre las cuales 
se mueven las distintas dinámicas de re-producción de la revolución educativa. Es 
necesario recordar que se asume la centralidad de los dispositivos normativo-
jurídicos en tanto acotan las posibilidades de la acción estatal y generen un marco 
de acción, delimitando lo posible y lo que no lo es.  
 
Ello es valioso en a medida en que las organizaciones de las entidades 
territoriales, en este caso la SED, tienen las limitantes propias de este marco. Las 
elecciones de las organizaciones territoriales pueden darse en el margen que deja 
la prefiguración del marco normativo-jurídico. En algunos casos como el de los 
subsidios existe la posibilidad de discrecionalidad que se elimina en cuestiones 
laborales y salariales, a modo de ejemplo.    
 
Las cotas que se desprenden del marco normativo-jurídico son  muy relevantes a 
la hora de asir el proceso de las políticas públicas pero, como lo planteara Rose, 
no son suficientes. Con base en ello, en el siguiente acápite pasaremos a ver 
algunos elementos que interactúan con los dispositivos normativo-jurídicos y 
permiten ver con más claridad el horizonte generado respecto de la política 
educativa.   
 
                                                          
37
 La emergencia de la pertinencia educativa, en tanto cuarto elemento orientador del campo 
educativo, está más relacionada con un giro discursivo en un contexto de acercamiento al derecho 
a la educación que con un replanteamiento de la concepción economicista de la educación. Ello se 
relaciona con la importancia del derecho a la educación en el Plan Decenal 2006-2016 y su 
horizonte discursivo. Este planteamiento será desarrollado a fondo en el acápite relacionado con el 
despliegue de los elementos estructurantes del campo educativo en el periodo objeto de estudio.  
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3.2. El vaciamiento de la educación. Reducción de lo educativo a los 
linderos de lo económico.  
 
En la línea de lo trabajado, el abordaje de la orientación de la educación y de la 
intervención estatal en este campo, remite a la pugna de diversos actores por 
generar una concepción de la educación que se cubra con el manto de la 
oficialidad provisto por el lugar privilegiado de enunciación del Estado. La 
educación se evidencia, a decir de Estanislao Zuleta, como un campo de combate.  
 
En Colombia, la Revolución educativa logró redimensionar el campo educativo a 
partir de la prelación del logro de objetivos con raigambre económica, otrora 
desligados del campo, pero ahora potenciados desde la concepción y el 
despliegue del gobierno nacional. Esto nos señala dos puntos concomitantes.  
 
En lo relacionado con la acción estatal en lo educativo, la re-producción 
argumental no se contentó con direccionar lo educativo hacia metas 
macroeconómicas sino que, además, preestableció las formas y los mecanismos 
de intervención idóneos para llevar a buen puerto las dinámicas educativas. Por 
otro lado, derivado de lo anterior, se genera una concepción de la educación y de 
lo educativo que se estructura con la centralidad de preceptos economicistas.  
 
Tal dinámica, se desplegó en el periodo 2002-2006 a partir del refuerzo y la 
consolidación de los elementos que definían la acción estatal en el campo 
educativo desde inicios de la década de los noventa: cobertura, calidad y 
eficiencia del sector educativo. Desde el 2006, al mencionado tridente se le 
adhiere la pertinencia educativa. En ese sentido, la revolución educativa se 
potencia con la puesta en escena de los pilares del paradigma de política social 
que emergió en la década de los noventa y con la previa estructuración del 
andamiaje normativo-jurídico e institucional necesario para el despliegue del 
neoliberalismo.  
 
Es, precisamente, en el marco de la consolidación del paradigma de política social 
que se configura un proceso de re-producción argumental que, ligado a preceptos 
de la ortodoxia económica, se genera una relación estructurante de sentido en dos 
niveles. Por un lado, el paradigma de política social, del cual es expresión 
fidedigna la Revolución educativa, se halla plegado a la emergencia y 
consolidación de todo un ordenamiento político-jurídico acotado y proyectado 
desde el neoliberalismo.  
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Por otro lado, la educación en tanto elemento central de la política social ha sido 
redefinida. Pasa a ser estructurada en y desde una visión economicista que, a su 
vez, tiene dos implicaciones. Primero, ubica a la educación como puntal en el 
proceso de acople entre la sociedad colombiana y la re-producción de capital 
humano, en dirección de afrontar los retos derivados de los “nuevos tiempos” 
económicos. Segundo, la educación misma se configura como un fenómeno 
asumido integralmente en y desde lo económico. Ello se ha venido fortaleciendo 
con el destellante despliegue de las tendencias administrativas ligadas a la Nueva 
Gestión Pública.  
 
Así, en esta parte del acápite se da cuenta de dos momentos. Inicialmente, se 
abordan las líneas gruesas de orientación de la educación re-producida en el 
concierto internacional. Acto seguido, se plantean algunos puntos relevantes para 
el abordaje de la política educativa, materializada en la revolución educativa, en 
Colombia durante el periodo objeto de estudio.  
 
3.2.1. La educación y su papel ante los retos en un mundo cambiante. La enunciación de 
lo educativo en el escenario internacional.  
 
En este trabajo se asume que las conexiones y los niveles de articulación ligados 
a la acción estatal desbordan, en mucho, el escenario concreto en el que se 
materializan las políticas públicas. Muy por el contrario, en un escenario de 
interconexión creciente y vertiginosa, hay dinámicas de entrecruce de actores y 
escenarios que remiten a diversos niveles territoriales pero inciden en las 
decisiones de actores locales y/o nacionales. 
 
En el actual contexto internacional, además de la interconexión, existen dos 
elementos centrales a la hora de “sugerir” soluciones políticas a los países: el 
endeudamiento presente y futuro y la condicionalidad. Ese es el caso del 
escenario internacional en donde, a través del posicionamiento discursivo y 
económico de organizaciones estatales y no estatales, se decantan “consensos” -
como el de Washington- acerca de la definición de determinadas líneas de acción 
estatal en sectores específicos. Dado el caso que nos ocupa, se abordará lo 
relacionado con el sector educativo.  
 
Con ello en mente, se yergue esencial iniciar recalcando la circulación de un 
discurso que, en pleno cambio de siglo, deja en claro que la concepción de política 
económica en boga es la única valedera. Esa verdad revelada halla resonancia a 
partir de, entre otros elementos, la producción generada desde las instituciones 
multilaterales. En esta dirección, vale la pena recordar el papel protagónico del 
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entramado institucional multilateral en la emergencia y consolidación del 
paradigma de política social.  
 
Tal ejercicio permitirá establecer los puntos que se configuran entre la concepción 
educativa que promueven y el contenido del paradigma de política social que 
impulsan en la región. En el marco de la reforma estructural del Estado, el 
paradigma configura una tendencia de subsunción de lo social y lo político en lo 
económico. El caso de la educación no es ni podía ser la excepción.  
 
Si bien hay diferencias, mínimas y relacionadas con el contexto, en lo establecido 
desde entidades como el BM, el BID y el PNUD, las semejanzas saltan a la vista y 
dejan entrever una clara línea de continuidad discursiva. En general, se promueve 
una concepción de la educación supeditada a las dinámicas económicas del actual 
régimen de acumulación.  
 
En un texto publicado en 1999, el BM delinea los nuevos retos que se imponen a 
los sistemas educativos de América Latina y el Caribe en el marco de los 
profundos cambios que se avizoraban para el siglo XXI. Aunque parezca un 
detalle de poca monta, es muy diciente el hecho de que un texto que aborda la 
situación de América Latina y el Caribe esté escrito en inglés.  
 
En ese documento se definen tres metas sociales interrelacionadas para los 
países de América Latina y el Caribe. Tales metas son: la provisión de personal 
calificado hacia el crecimiento económico, fomentar la cohesión social y promover 
la democracia y, por último, reducir las desigualdades sociales y la pobreza. 
(World Bank 1999:9)  
 
En línea con lo anterior, se afirma que “la educación reduce la desigualdad y la 
pobreza mediante la mejora de las competencias y de la productividad del 
conjunto de la población equipándole con las habilidades que se necesitan para 
adoptarse a los tiempos económicos inestables.” (World Bank 1999:16) Esta 
enunciación va ligándose más a la relevancia de las dinámicas económicas. La 
relevancia de estos planteamientos se potencia cuando se da cuenta del papel de 
misionero, que ha asumido el BM.  
 
Así, se afirma que “el Banco Mundial está en una posición ventajosa para apoyar 
el desarrollo y proveer conocimientos globales para soluciones educativas locales, 
particularmente en lo relacionado con la erradicación de la pobreza y el fomento 
del crecimiento económico”. (World Bank 1999:11) Efectivamente el BM ha sido un 
actor relevante en la concreción del acople entre las estructuras institucionales de 
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los países y las dinámicas políticas y económicas que se erigen esenciales para 
afrontar los cambios de “los nuevos tiempos económicos”.  
 
El BID, siendo otra organización multilateral con alto nivel de incidencia en la 
región, se preocupó en el año 2000 -curiosamente en simultáneo con el BM- por 
abordar la reforma de la educación básica y secundaría en América Latina. En un 
texto quedan consignados los planteamientos de tal institución respecto de la 
perspectiva y el horizonte de la educación en la región.  
 
El documento está atravesado transversalmente por la necesidad de generar 
dinámicas de crecimiento y desarrollo económicos que, enfatizan, deben darse 
con perspectiva de largo plazo. En este marco, la educación es abordada a partir 
de la identificación de sus potencialidades hacia la generación de dinámicas 
económicas de crecimiento. Ello se pone de presente cuando, para responder a la 
pregunta ¿Para qué se requiere la reforma educativa?, plantean que la educación 
es un catalizador de desarrollo. En esa dirección, se plantea que: 
 
El crecimiento económico bajo las nuevas condiciones requiere 
infraestructuras nacionales que incluyan, entre otros elementos, una fuerza 
de trabajo con sólidos conocimientos en lectura, matemáticas y ciencias, 
capacidad para solucionar problemas así como aptitud para la computación 
y la comunicación efectiva (BID 2000:6)  
 
Lo enunciado allí supedita claramente las dimensiones de lo educativo a la 
cualificación de mano de obra en un escenario de crecimiento de la economía. 
Ese rol conlleva la adopción de una serie de medidas que faciliten que la 
educación se masifique y tenga el énfasis mencionado. Allí, en la misma tónica del 
BM, el BID ofrece su decidida colaboración. En este sentido, se reitera el 
compromiso de otorgar préstamos para la educación y anticipa una expansión de 
sus actividades en el sector educativo (BID 2000:5) 
 
Finalmente, nos acercamos a los planteamientos del PNUD. Para esta institución 
que está al frente de la producción de los Indicadores de Desarrollo Humano, la 
educación es un elemento central. Desde el discurso democrático se da cuenta de 
la necesidad de superar la desigualdad y avanzar hacia sociedad más justa. Si 
bien el discurso de esta organización es menos frontal, también tiene un trasfondo 
económico fuerte.  
 
En el año 2003, el PNUD produce un documento que da cuenta de las dinámicas 
de evaluación de lo social que se han generado desde puesta en marcha de los 
Indicadores de Desarrollo Humano. En el texto se da cuenta de la relevancia de la 
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educación para el desarrollo humano. En el escrito se afirma que la educación 
sintetiza varias dimensiones del desarrollo humano y ello tiene muchísimo sentido.  
 
Ahora, las dimensiones que se resaltan son:  
 
Como capital humano es una medida de la inversión que la sociedad hace en las 
personas; como factor de producción, a través de la creación y utilización de las 
innovaciones, es el principal motor del crecimiento económico; cuando logra 
alcanzar a una masa crítica de la población contribuye a una mejor definición de 
las instituciones y de las reglas de juego; y como aumento de las potencialidades 
humanas permite que las personas accedan y disfruten de los bienes de la cultura 
universal. (PNUD 2003:67) 
 
De los cuatro elementos que, desde el documento, se ligan a la educación y el 
desarrollo humano sólo uno está concebido fuera del campo económico. Si bien el 
discurso del PNUD es menos marcado que el de las anteriores instituciones, 
coincide en la interpretación de lo educativo como signatario del sistema 
económico, sus lógicas y necesidades.  
 
Estos documentos son una muestra significativa del horizonte desde el cual se da 
cuenta de lo educativo por parte de las organizaciones multilaterales. Por más 
internacional, y por ello lejana, que parezca esta línea argumentativa, va a ser de 
vital relevancia para la reestructuración de los sistema educativos de la región. Por 
vía de préstamos, avales y certificaciones o coincidencia con élites nacionales, las 
instituciones multilaterales se han tornado en actores protagónicos de la 
configuración de las políticas locales y nacionales. 
 
Siguiendo a Estrada, podría decirse que las definiciones clave de las políticas a 
desplegar en los ámbitos local y nacional discurren por escenarios 
supranacionales. (Estrada 2006:253) Ello nos enfrenta a un escenario en el que lo 
social y lo educativo están supeditados a las dinámicas económicas nacionales y 
transnacionales. En esa misma línea, lo abordado nos acerca a un escenario 
internacional en el que lo educativo pasa a definirse y desplegarse desde el 
horizonte económico de la reforma estructural del Estado en curso.  
 
Ahora, la remisión a lo internacional es valedera en tanto permite dialogar y asir el 
impacto del accionar de las entidades multilaterales en las políticas nacionales. 
Más allá de hablar de un ejercicio de simple imitación, se termina gestando una 
fuerte sintonía entre las políticas y los direccionamientos educativos nacionales y 
los anteriores elementos, ligados a la re-producción discursiva desde la 
institucionalidad multilateral. Tal sintonía es muestra fehaciente de la re-
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producción del neoliberalismo como eje gravitacional de la política social y, por 
supuesto, educativa en Colombia.   
 
3.2.2. Elementos coadyuvantes en la configuración de la revolución educativa.  
 
En los albores del siglo XXI, con la elección de Álvaro Uribe Vélez se da lugar a la 
consolidación de todo un modelo que se había venido madurando desde 
gobiernos anteriores. Con la argumentación centrada en el combate al déficit fiscal 
se genera todo un reordenamiento institucional que se concreta en fusión de 
ministerios, reducción del gasto público y, por supuesto, la primacía de la 
austeridad como parámetro de definición del gasto público.   
 
En este panorama, la educación, la salud y la seguridad social pasan a estar en el 
centro de grandes negocios. Ello en un escenario en el que la huida del Estado se 
corresponde con la generación y/o expansión de mercados privados que -en el 
discurso- dejarán atrás la rigidez, la ineficiencia y la corrupción con que desde los 
noventa se signó lo público. Es así que la sisbenización y las dinámicas de 
privatización que venían haciendo carrera en la década anterior van a recibir un 
importante empellón por parte del gobierno nacional.  
 
Es así que la concepción de educación desplegada en la revolución educativa 
subsume lo educativo en las actuales dinámicas de acumulación, articulándolo al 
fortalecimiento de una economía en proceso de apertura y acoplamiento a las 
dinámicas del capital transnacionalizado. Esto es de vital importancia, porque con 
base en la mentada subsunción se generó un marco a partir del cual se definió el 
horizonte de la intervención del Estado.  
 
En esa dirección, en lo que respecta a Colombia, la articulación y el 
encauzamiento del sistema educativo hacia la consolidación neoliberal 
configuraron el horizonte de despliegue de la Revolución educativa en el periodo 
2002-2009. Ello desembocó en una enunciación de la educación que se deslinda 
claramente de ámbitos pedagógicos, culturales y hasta normativos pero que busca 
responder a las exigencias de los nuevos tiempos económicos. Así, termina 
estableciéndose un fuerte nexo entre la educación, y el sistema educativo en 
general, y el buen andar de la macroeconomía y las necesidades del desarrollo38.  
                                                          
38
Es innegable el peso que ha tenido durante el último medio siglo la concepción de “desarrollo” en 
tanto signataria del progreso de la humanidad. Ello debe ser asumido desde el horizonte construido 
por la incipiente comunidad internacional a mediados del siglo XX, destinado a delimitar el rumbo 
del desarrollo para aquellos países, a partir de allí catalogados como subdesarrollados, que hacían 
parte de lo que se dio en llamar el tercer mundo. Respecto de la noción de desarrollo y de su 
centralidad a la hora de asir las dinámicas de configuración y despliegue de la comunidad 
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No ha de sorprender a nadie que los planes sectoriales educativos enuncien, de 
manera reiterativa, que la educación ha de entenderse como un servicio de alto 
impacto, que ha de ser orientado al logro de economías “saludables” y estables  
macroeconómicamente hablando. Puntualmente, durante el periodo 2002-2009 la 
revolución educativa consolidó los tres elementos que caracterizaban la 
intervención estatal en el campo educativo. Ya en el plan sectorial 2006-2010 se 
abre campo la pertinencia como elemento emergente que viene a complementar la 
orientación condensada en el triangulo cobertura, calidad y eficiencia del sector.  
 
Con estos presupuestos en mente, el siguiente acápite dará cuenta del despliegue 
de lo educativo con base en la concepción economicista en la Revolución 
educativa. Ello mediante el abordaje del despliegue de los cuatro elementos que 
fungen como pilares de la intervención estatal en el campo educativo.  
 
3.3. La revolución educativa y su influjo economicista.   
 
La definición de las dinámicas de intervención estatal está atravesada 
transversalmente por discusiones de corte ideológico que buscan orientar las 
políticas por los andariveles de proyectos políticos en pugna. En el periodo 
abordado, la definición de los horizontes de la política educativa, en tanto política 
social, son de la mayor valía para potenciar o revaluar el proceso de reforma 
estructural del Estado que se había venido madurando décadas antes y que halla 
su corolario en la promulgación de la Constitución de 1991. 
 
Desde el gobierno de Cesar Gaviria se erigieron como pilares de la acción estatal 
en el campo educativo la cobertura, la calidad y la eficiencia. Ahora, durante el 
periodo objeto de estudio, si bien se mantienen tales elementos, su dinámica de 
despliegue y la emergencia de la pertinencia ponen de presente la especificidad 
de la Revolución educativa en tanto política orientada por las directrices de la 
reforma estructural del Estado.  
 
En este marco, es necesario plantear la relevancia de tres elementos que van a 
ser de vital importancia en la dinámica de re-producción argumental en el campo 
educativo. Primero, con la avalancha normativo-jurídica que se produce tras la 
Carta de 1991 se genera el escenario propicio para sentar bases sólidas para los 
planteamientos del paradigma de política social. Esta vertiginosa empresa halla 
                                                                                                                                                                                 
internacional respecto del “tercer mundo”, ver ESCOBAR Arturo, Capítulo II. La problematización 
de la pobreza: la fabula de los tres mundos y el desarrollo. Contenido en ESCOBAR Arturo, La 
invención del tercer mundo, Caracas, Fundación Editorial el perro y la rana. 2007. pp. 45-98.  
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uno de los objetivos principales en la retirada o abstención de la intervención 
estatal en materia económica, específicamente allí donde la “eficiencia” del 
mercado pueda sobreponerse a la onerosidad e ineficiencia propias de lo estatal.  
 
Es así que se asiste a la transferencia o la subcontratación de los servicios 
públicos al sector privado. Parafraseando a Bourdieu, asistimos a un escenario en 
el que bienes públicos como la salud, la vivienda, la seguridad, la educación y la 
cultura se convierten en bienes comerciales. (Bourdieu 2001:24) Tal forma de 
renombrar los bienes otrora provistos por organizaciones estatales, es de la mayor 
valía para asir el carácter economicista que se torna central a la hora de definir en 
qué y de qué manera debe intervenir el Estado. 
 
Segundo, en términos organizacionales, se asiste a la configuración de un 
contexto complejo en el que se entrecruzan y retroalimentan las dimensiones 
local, nacional y transnacional. Este escenario se materializa en la normalización 
de la carrera por eliminar el déficit fiscal y del permanente combate a la inflación. 
Estos dos elementos se convierten en generadores de fronteras de posibilidad 
para la acción estatal en todos los niveles. Además, tales límites están 
impregnados del influjo de las tendencias administrativas que asimilan el aparato 
estatal a una determinada empresa en su desenvolvimiento.  
 
Entonces, tenemos un panorama en el que se pueden distinguir tres aristas 
respecto de las dinámicas organizacionales y administrativas que se despliegan 
en el diseño y ejecución de la intervención estatal. Por un lado, tenemos 
organizaciones estatales que comienzan a diseñar y ejecutar sus procesos de 
intervención a través de los presupuestos de la Nueva Gestión Pública39.  
 
Por otro lado, avizoramos la conversión de bienes públicos en bienes de mercado 
supeditados, como cualesquier otro, a las dinámicas de persecución del máximo 
beneficio y el menor costo en un marco en el que los mercados privados se 
robustecen frente a la estructura estatal que languidece. Por último, las presiones 
y tendencias provenientes del escenario internacional se tornan cada vez más 
relevantes, privilegiando la confianza inversionista y el buen comportamiento del 
país respecto de sus cuantiosas deudas.  
 
                                                          
39
La Nueva Gestión Pública ha sido vital en la actualización de las tendencias gerenciales, 
configurando parámetros para que la dinamización de la administración pública se corresponda 
con la materialización de las reformas estructurales. Esta dinámica ha sido de vital relevancia para 
el despliegue del neoliberalismo, consolidándose como elemento definitorio de las dinámicas 
administrativas.  
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Así las cosas, en términos organizacionales nos enfrentamos a un escenario en el 
que la definición del accionar estatal en el campo educativo está ligada fortalecer 
las dinámicas derivadas de la reforma estructural en ciernes.  
 
Tercero, se distinguen dos momentos en la estructuración del campo educativo 
bajo la lente economicista. Inicialmente, durante el periodo 2002-2006, la 
organización del campo educativo se genera a partir del fortalecimiento de la 
cobertura, la calidad y la eficiencia del sector, que se han tornado centrales desde 
inicios de los noventa. Si bien estos ejes estructurantes de la acción estatal se 
mantienen durante el periodo objeto de estudio, van a sufrir modificaciones 
sustanciales en términos de su orientación y las dinámicas de intervención que se 
promueven. 
 
Posteriormente, en el periodo, 2006-2009, hay un refuerzo de la lógica 
economicista bajo la cual es abordada la educación. Se incluye un cuarto pilar de 
la intervención estatal en el campo educativo: la pertinencia. En tanto apéndice de 
la concepción de calidad esgrimida desde la primera fase de la revolución 
educativa, la pertinencia se va a posicionar como el elemento que da cuenta de la 
relación existente entre lo que se aprende y su utilidad en el actual contexto.  
 
Tanto en el primer como en el segundo periodo, el horizonte de lo educativo se 
ciñó a las dinámicas de crecimiento económico y estabilidad macroeconómica que 
se planteaban ineludibles desde el gobierno central. Ello es palpable cuando se 
afirma en el plan sectorial 2002-2006 que  
 
El desarrollo social y económico está directamente asociado al aumento de 
la productividad y esta última depende de la adecuada interacción entre las 
mejoras en tecnología y el crecimiento de la educación y de las habilidades 
de la fuerza laboral. (MEN 2003:10)  
 
Aquí tienen lugar transformaciones discursivas de gran valía. El ciudadano se 
transforma en cliente, el derecho a la educación -condenado a muerte- es 
sucedido por el acceso y el Estado pasa de prestador de servicios a regulador y 
contratante de la prestación de servicios. Con base en estos presupuestos, este 
acápite se despliega en cinco momentos.  
 
El primero da cuenta de la cobertura como ensanchamiento del mercado 
educativo privado. El segundo aborda la eficiencia del sector como elemento de 
reconfiguración de lo educativo intra y extramuros escolares. En el tercer momento 
se expone la concepción unidimensional de la calidad educativa como signataria 
de estándares internacionales. El cuarto momento despliega la pertinencia como 
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elemento central en la re-producción de mano de obra pertinente para el mercado. 
Por último, se arriesgan algunas consideraciones finales respecto de los cuatro 
elementos.  
 
3.3.1. La eficiencia del sector educativo. La raigambre economicista en el despliegue de 
lo educativo.  
 
La eficiencia es, sin lugar a dudas, uno de los dos puntos neurálgicos a la hora de 
caracterizar el proceso desplegado en y desde la Revolución educativa. Es más,  
la eficiencia del sector educativo es uno de los dos ejes transversales de la política 
educativa durante el periodo estudiado.  
 
Tenemos entonces en la eficiencia una concepción, de suyo, ligada a parámetros 
económicos y de gestión administrativa. El hecho de que se persiga la eficiencia 
de una organización, sea estatal o no, no debe levantar automáticamente ninguna 
aversión. Uno de los grandes retos de las organizaciones estatales es y debe ser 
la buena ejecución de recursos en dinámicas administrativas signadas por la 
legalidad y la transparencia. De allí que la discusión no se dirija a la eficiencia 
como salvaguarda de los recursos públicos sino a las dinámicas mediante las 
cuales la eficiencia pasa a entenderse como el acople entre el campo educativo y 
las dinámicas de austeridad fiscal propias del paradigma de política social 
neoliberal.  
 
Es en ese momento cuando se produce un desbarajuste, pues las dinámicas, el 
ambiente y los tiempos de lo educativo no pueden ni deben ser reducidos a una 
matriz de cálculo cuantitativo orientada al buen andar de la relación costo-
beneficio. No es casuístico que la eficiencia se torne relevante entrados los 
noventa, en el marco de la emergencia de la NGP y su enfoque gerencial. En 
estas líneas acerca de la eficiencia, veremos cómo la diversidad de lo educativo 
es traducida al lenguaje de la eficiencia y el cálculo económico inherente.  
 
En este sentido, no se puede echar en saco roto que en el plan sectorial 2006-
2010, tras cuatro años de dinámica eficientista, se torna central la eficiencia como 
eje articulador de la política educativa, permitiendo que se logren las metas en los 
otros campos definidos para la política educativa. En el documento se afirma que:  
 
La política de eficiencia está orientada a afianzar el proceso de 
descentralización, con fundamento en la modernización de la administración 
y la gestión del sector educativo en los niveles central, regional y local para 
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garantizar el logro de las metas que se han planteado en términos de 
cobertura, calidad y pertinencia. (MEN 2008a:49)  
 
En este trabajo se asume tal centralidad de la eficiencia como perjudicial en la 
medida en que traduce dinámicas referentes a espacios no-económicos a las 
necesidades y las lógicas de la gestión de recursos orientada central y casi que 
exclusivamente por la relación costo-beneficio. Veremos cómo distintos elementos 
del campo educativo son pasados por el cedazo de la eficiencia, trastocando la 
concepción de lo educativo y limitándola a un entendimiento marcadamente 
economicista.  
 
La idea que subyace a la eficiencia como eje articulador de la intervención estatal 
en el campo educativo es que, con los recursos disponibles se podía atender a la 
totalidad de la población en edad escolar. (Rodríguez 200:12) Así, el problema 
pasaba de ser la insuficiencia de recursos a ser la ineficiencia en la administración 
de los mismos, bajo el entendido de que eran suficientes para universalizar la 
cobertura educativa con calidad. Ese es un presupuesto ideológico implícito y que 
va a signar la política educativa.  
 
Entonces, tenemos dos paquetes de medidas ligados a la eficiencia del sector 
educativo: uno que no figura en los planes y documentos oficiales pero que va a 
ejecutarse con mano de hierro y otro que se asume desde los planes y 
documentos como eje estructurante de la gestión del MEN como cabeza del sector 
educativo nacional.  
  
De acuerdo con la primera serie de medidas, quizá el sector que fue el blanco 
predilecto de la ministra, desde que estuvo a la cabeza de la SED en Bogotá, fue 
el magisterio. Una de las dinámicas publicitadas a los cuatro vientos como 
promotora de la eficiencia fue la concreción de la asignación presupuestal por 
alumno atendido de la Ley 715 de 2001. Esta ley va a ser central para la 
reconfiguración del sistema educativo y su despliegue en los distintos niveles 
territoriales, aumentando sus responsabilidades sin el correspondiente incremento 
de ingresos.  
 
En torno a ello, la ministra afirmaba que producía un viraje en la ineficiente forma 
de asignación de los recursos por nomina y no por la cobertura lograda realmente. 
Allí se ponen de presente los “incentivos” de mantenimiento y expansión de la 
cobertura como promotores de la eficiencia (MEN 2003:9). Otra dinámica que se 
celebró como generadora de la eficiencia fue la dinámica laboral que se 
desprendió de la promulgación del Decreto 1278 del 2002. 
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Según la ministra, una de los mayores obstáculos, léase rigideces, era el sistema 
ascensos en el escalafón por antigüedad contemplado en el estatuto docente de 
1979. Pero las dinámicas derivadas de la puesta en marcha de este dispositivo se 
concretan en la flexibilización laboral de los docentes y el descredito de la carrera 
docente. Ello debido a la posibilidad de lograr ejercer como docente siendo un 
profesional que no haya recibido formación pedagógica ni en educación. Esta 
dinámica, que redundó en eficiencia administrativa tiene fuerte incidencia en la 
posibilidad de la calidad educativa por el impacto de la consolidación de plantas 
docentes desligadas de ejercicios pedagógicos.  
 
A la readecuación de los docentes mediante la promulgación del nuevo Estatuto 
docente, se le adhiere una reconfiguración de las cargas académicas y de la 
administración de los colegios en el marco de fusiones, cierres y concesiones de 
colegios públicos. La ampliación de la jornada contenida en el Decreto 1850 de 
2002 se ve reforzada con la generación de indicadores de atención por alumno 
mediante la expedición del Decreto 3020, donde se establece que la relación 
alumno docente debe ser en el espacio urbano 32 a 1 y en el rural 22 a 1.  
 
Ello implica que en los colegios de básica y media académica urbana por grupos 
se designaba una relación de 1.36 docentes por grupo y en lo relacionado con la 
media técnica, asciende a 1.73. Esto nos enfrenta a grupos de mínimo cuarenta 
estudiantes. Tal mínimo no puede ser franqueado pero, las más de las veces, el 
número de estudiantes excede lo planteado allí. Esta disposición se perfiló desde 
el inicio del periodo de Cecilia Vélez como una prioridad.  
 
Ello es palpable cuando afirma en el plan sectorial del primer periodo de la 
Revolución educativa que “debería tener lugar un esfuerzo metódico y riguroso 
para avanzar en procesos de reorganización que conduzcan a la obtención de 
indicadores alumno/docente, alumno/grupo, docente/grupo, ajustados a la realidad 
nacional y local.” (MEN 2003:16)  
 
Todas estas medidas ligadas a la concepción de la eficiencia como reducción se 
adherían a las dinámicas promovidas por el Decreto 230 en términos del 5% 
máximo de pérdida del año lectivo y con los acoples institucionales propios de los 
procesos de fusión y concesión de establecimientos públicos. Entonces la 
eficiencia caracterizada por un matiz claramente económico va en contravía de la 
calidad educativa.  
 
Tal dirección se evidencia en cuestiones como: salones con más de cuarenta 
estudiantes; plantas docentes reducidas, entrada en escena de la flexibilización 
laboral y ejercicio docente de profesionales sin las mínimas nociones 
89 
 
pedagógicas; entidades territoriales que van a seguir los diseños del MEN pero 
van a acrecentar sus responsabilidades sin el correspondiente crecimiento de 
recursos; indicadores de atención y cobertura que obvian la realidad extramuros 
de las escuelas y castiga a las instituciones por situaciones que se escapan de 
sus dominios.  
 
En segundo lugar, en términos de la política de eficiencia que se asume y 
estructura en los documentos y planes, se asumen la modernización de la 
estructura institucional en los niveles local, regional y nacional, el fortalecimiento 
de la gestión y el servicio y la generación de sistemas de incentivos al desempeño 
como los ejercicios orientadores de la eficiencia del sector educativo. No en vano, 
en los dos periodos de la Revolución educativa.  
 
Tal dinámica de modernización puede leerse en términos de la reducción 
estrepitosa de las plantas en las entidades del sector. No es casualidad que en los 
dos periodos se mantenga una matriz. Tanto en el primer como segundo momento 
de la Revolución educativa se mantienen cuatro iniciativas articuladoras de la 
eficiencia: modernización institucional del MEN y las entidades adscritas; 
modernización de las entidades departamentales y municipales; concertación de 
planes de gestión y desempeño y; la generación de un sistema de información 
para el sector educativo. (MEN 2003:16) 
 
Ya en el segundo periodo se establece que los planes de gestión y desempeño se 
orientarán mediante asesoría técnica para el fortalecimiento de los procesos de 
descentralización, planeación y reorganización del sector educativo (MEN 
2008a:56). Además se incluyen dos acciones relacionadas con la educación 
superior: modernización de la gestión de las instituciones de educación superior y 
el seguimiento y monitoreo del subsector de educación superior. (MEN 2008a:56)  
 
En términos de la reestructuración administrativa, se consolidó la contratación de 
terceros en varias áreas como atención al ciudadano, control interno y evaluación 
de candidatos apara la provisión de cargos, archivo y logística de eventos, entre 
otros. Ello se realizó, según el MEN, buscando mayor eficiencia y especialización 
pro parte de los operadores. (MEN 2010:51) En lo relacionado con la posibilidad 
de recoger la información necesaria para llevar a cabo la asignación presupuestal 
establecida en la ley 715 se generó, en julio del 2002, una serie detallada de 
parámetros que debían cumplirse desde los entes territoriales con el fin de 
acceder y gestionar los recursos de acuerdo con la cobertura. Este sistema se 
implantó en las secretarías y permitió el despliegue de lo contenido en la ley.  
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En similar tónica, la reestructuración de las secretarías municipales y 
departamentales tuvo lugar dadas las inminentes y profundas dinámicas de 
distribución de tareas y responsabilidades para los entes territoriales. Más allá de 
la condición concreta de los territorios, era necesario que se adecuara la 
estructura administrativa a las lógicas propias de la descentralización 
administrativa. Con dineros aportados desde el BID y en el marco de iniciativas 
que comprometían recursos de la nación 60% y de los entes territoriales 40%, se 
dinamizaron procesos de reorganización institucional.  
 
Tales proyectos se enfocaron en cuatro puntos básicos: diseño de procesos, 
tecnología y sistemas de información, gente y cultura y, por último, actividades 
complementarias. (MEN 2010: 64) Tales procesos se establecieron pero se les 
hace seguimiento en la medida en que las debilidades institucionales están a flor 
de piel. El mayor avance en sistemas de información refiere a la educación 
superior.  
 
En el marco de la reforma y del discurso de gobierno que tiene lugar durante el 
periodo objeto de estudio la eficiencia se tornó estructurante. Coincidiendo con 
Rodríguez, se puede afirmar que la eficiencia fue el programa bandera del 
gobierno, pues de su juiciosa ejecución depende en alta medida la suerte del 
programa de ampliación de cupos, algo así como el 53% en básica y media y 40% 
en superior. (Rodríguez 200:21) Esto da la pauta para hablar de la cobertura y su 
concepción signada por la eficiencia.  
 
3.3.2. La cobertura educativa como meta signada por la eficiencia del sector.  
 
La cobertura educativa ha sido, es y será uno de los pilares de la intervención 
estatal en educación en Colombia. Un hecho que resalta la relevancia de 
incrementar la cobertura es la alta tasa de analfabetismo, que al 2009 se situó en 
un 6.7%.(MEN 2010:110) Esta cifra evidencia las debilidades del sistema 
educativo a la hora de garantizar el acceso a la educación por parte de la totalidad 
de la población colombiana.  
 
Pero, más allá de la preocupante situación colombiana, la presión hacia el logro de 
cobertura plena en básica secundaría se ha posicionado en el escenario 
internacional como uno de los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio. Si bien 
hay coincidencia en torno a que el problema de la cobertura educativa está ligado 
a la imposibilidad de lograr que la población en edad escolar pueda acceder al 
sistema educativo, en cuanto a las formas y los mecanismos para lograr tal 
cometido, las propuestas y las posiciones son diversas.  
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El hecho de inclinarse por una u otra forma, antes que un acto de mera retórica, 
está ligado a la dinamización de parámetros de actuación del Estado en el marco 
de un determinado proyecto político. De allí que en Colombia se haya optado por 
solucionar los problemas de cobertura a partir del despliegue de los mecanismos y 
las herramientas coherentes con el avance del proceso de reforma estructural del 
Estado y el paradigma de política social que se genera en tal proceso. En nuestro 
país durante el periodo 2002-2009 se generó un abordaje de la cobertura 
educativa marcado por dinámicas eficientistas.  
 
Así, las soluciones a la problemática de la cobertura están íntimamente ligadas a 
los presupuestos de estabilidad macroeconómica y combate al déficit fiscal, que 
se han convertido en presupuestos insalvables de la acción estatal en todos los 
campos. Con estos presupuestos en mente, se expondrán los mecanismos que 
propenden por el incremento de la cobertura educativa, resaltando el fuerte influjo 
ideológico que subyace a los mismos.  
 
Con las definiciones normativo-jurídicas previas a la revolución educativa se allanó 
el camino para la concreción de financiación por vía de la demanda. Es más, la 
primera experiencia de tal modelo de financiación se condensa en el “piloto” 
dinamizado en Bogotá desde 1999, logrando el incremento de la cobertura 
educativa a partir de la generación de colegios en concesión y celebración de 
convenios con instituciones privadas. Vale la pena resaltar que la promotora de tal 
iniciativa, Cecilia María Vélez, iba a dejar la SED para pasar a ser Ministra de 
Educación durante el periodo 2002-2010.  
 
Ya en el marco de la revolución educativa, el MEN en cabeza de Cecilia Vélez, la 
financiación por vía de la demanda se va a convertir en el elemento neurálgico 
para incrementar la cobertura educativa. Es más, tiene lugar un giro discursivo, 
pues se pasa de hablar de subsidios a la demanda por concesión o celebración de 
convenios para referirse, desde el 2004 -por medio del decreto 4313-, a la 
contratación del servicio público educativo. En torno a este tema se produjeron 
seis dispositivos normativos entre leyes, decretos y directivas ministeriales. Una 
tendencia clara es el énfasis en la responsabilidad de los entes territoriales en la 
prestación del servicio educativo.  
 
De allí, que proyectos como los establecidos en el decreto 2355 de 2009, 
recalquen las dinámicas de cofinanciación como elemento ligado al fortalecimiento 
de la descentralización administrativa. Todos ellos enfocados a delimitar, cada vez 
más, las condiciones y las dinámicas relacionadas con la ampliación de la 
cobertura por medio del financiamiento a la demanda y la materialización de las 
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responsabilidades de los entes territoriales en la prestación del servicio educativo, 
concretando lo dispuesto en la ley 715 de 2001. Es necesario recalcar el nexo 
entre la búsqueda de la eficiencia y este dispositivo en particular.  
 
En un tema de gran valía, el plan sectorial 2002-2006 habla de la generación de 
640.000 cupos para población vulnerable como uno de los objetivos centrales en 
términos de cobertura. En dicho documento se deja en claro que los recursos con 
los cuales se va a llevar a cabo tal incorporación de población al sistema educativo 
se invertirán en dos modalidades: subsidios a la demanda y contratación de la 
prestación del servicio. (MEN 2003:10) Esta cifra equivale a casi el 45% del 
1´500.000 cupos que se proyecto como meta durante el gobierno 2002-2006.  
 
Ya durante el segundo periodo de gobierno, en la segunda fase de la revolución 
educativa se plantea otra modalidad para el incremento de la cobertura de la 
denominada población vulnerable. Se determina que en las zonas con alta 
concentración de población vulnerable y donde se reciba población en situación de 
desplazamiento se dará lugar a la construcción y dotación de 46 establecimientos 
educativos para beneficiar a más de 65.000 alumnos. La cuestión es que tales 
establecimientos serán administrados por privados bajo la figura de concesión con 
el desarrollo de proyectos educativos afines a las poblaciones atendidas. (MEN 
2008a:17)  
 
La definición de generar la administración por vía de concesiones y convenios no 
es gratuita ni casual. Ya en la resolución 277 de 2003 se establecía la 
imposibilidad de financiar planta docente y/o administrativa cuando de proyectos 
para la contratación del servicio público educativo se refiere. Ésta dinámica halla 
en su centro la prelación de la eficiencia como concepción economicista ligada al 
ajuste fiscal y al descargo de responsabilidades propias de la descentralización 
administrativa.  
 
Estas dinámicas ponen sobre la mesa la concreción de la alianza público-privada 
como base del aumento en la cobertura. Pero tal alianza no sólo va a tener lugar 
con instituciones nacionales. En la iniciativa denominada Programa de 
Alfabetización se concretaron alianzas con instituciones multilaterales como el BM, 
la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), la Comunidad 
Autónoma de Madrid, la Comunidad de Andalucía, la USAID, el Convenio Andrés 
bello, la UNESCO. Estas entidades apoyan técnica y financieramente proyectos 
focalizados en los territorios. (MEN 2008a:19)  
 
En este apartado sólo se abordarán los subsidios a la demanda o la contratación 
de la prestación del servicio público educativo sin pretender que estas hayan sido 
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el total de las disposiciones encaminadas al incremento de la cobertura educativa. 
El incremento de la cobertura se logró con la puesta en marcha de elementos más 
ligados a la eficiencia administrativa y a la reestructuración del sector educativo. 
La huella del proceso de reforma estructural por el que atravesaba el Estado 
colombiano es indeleble.  
 
Gráfica  1 Porcentaje de cupos contrato en oferta pública 
Fuente Elaboración propia basado en datos contenidos en MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL (2010). Revolución educativa 2002-2010. Acciones y 
lecciones, Bogotá, Ministerio de Educación Nacional.  
 
Así, la concepción economicista de la cual están impregnados los subsidios a la 
demanda y la contratación se conjugan con las dinámicas tumultuosas de los 
salones de clases, con la flexibilización laboral de los docentes y las 
precariedades que impiden que tenga lugar la permanencia en el colegio. En 
últimas, la tendencia de incremento de la cobertura educativa por esta vía (Ver 
gráfica número 1) nos ubica en frente de lo que Gentili tituló la universalización sin 
derechos, en el marco de una dinámica de “expansión condicionada.” (Gentili 
2009:36)  
  
Así las cosas, la expansión condicionada tiene tal condición porque las dinámicas 
presupuestales la condicionan. En cuanto a la cobertura, la cuestión no es, según 
los ideólogos de la reforma estructural, de más recursos sino de eficiencia en la 
gestión de los asignados. Ello se ve cuando la cobertura implica inversión en 
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infraestructura pero, en ningún caso, en planta docente o administrativa por el 
carácter oneroso e ineficiente de estos últimos rubros. Además, huelga resaltar 
que las dinámicas expuestas en torno a la cobertura comprometen seriamente las 
posibilidades de lograr una educación de calidad para la vida de las y los 
estudiantes.   
 
3.3.3. La calidad educativa: concepción economicista centrada en la competitividad.  
  
La revolución educativa nos acerca a la materialización de la calidad como 
elemento unidimensional ligado a las dinámicas economicistas propias de la 
consolidación del paradigma de política social. Además, por su contenido y las 
dinámicas a las que se da lugar desde la calidad, hace emerger la competitividad 
como el segundo eje estructurante de la política educativa.  
  
En las enunciaciones del gobierno, los dos periodos de la revolución educativa, 
conteniendo variaciones mínimas, nos acercan a una concepción de la calidad 
educativa como resultados de pruebas y generación de competencias. Ello es 
palpable cuando se asume que durante el periodo 2002-2006 la política de calidad 
educativa se re-produjo a partir de cinco proyecciones. Definición de estándares, 
evaluación de resultados, planes de mejoramiento, aprender de las experiencias 
exitosas y, finalmente, pertinencia.  
 
Es necesario poner de presente que si la calidad de la educación se va a medir 
por el desempeño en pruebas, es necesario saber qué se va a medir. En esto se 
dio por sentado que las evaluaciones deberían dar cuenta de las competencias. 
De allí que la primera y segunda iniciativa estuvieran, por decirlo de alguna 
manera, encadenadas. Desde el MEN se generó, desde el año 2002, un proceso 
de definición de estándares basado en competencias que permitió establecer los 
parámetros para el diseño y la implementación de las pruebas censales en básica, 
media y superior. (MEN 2010:16) 
 
En cuanto a los planes de mejoramiento, establecidos desde el contenido de la ley 
715, estos se conciben como mecanismos de gestión a distintos niveles40 que 
contienen las medidas a adoptar en aquellas instituciones en las que los 
resultados de las pruebas indican baja calidad educativa. Al año durante la 
                                                          
40
 En tales planes de mejoramiento se debe dar cuenta de la adopción de medidas tendientes a 
incrementar la eficiencia de la gestión directiva, académica, administrativa y financiera y de la 
comunidad. La concreción de tales medidas se debe dar en el marco de la escasez de recursos, lo 
que pone en vilo la materialización de lo contenido en los planes.  
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revolución educativa se generaron 14750 planes. (MEN 2010:157) Relacionado 
con la dinámica de la generación de planes, se socializaban experiencias exitosas 
internacionales y se dinamizó el Foro Educativo Nacional. Desde el 2003 se 
realizan foros que socializan las dinámicas en la apropiación de las competencias.  
 
Finalmente, la pertinencia, es concebida como el nexo entre la educación y el 
mundo laboral, hallando en la competitividad el concepto clave que concreta el 
estrecho vínculo. Si bien se enuncia la pertinencia educativa, las acciones 
orientadas a la calidad educativa durante el periodo 2002-2006 se enfocaron 
básicamente en la generación y socialización de los estándares de evaluación por 
competencias. La pertinencia terminó siendo más una cuestión de enfoque que 
cualquier otra cosa.  
 
Para el segundo periodo de la revolución educativa, la política de calidad se 
orientó lograr avances en cuatro puntos. Consolidación de un sistema de 
aseguramiento de la calidad, programas para el fortalecimiento de las 
competencias, desarrollo profesional de docentes y directivos docentes y, por 
último, el fomento de la investigación y la innovación. El primer elemento de gran 
relevancia es que la pertinencia educativa se deja de asumir en el marco de la 
calidad y desde el plan sectorial 2006-2010 se asume como el cuarto pilar de la 
revolución educativa, uniéndose a la cobertura, la calidad y la eficiencia del sector.  
 
Ahora, en cuanto al sistema de aseguramiento de la calidad, toma relevancia la 
reestructuración del sector educativo en 2003, pues allí se crea el Vice ministerio 
de educación superior, que va a ser vital en la configuración del sistema de 
aseguramiento de la calidad. Este sistema no está orientado a básica y media sino 
que remite a la educación superior, de allí que no se ahonde en él. El fomento de 
la investigación se desarrolla con énfasis en las dinámicas de la educación 
superior, por ello no se abordarán las políticas concretadas en torno a él.  
 
Pero, es de vital importancia un viraje en torno al papel que cumplen los docentes 
en el comportamiento de la calidad educativa. Si bien emerge el rol central de los 
docentes en la re-producción de la educación de calidad, los esfuerzos son 
limitados y están delimitados por el énfasis del sistema educativo. La formación 
docente que se impartió en cursos, presenciales y virtuales, de capacitación en 
competencias y en planes de mejoramiento. Entre el 2007 y el 2008 se 
capacitaron 636 docentes y directivos docentes en dos temas: Modelo pedagógico 
de enseñanza para la comprensión y la ciudadanía y Currículo de cultura de la 
legalidad. (MEN 2008b:11)  
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Si en términos de la eficiencia los docentes ocupaban un rol central siendo sujetos 
de medidas orientadas a la constricción del gasto, en lo relacionado con la calidad 
hasta el plan sectorial del 2006 no se asume la importancia de los mismos para la 
calidad educativa. Además, tal enunciación deja entrever el corto alcance de las 
iniciativas y de la concepción misma del rol de los docentes en torno a la calidad 
educativa.  
 
Tales concreciones del gobierno se dan en el marco de una orientación hacia el 
logro de educación de calidad. Pero, la cuestión que es claramente rebatible está 
relacionada con la concepción misma de la calidad educativa. La política de 
calidad, evidentemente insuficiente y precaria, está signada por el carácter 
unidimensional que desde el MEN se le ha conferido a la calidad educativa. La 
limitación de la misma al establecimiento de resultados en pruebas, bajo el 
entendido de que éstas miden el nivel de desarrollo de competencias durante su 
paso por el sistema educativo: competencias básicas, ciudadanas y laborales. 
(MEN 2003:24)  
 
En aras de asir las aristas que se articulan en la concepción unidimensional de la 
calidad educativa y su fuerte relación con la competitividad, es relevante tener en 
cuenta cuatro elementos. 
 
Primero. El objetivo del sistema educativo es la adquisición de competencias por 
parte de los educandos, concretando un fuerte vínculo entre la calidad educativa y 
la competitividad. En esta medida, la calidad se orienta desde el horizonte de la 
competencia en distintos niveles. Por un lado, la cuestión radica promover la 
competitividad como elemento central del capital humano colombiano, 
promoviéndolo al interior y, por supuesto, ubicándole en el concierto internacional.  
 
Ello, en clara consonancia con las dinámicas económicas de transnacionalización. 
De allí que las pruebas Saber midan la “calidad” de la educación al interior del país 
y que la situación colombiana sea abordada desde mecanismos internacionales 
como el Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación 
(LLECE). Esta univocidad resalta los resultados pero obvia los procesos a partir de 
los cuales se dan.  
 
Por otro lado, la educación misma cambia de concepción radicalmente a partir de 
la centralidad que adquieren las competencias en el proceso educativo. El campo 
educativo no se valora en tanto lugar de concreción de procesos educativos que 
remiten a estrategias pedagógicas y se encuentran sujetos diversos con intereses 
y sentires distintos. El proceso educativo se torna irrelevante. En su lugar se 
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posiciona la adquisición de competencias que estandarizan y uniforman a los 
diversos seres humanos que asumen el proceso de formación en la escuela.  
 
Es, precisamente, el desconocimiento de los procesos lo que desemboca en la 
omisión de elementos tan relevantes como la nutrición de los estudiantes, la 
adaptabilidad de los contenidos y las formas que adquiere el proceso de 
conocimiento a las condiciones de los estudiantes concretos, las estrategias 
pedagógicas para reforzar la potencialidades y suplir las carencias de aprendizaje, 
la formación continua del docente como pivote de a calidad y la generación de un 
ambiente amigable y propicio para la construcción de conocimiento. A la vez que 
desconoce lo contextual, afirma la evaluación como acción de cuantificación de las 
competencias adquiridas.  
 
Segundo. En el marco del acervo conceptual en el que tiene lugar, la calidad 
educativa no se piensa en una institución educativa sino en una empresa. La 
propuesta de la NGP ha calado realmente hondo. Cuando se aborda la calidad 
educativa se avizora un panorama en el que la competitividad es el eje 
estructurante y la eficiencia es la dinámica natural y única para asir el espacio. Ello 
no es nada raro o estrambótico cuando se habla de una empresa o cualquier otro 
tipo de negocio. Pero cuando se habla de una escuela si se evidencia un 
desajuste de importantes proporciones.  
 
El desajuste inicia con pasar por alto que el escenario educativo está compuesto 
por diversos sujetos que le dan vida. La diversidad de los educandos, sus 
particularidades y dinámicas de aprendizaje no son tomadas en cuenta. Es más, 
se obvian las condiciones en las que tales sujetos deben involucrarse en la 
relación educativa. Ahora, en torno a los docentes, estos no han sido ignorados 
pero cumplen un rol en el que las responsabilidades son inversamente 
proporcionales a las garantías y a las condiciones laborales.  
 
Estas condiciones denotan limitantes reales para la adquisición y, más aun, para 
la construcción de conocimientos. Además nos dejan ver que la calidad educativa 
se erige a partir de presupuestos y nociones externas al ejercicio educativo 
cotidiano. En esa medida, es necesario afirmar que la calidad no se edificó sobre 
la base de la capacitación docente sino que, por el contrario, se volvió a los 
estándares y a las evaluaciones homogéneas y sancionatorias. (Atehortua 
2006:128)  
 
Tercero. La revolución educativa nos enfrenta a una calidad educativa que inicia y 
culmina en el éxito o fracaso de las evaluaciones periódicas establecidas desde el 
orden nacional. Esta pacata concepción de la calidad educativa excluye, de tajo, la 
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relevancia y el peso de los procesos educativos en el marco de los cuales se 
genera el conocimiento. Ello halla su sustento en el vínculo ideológico que se 
establece entre la calidad educativa y la competitividad, resaltando los resultados 
como los instrumentos idóneos para reflejar y promover la competitividad y, desde 
ahí, establecer, de acuerdo con las cifras del escenario nacional e internacional, si 
se cuenta con una educación de baja o de alta calidad.  
 
Allí, se pasan por alto dimensiones pedagógicas y humanas que no son 
traducibles en términos de indicadores de eficiencia. Los exámenes, en tanto 
centro gravitacional y casi que único elemento de la calidad, permiten generar 
mediciones y establecer parámetros de evaluación para clasificar las 
competencias de las personas pero obvian procesos cognitivos y humanos vitales 
en el devenir educativo. Ello deriva en la supedición de la calidad educativa al 
influjo economicista del cual está impregnada la Revolución educativa.  
 
Cuarto. Para cerrar, urge decir que, más allá de lo planteado y estipulado por el 
gobierno, la calidad educativa se ve claramente afectada por el despliegue del 
accionar estatal en el campo educativo en un eje tan relevante para el gobierno 
como es la eficiencia del sector. Ello pone en evidencia la implícita estructura que 
se establece entre la especificidad de lo educativo y las dinámicas económicas a 
partir de las cuales debe funcionar el sistema educativo. En consonancia con los 
anteriores puntos, la revolución educativa nos acerca a la consagración del 
eficientismo neoliberal y la evaluación como panaceas para mejorar la calidad y la 
gestión. (Rodríguez 200:11)  
 
Si bien la concepción de calidad no se cimentó en torno a los docentes ni a las 
dinámicas re-producidas en el escenario educativo, la misma se estructuró en 
torno a la centralidad de la competencia. No sólo porque la educación se 
estructure en torno a la adquisición de competencias de diverso tipo -científicas, 
matemáticas, comunicativas, ciudadanas y laborales- sino también, y ante todo, 
porque el enfoque y la orientación de la educación halla en la competitividad, 
medida a partir de resultados en pruebas, un eje articulador.  
 
El despliegue de la intervención estatal respecto de la calidad educativa se 
relaciona íntimamente con el posicionamiento de la competitividad como eje 
estructurante de la revolución educativa. La calidad educativa, sea abordada 
desde la cotidianeidad de la relación educativa que propone la revolución 
educativa o desde le relevancia que adquieren las mediciones a las que se le 
constriñe tanto a nivel nacional como internacional, está atravesada 
transversalmente por la competitividad.  
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En últimas, las lógicas economicistas hacen que la calidad educativa sea una 
caricatura. Esto, incluso cuando se esgrimía que la educación debería ser de 
calidad para afrontar los retos y las dinámicas del mundo actual y sus constantes 
cambios.  
 
3.3.4. La pertinencia educativa: el puente entre la educación y las necesidades del 
modelo económico.   
 
Vale la pena iniciar resaltando que desde el 2006 la pertinencia se une a los tres 
elementos tradicionales -cobertura, calidad y eficiencia- de la intervención estatal 
en el campo educativo. Hasta el 2006, la pertinencia no era más una enunciación 
ligada, por demás tangencialmente, a la calidad educativa.  
 
Pero es debido a la convergencia entre dinámicas provenientes tanto de lo 
económico como de lo educativo que se yergue relevante la pertinencia de la 
educación. Esta va a ser definida, al igual que los anteriores componentes, desde 
una visión economicista que le concibe como el vaso comunicante entre el sistema 
educativo y las dinámicas y demandas del modelo económico. Tal nexo se 
estableció por medio de la generación de competencias, en este caso laborales. 
  
Por un lado, nos encontramos con que las dinámicas del aparato productivo 
hacían ingente la cualificación de mano de obra acorde a sus necesidades. La 
pertinencia y la calidad se separan en el marco de una creciente necesidad de 
adquirir competencias laborales que, de suyo, desbordan los resultados de las 
pruebas de conocimiento y los estándares edificados como pilares de la 
evaluación.  
 
En tanto la calidad se restringe a la evaluación, la pertinencia es la encargada de 
trazar el puente con el sector productivo al dar cuenta de la adquisición de las 
competencias laborales. Ello se deduce cuando, desde el MEN, se afirma que la 
educación, además de ser de calidad, debe asegurar que los estudiantes alcancen 
un desempeño ciudadano y productivo exitoso, para mejorar sus condiciones de 
vida y garantizar la competitividad del país. (MEN 2008a:39) Allí está plasmada la 
unidimensionalidad de la calidad, pues las competencias ligadas a la calidad no 
alcanzan a generar las herramientas y los conocimientos y/o las habilidades para 
lograr un desempeño ciudadano y productivo exitoso.  
 
Desde el MEN se afirma que la pertinencia educativa se ha concebido para que el 
sistema educativo forme el recurso humano que pueda responder al reto de 
aumentar la productividad y competitividad del país. (MEN 2008a:8) En este 
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panorama, la formación en competencias laborales es el centro de gravitación de 
la pertinencia educativa. La ligazón con el aparato productivo es tan fuerte como el 
énfasis economicista que se le imprime a la educación.  
 
Todo lo anterior se evidencia cuando en el plan sectorial 2006-2010, refiriéndose a 
las estrategias que concretarán la pertinencia, el MEN formula la “educación para 
la competitividad”. (MEN 2008a:40)  
 
Por otro lado, la concreción de la pertinencia educativa se da en el marco de toda 
una dinámica de articulación de la educación básica y media con la educación 
superior -técnica, tecnológica y universitaria- y con los sectores productivos. Ello, 
en el entendido de que el protagonismo en la pertinencia durante el periodo 2006-
2009 lo tuvo la educación superior,41 con énfasis en lo técnico y tecnológico. Aún 
en ese contexto el papel de la educación básica y media es muy relevante. Ello se 
deduce de las iniciativas que se emprendieron.  
 
En el cometido de acercar a los estudiantes a los escenarios productivos, se 
llevaron a cabo ejercicios de articulación de los últimos años de la educación 
media con instituciones de educación técnica y tecnológica. Estos buscan generar 
la apropiación de las competencias laborales básicas por parte de los estudiantes 
de la educación media. Al año 2008, se firmaron convenios de articulación entre 
colegios e instituciones de educación técnica y tecnológica, atendiendo a 167.240 
estudiantes de 1.695 instituciones educativas de educación media. (MEN 
2008b:14) Para el 2009, la cifra de beneficiarios de los convenios de articulación 
ascendió a 453.741. (MEN 2010:198) 
 
Una iniciativa relevante es la de promoción del bilingüismo. Allí, aunque se habla 
tanto de docentes como estudiantes, las acciones se han enfocado en los 
docentes. Hasta ahora no se han emprendido acciones orientadas a los 
estudiantes de básica y media. Se ha realizado una prueba diagnóstica a 13.234 
docentes en las que los resultados dieron cuenta del bajo nivel de los docentes. 
(MEN 2010:196) En esa misma línea, con la contratación de cursos presenciales, 
virtuales e inmersiones se formaron 3.486 docentes en nivel intermedio y 3925 en 
nivel intermedio-alto. (MEN 2010:196)  
  
Huelga resaltar que en el último tramo de la revolución educativa se evidencia la 
relevancia de la pertinencia educativa como puente entre la educación media y los 
sectores productivos. También se evidencia que la centralidad la tienen los 
                                                          
41
 Ello se evidencia en la generación de iniciativas como los CERES, el paso la educación no 
formal a Educación para el trabajo y el desarrollo humano y la creación del Observatorio Laboral 
para la Educación.  
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convenios de articulación de la educación superior dada su ligazón con el mundo 
del trabajo y con los requerimientos del sector productivo. Contrario a la tendencia 
de la calidad, la pertinencia tiende a incrementar su relevancia.  
 
A manera de conclusión, el fuerte nexo entre la pertinencia y la competitividad se 
evidencia en la ingente necesidad del sector productivo de generar competencias 
laborales en los estudiantes de básica y media. Las competencias laborales se 
tornan más relevantes que las tradicionales, ligadas a la calidad educativa.  
  
3.4. La eficiencia y la competitividad como PPO de la revolución educativa.  
 
Las dinámicas de re-producción argumental que tienen lugar en el despliegue de 
la revolución educativa nos ubican frente a la emergencia de conceptos que se 
tornan centrales a la hora de asir sus dinámicas durante el periodo 2002-2009. El 
establecimiento de PPO nos liga a un ejercicio argumentativo por medio del cual 
elementos particulares de tal política se convierten en ejes estructurantes sin los 
cuales no se puede dar cuenta de lo proyectado en y desde la política. 
 
Inicialmente, se dará cuenta de las dinámicas enunciativas que se desprenden de 
la revolución educativa. Posteriormente, se dará cuenta de la eficiencia y la 
competitividad como PPO de la revolución educativa y de lo que de allí se 
desprende.  
 
Así las cosas, es necesario iniciar recalcando que la revolución educativa nos 
acerca a un momento de redefinición y conceptualización de lo educativo a partir 
de la centralidad del paradigma de política social neoliberal. En torno a él se 
articulan las prácticas y los horizontes educativos. En términos de los horizontes, 
tanto la producción normativo-jurídica como las dinámicas institucionales marcan 
un derrotero indefectiblemente ligado a las políticas neoliberales.  
 
Ya en lo relacionado con las prácticas, la re-producción del campo educativo y las 
disposiciones respecto del mismo refuerzan concepciones de antaño, ahora 
potenciadas por el arraigo neoliberal. La cobertura, la eficiencia, la calidad y la 
pertinencia pasan por el cedazo de las concepciones económicas en boga y se 
redefinen desde allí. Tal redefinición se da en el marco de un entrecruce de 
lógicas y escenarios que se puede asir por la re-producción argumental que tiene 
lugar.  
 
El viraje concretado en la revolución educativa se materializa por la convergencia 
de herramientas normativo-jurídicas, organizacionales y políticas desplegadas por 
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élites intelectuales y tecnocráticas que configuran una política educativa y una 
concepción de la educación misma acordes al logro de los objetivos del proyecto 
neoliberal en Colombia. Tal concepción que emerge del entrecruce de tales 
dinámicas, dispositivos y escenarios halla en la eficiencia y la competitividad 
lugares ineludibles, en últimas se configuran como PPO.  
 
De allí se desprende que durante el periodo 2002-2009 la eficiencia y la 
competitividad son los conceptos estructurantes de la revolución educativa en 
tanto intervención estatal en el campo educativo. Si bien se habla a los cuatro 
vientos de los elementos a partir de los cuales se define la política educativa, los 
PPO aquí definidos dan cuenta de tales elementos en términos del sustrato 
ideológico del cual están impregnados y de la remisión a las lógicas que les 
estructuran.  
 
Como se explicó en el acápite anterior, la cobertura y la eficiencia del sector se 
articulan a las dinámicas eficientistas de intervención estatal en el marco de la 
consolidación del paradigma de política social neoliberal. La persecución de la 
eficiencia se convirtió en la dinámica por medio de la cual los tiempos, actores y 
dinámicas de lo educativo se vacían de contenido y pasan a supeditarse e las 
eficientes dinámicas de austeridad fiscal y descentralización autoritaria.  
 
Ahora, el nexo entre la calidad educativa, la pertinencia y la competitividad está 
sellado con tinta indeleble. Si desde la eficiencia se supeditó lo educativo a las 
dinámicas y los parámetros de lo económico, la competitividad configura el punto 
de inflexión en la transformación de lo educativo. Es con base en la competitividad 
que la relación educativa se estructura a partir de la prelación del buen andar de la 
economía en el sistema político en que se concreta la educación.  
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4. Re-producción del referencial de política del derecho a la educación en 
Bogotá en el periodo 2004-2009.  
 
Las administraciones distritales de la ciudad de Bogotá durante los periodos 2004-
2007 y 2008-2011 han propiciado un cambio de percepción frente a las dinámicas 
de las políticas sociales que se venían implementando tanto a nivel distrital como 
nacional. Este capítulo tiene como objetivo dar cuenta de las dinámicas que tienen 
lugar en la construcción del referencial de política articulado en torno al derecho a 
la educación en la política educativa de básica y media implementada en Bogotá 
en el periodo 2004-2009, siendo el mismo muestra fehaciente de un viraje en la 
concepción y el despliegue de la política educativa en Bogotá.  
 
En el periodo señalado se van a asir las dinámicas del derecho a la educación 
desplegadas en y desde la política educativa, enfocándose en la educación básica 
y media, que cubren del grado 1º hasta el grado 11º. Ello, porque los niveles de 
básica y media son vitales para las posibilidades y dinámicas de desenvolvimiento 
de una sociedad. En Colombia, en los últimos años se ha venido evidenciando la 
creciente importancia social y política de la juventud en las dinámicas propias de la 
sociedad contemporánea.  
 
De la mano de lo anterior, las dimensiones del referencial de política identificadas  
tienen en el derecho a la educación un elemento articulador. El abordaje del 
referencial se realizará mediante el análisis de producción documental estatal y 
no-estatal en torno a la política educativa de básica secundaría y media 
dinamizada desde la administración distrital de la ciudad de Bogotá en el periodo 
2004-2009.  
 
Tal información será analizada y abordada con el objetivo de dar cuenta de las 
formas argumentales y los usos de las mismas, asumiendo que no se analiza un 
texto determinado como producción aislada individual sino como un texto- red, que 
remite a diversos lugares y saberes que confieren sentido a la argumentación 
contenida en él. 
 
Los documentos a analizar son de diverso tipo y permiten rastrear distintas lógicas 
de argumentación desplegadas en el escenario de la política educativa. Por un 
lado, nos acercaremos a dispositivos normativo-jurídicos que dan cuenta de los 
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marcos de acotación de lo educativo en términos de la legalidad. También se 
abordarán planes, programas y proyectos que permitan rastrear lugares y 
concepciones de lo educativo desde el saber administrativo y la operacionalización 
de directrices de política.  
 
Asimismo, se revisarán informes de gestión que permiten evidenciar los 
resultados, logros e impactos de la acción estatal en el campo educativo. También 
se da cuenta de textos investigativos que permiten dar cuenta de dinámicas y 
argumentos que se tornan centrales en el abordaje de la política educativa distrital 
durante el periodo estudiado.   
   
El análisis de los diversos tipos documentales permite dar cuenta del referencial 
de política como un campo perceptivo conformado por diversas representaciones 
articuladas a saberes y prácticas de distinto tipo que se entrecruzan en las 
dinámicas de intervención estatal. De allí que no se trate de una construcción 
uniforme ni unidimensional sino que se aluda a perspectivas distintas pero 
interconectadas.  
 
Se dará cuenta de tres perspectivas interrelacionadas en la re-producción de lo 
educativo en el distrito en el periodo 2004-2009. Por un lado, se abordará la 
perspectiva programática, evidenciando el viraje en la concepción de la educación 
y de la intervención estatal respecto de la misma por parte de las administraciones 
2004-2007 y 2008-2011. En este campo, durante el periodo 2004-2009 se enuncia 
la educación como un derecho a garantizar a la ciudadanía y se asume la 
responsabilidad estatal de garantizarlo.  
  
Por otro lado, hay un viraje palpable en términos de la forma en la que se asume 
la intervención en el campo educativo por parte de las organizaciones estatales. 
Allí se modifican cuestiones de concepción del ámbito educativo y de la forma de 
intervenir en él. La educación se concibe como un proceso que va más allá de las 
aulas y que involucra a los diversos actores de la comunidad educativa en sus 
condiciones de vida cotidianas. Este viraje es de gran valía en tanto se asume la 
necesidad de intervenir tanto en los factores ligados al ejercicio educativo como en 
factores externos a la escuela pero constituyentes de la vida cotidiana de los 
actores involucrados.   
 
Tal cambio de horizonte deriva en la generación de configuración de planes, 
programas y proyectos que van a modificar sustancialmente el horizonte de re-
producción en lo educativo. Se propende por el fortalecimiento de la oferta pública 
de la educación, fortaleciendo la infraestructura pública y generando gratuidad 
educativa progresiva. Además, se despliegan dinámicas de intervención en 
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elementos, tradicionalmente asumidos como extraescolares, como la alimentación, 
el transporte y los útiles escolares. Vale la pena resaltar que allí tiene lugar uno de 
los cambios primordiales, pues se fortalecen los subsidios a la oferta, diezmando 
la financiación a la demanda, robustecida durante las anteriores administraciones.  
      
Finalmente, nos acercamos a la perspectiva normativo-jurídica, en donde los 
cambios, aunque no son de gran calado, revisten gran relevancia en el despliegue 
de la política educativa. En esta perspectiva es necesario resaltar las limitaciones 
distritales respecto del marco normativo que delimita la educación a nivel nacional. 
Las administraciones distritales generaron dispositivos normativo-jurídicos que, 
respetando el entramado jurídico de la nación, permitían desplegar una política 
educativa ligada a la centralidad del derecho a la educación. 
 
Los dos dispositivos normativo-jurídicos más importantes tienen que ver con la 
redefinición de las funciones de la SED en el año 2006 y la reestructuración 
organizacional de la misma en el año 2008. Tales esfuerzos vienen a 
complementar las acciones desplegadas desde diversos programas y proyectos, 
generando una cohesión de la institucionalidad respecto de la necesidad de 
adecuar su estructura y funcionamiento en torno a la garantía del derecho a la 
educación.         
  
Aún cuando estas perspectivas generan representaciones distintas, en las tres se 
destaca el derecho a la educación como un elemento de gran valía. Con base en 
lo anterior, se dará cuenta del derecho a la educación en tanto Punto de Pasaje 
Obligado (en adelante PPO), en tanto elemento central de gravitación de las 
discusiones, proposiciones e intervenciones de la política educativa en el periodo 
2004-2009. De acuerdo con lo anterior, este capítulo se desplegará en tres 
momentos.   
 
En un primer momento, se da cuenta del tinte economicista de la política educativa 
Bogotá durante el periodo 2001-2003. En un segundo momento se da cuenta del 
referencial de política en tanto marco cognitivo que se re-produce por medio de 
tres perspectivas distintas pero interactuantes. En un tercer momento se da cuenta 
de las dimensiones del referencial de política articulado en torno al derecho a la 
educación. En cuarto lugar, finalmente, se da cuenta del derecho a la educación 
como PPO de la política educativa de básica y media desplegada en Bogotá en el 
periodo 2004-2009. 
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4.1. El tinte economicista de la política educativa en Bogotá durante el 
periodo 2001-2003.   
 
Si bien hoy Bogotá destaca en el país por haber generado una política educativa 
asociada a la garantía del derecho a la educación, la misma surge en 
contraposición a la política educativa dinamizada desde las anteriores 
administraciones distritales y, por supuesto, a la dinamizada desde el orden 
nacional desde finales del siglo pasado.  
  
Esta tendencia, presente en el paradigma de política social dinamizado desde el 
orden nacional en el periodo 2002-2009, también se reprodujo en la ciudad de 
Bogotá en el periodo 2001-2003. De allí que el abordaje del periodo 2002-2009 
nos ubica en frente de tensiones y dinámicas de confrontación en torno a los 
horizontes y las acciones concretas de la política educativa.  
 
En este acápite se da cuenta de la ausencia del derecho a la educación en la 
política educativa distrital hasta el año 2003 y de la centralidad de la eficiencia en 
la estructuración de la política educativa en Bogotá durante el periodo 2001-2003.  
 
En este contexto, se dará cuenta de las dinámicas referentes a la administración 
distrital del segundo periodo de gobierno de Antanas Mockus. Durante la 
administración distrital del periodo 2001-2003 se hace palpable la necesidad de 
asumir la educación como un elemento central en la configuración de la ciudad 
como ejemplo productivo nacional y como una ciudad con proyección regional.  
 
En lo sucesivo se abordarán documentos producidos tanto por organizaciones 
estatales como no estatales que dan cuenta de la nula relevancia de los derechos 
humanos y del derecho a la educación para la administración distrital durante el 
periodo 2001-2003.  
 
Iniciamos abordando el Plan de Desarrollo “Bogotá para vivir todos del mismo lado 
2001-2004”, asumiendo que los planes de desarrollo evidencian el horizonte y la 
concepción de las administraciones frente a las dinámicas sociales que han de 
afrontar en el despliegue de su administración. En torno a este documento, vale la 
pena iniciar con una observación que, a primera vista, parece superflua y/o 
superficial pero que no lo es en absoluto. En los artículos 2 y 3 del plan, 
relacionados con los valores y principios que guían la ejecución del mismo, lo 
único relacionado con los derechos de la ciudadanía es: “Atender de manera 
igualitaria las necesidades ciudadanas como un reconocimiento a sus derechos y 
no como favores.” (Decreto 440 2001)  
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La tenue remisión en ningún momento asume la centralidad de los derechos de la 
ciudadanía ni las obligaciones estatales al respecto. De los quince numerales que 
se despliegan ese es el único que aborda, así sea indirectamente, los derechos de 
la ciudadanía. Reitero la importancia de ello en la medida en que tal omisión 
marca claramente el derrotero de dicha administración distrital respecto de las 
obligaciones estatales relacionadas con la garantía de los derechos.  
 
Tal tendencia expresada en los valores y principios se consolida cuando 
abordamos los objetivos del plan. Los siete objetivos establecidos versan sobre los 
siguientes temas: productividad, cultura ciudadana, justicia social, educación, 
ambiente, familia y niñez y gestión pública admirable. Ninguno de los objetivos 
evidencia la garantía o el ejercicio de los derechos de la ciudadanía como 
elemento de trascendencia para la administración.  
 
Ya en lo tocante a la educación, el objetivo establecido es “elevar el conocimiento 
y la capacidad de aprender de las personas, movilizando el potencial educativo y 
cultural de la ciudad, desde los objetivos del Plan.” (Decreto 440 2001 art 6) El 
camino se va delineando. El surco que se va generando desde las líneas gruesas 
del plan se va formando consistentemente cuando se aborda el capítulo 4, 
relacionado con el objetivo educación. Allí, la productividad signa el horizonte de 
re-producción de lo educativo. 
 
4.1.1. La fuerte conexión entre la educación y la productividad de los 
estudiantes.  
 
El derecho a la educación brilla por su ausencia tanto en las políticas como en las 
estrategias, planes, programas, proyectos y metas planteadas. A pesar de que no 
se enuncia el derecho a la educación, si se liga la misma a una condición del 
desarrollo económico. Ello se condensa en el artículo 22 donde se expresa que se 
debe “buscar que la educación contribuya a que los ciudadanos sean más 
productivos y felices.” (Decreto 440 2001:art22) 
 
Cuando asimos esta última sentencia en el marco de los objetivos y presupuestos 
propios del paradigma de política social desplegado a nivel nacional, podemos 
identificar una convergencia clara. Para empezar, podemos traer a colación el 
énfasis en competitividad y en educación para el trabajo que se había venido 
fortaleciendo desde la administración 1998-2001.La relación que se evidencia no 
es de poca monta, pues es posible percatarse de que la educación se va 
delimitando por los horizontes intrínsecos del mercado y en aras de la satisfacción 
de sus necesidades.  
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Tal relacionamiento deja entrever un punto neurálgico: si la educación es asumida 
como una herramienta orientada a la productividad, ¿ha de aplicarse otro rasero a 
la hora de juzgar las dinámicas y los presupuestos bajo los cuales se debe 
desplegar la acción estatal en materia educativa? La respuesta, fundamentada en 
las dinámicas gerenciales propias del pensamiento único, es que no. Las políticas 
deben ajustarse a los objetivos macroeconómicos y no pueden distorsionar las 
dinámicas tendientes a generar crecimiento económico y deben lograr la reducción 
del déficit por vía de la constricción del gasto público.  
 
Tal configuración va evidenciándose cuando, en el plan sectorial de educación, se 
establece que “en educación básica y media se han definido tres áreas 
estratégicas: cobertura referida al acceso y permanencia de los niños en el 
sistema educativo; mejoramiento de la calidad, y eficiencia y transparencia en la 
gestión del sector.”(Alcaldía Mayor 2001:4) Esto evidencia, a todas luces, que el 
dúo dinámico -calidad y cobertura educativa- presente en las disposiciones 
globales y en las nacionales, se refuerza con el elemento que vendría a configurar 
un tridente consolidado: la calidad, eficiencia y transparencia de la gestión. 
Cualquier parecido con la prelación de la eliminación del déficit fiscal no es, ni 
puede ser, mera coincidencia.  
 
La felicidad y la productividad de los ciudadanos requieren de medidas que 
garanticen que la educación recibida generará las condiciones necesarias para 
que ambas situaciones tengan lugar. Aquí se evidencia el punto de inflexión, 
asumiendo dos elementos palpables cuando se aborda la política educativa 
distrital. Primero, el derecho a la educación ni siquiera llega a ser mencionado; ello 
corrobora la dinámica global de dar cuenta de las urgencias y necesidades 
apremiantes en términos educativos esquivando, a toda costa, la enunciación y la 
generación de dinámicas orientadas a garantizar el derecho a la educación.  
 
En segundo lugar, la raigambre economicista salta a la vista. En el Decreto 440 de 
2001, por medio del cual se adopta el plan de Desarrollo “Bogotá para vivir todos 
del mismo lado”, se establece la vitalidad de la educación para:  
 
Fortalecer el capital humano y social mediante la formación de las personas 
en hábitos y conocimientos que los hagan competentes para cooperar e 
integrarse a los procesos productivos. Se potencia la participación de los 
jóvenes reconociendo su papel como tejedores de sociedad y apoyándolos 
en su inserción económica, social y cultural. (Decreto 440 2001:10)  
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En este contexto se configura el núcleo duro de la política educativa. El éxito de la 
misma radica en la dinamización del exclusivo dúo: cobertura y calidad educativa. 
Claro está que las dinámicas de persecución de ambos objetivos está signada por 
le eficiencia de la gestión. Con ese presupuesto, en el plan de desarrollo se 
establece como prioritario ampliar la cobertura y mejorar la calidad de la 
educación. (Decreto 440 2001:7)  
 
4.1.2. El protagonismo de la cobertura y la eficiencia en la estructuración de 
la política educativa distrital.  
 
Como se mencionó líneas antes, en el planteamiento de la política educativa se 
privilegian la calidad y la cobertura, concibiendo las mismas como ejes últimos y 
estructurantes de la política educativa. Pero en este escenario la cobertura y la 
calidad, al establecerse por fuera de los márgenes propios de la garantía al 
derecho, se ligan al despliegue de los mecanismos de acumulación. Ello es 
palpable en los mecanismos que se plantean para lograr las metas establecidas 
frente a ambos elementos. 
 
Como lo evidencia Pérez (2007), en su abordaje de las políticas educativas en 
Colombia, los planes sectoriales de educación a nivel nacional han enfilado 
baterías hacia la cobertura y la calidad educativa. A estos dos elementos 
privilegiados y que son hoy día el eje de gravitación de la política educativa 
desplegada a nivel nacional ha venido adhiriendo un elemento que hace que se 
pase de un dúo a un tridente: la calidad, transparencia y eficiencia de la gestión.  
 
Así, ahondando en el abordaje del plan sectorial, se plantean los mecanismos por 
medio de los cuales se va a ampliar la cobertura e incrementar la calidad 
educativa. En términos de cobertura se afirma que “se realizaran convenios con 
instituciones educativas privadas e instituciones con las cuales se suscriban 
contratos de concesión educativa.” (Alcaldía Mayor 2001:10) Este es un elemento 
central en la discusión que se despliega en el trabajo en torno a los instrumentos 
que se despliegan en le política educativa.   
 
En este marco, se establece la figura de los subsidios a la demanda como central 
en la concreción de la ampliación de la cobertura. Aquí sólo se hace mención a los 
subsidios a la demanda en tanto se abordarán profundamente en lo tocante a las 
administraciones 2004-2007 y 2008-2011 y a la configuración misma del 
referencial de derecho a la educación. Pero es necesario analizar y delimitar la 
eficiencia en la gestión. Ello, porque configura el tercer elemento privilegiado por la 
segunda administración distrital de Mockus.  
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Para iniciar, este elemento nos transporta a la década de los noventa y está entre 
los componentes privilegiados por la mirada de política social que se convierte en 
hegemónica desde la década de los noventa hasta nuestros días. Además, tiene 
un impacto que va muchísimo más allá de lo discursivo. Nos recuerda que el 
Estado puede invertir en gasto público de acuerdo con su capacidad económica y 
que es inminente avanzar en la eliminación del déficit fiscal por todas las vías y 
con todos los medios posibles.  
 
Del despliegue discursivo que tiene lugar en torno a la eficiencia en la gestión 
vamos a ahondar en las estrategias que se plantean para hacer más eficiente la 
gestión de la SED. Específicamente en lo relacionado con las instituciones 
educativas. Allí se plantea una disposición básica que se torna esencial para la 
dilucidación del papel de la eficiencia.  
 
Nos referimos a la estrategia que versa sobre la Implantación de procesos 
administrativos rediseñados. (Alcaldía Mayor 2001:20) Allí lo que se pone de 
manifiesto es la necesidad de lograr la fusión administrativa de instituciones 
educativas con el objetivo de ofrecer desde grado 1º hasta grado 11º y de reducir 
notoriamente los gastos de funcionamiento de las instituciones educativas más 
allá de las repercusiones pedagógicas y académicas que ello implique. Los 
procesos de reestructuración, fusión, cierre y convenios están a la orden del día 
en tanto permitan alivianar la carga presupuestal destinada al funcionamiento de 
las instituciones educativas.  
 
Lo anterior, grosso modo, nos quiere decir que la calidad y la cobertura sólo 
pueden tener los recursos y adquirir las dimensiones que la necesaria reducción 
del gasto público les permita manejar. Es mucho más que discursivo porque 
delimita lo que se puede o no hacer en términos de calidad y cobertura educativas, 
teniendo como referencia ineludible los recursos con que se cuenta. Ello en un 
contexto de férreo ajuste fiscal.  
 
De lo anterior se desprende que el dúo, que conformaban la calidad y la cobertura 
educativas, es realmente un trío que se sella con los ingentes esfuerzos 
orientados hacia la eficiencia de la gestión. Entre estos tres elementos se da una 
relación que es, por demás, fuerte. En este marco, vale le pena recalcar que la  
eficiencia es un elemento neurálgico en el despliegue  del paradigma hegemónico 
de política social desplegado desde el nivel nacional.   
 
A manera de consideración final, respecto de las dinámicas de la política 
educativa distrital de la administración distrital anterior al año 2004, se puede 
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afirmar que no existe siquiera enunciación del derecho a la educación y que la 
eficiencia se torna protagónica en la estructuración de la política educativa. 
También se evidencia un marcado énfasis economicista en el abordaje de la 
educación que supedita y limita las dinámicas y los alcances de la cobertura y la 
calidad educativas.  
 
Estas características marcadas de la política educativa que se identificaron 
durante el periodo 2001-2003 van a cambiar significativamente con el despliegue 
del referencial que se configura en y desde la política educativa en el periodo 
2004-2009.  
 
4.2. El referencial de política producido en la política educativa distrital 2004-
2009.  
 
Aunque el estudio de la política educativa distrital cubre el periodo 2002-2009, es 
necesario resaltar que hay una fractura en el año 2004. Tal ruptura hace que se 
aborden los cambios que tuvieron lugar en el periodo 2004-2009. Ello se sustenta 
en dos elementos: por un lado, la política educativa desplegada desde la 
administración distrital 2001-2003 y su antecesora concebían la educación desde 
la perspectiva economicista;  por otro lado, desde el año 2004 la política educativa 
experimenta un cambio significativo respecto del horizonte político que le alienta.  
 
En este marco, asistimos a un ejercicio de reconfiguración de lo educativo y de la 
intervención estatal en dicho campo, dando lugar a la generación de un horizonte 
de sentido que denota claras divergencias respecto de la política educativa 
dinamizada en las anteriores administraciones distritales y desde la administración 
nacional. Se genera así un referencial de política que da cuenta de perspectivas 
que resignifican lo educativo en tanto ámbito de intervención estatal.  
 
En este contexto, es muy importante recalcar dos elementos de gran valía. En 
primer lugar, tal campo perceptivo va a ser fundamental para trazar el despliegue 
de la intervención distrital en el campo educativo. Allí, es necesario plantear que 
“la toma de decisiones, la perspectiva de caracterización de los fenómenos, la 
enunciabilidad de los asuntos son el resultado de una imbricación que constituye 
este campo perceptivo.” (Lozano 2008:16)      
 
En segundo lugar, complementando lo anterior, el referencial permite asir tanto las 
dinámicas organizacionales y administrativas que tienen lugar en la concreción de 
la política educativa como, y ante todo, del ejercicio argumental que tiene lugar en 
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el desenvolvimiento de la misma. Es allí donde el derecho a la educación se torna 
protagónico.  
 
Con base en ello, se realiza un ejercicio de identificación de las dinámicas de la 
acción estatal y del acervo de ideas e imágenes que se re-producen en el 
despliegue de la política educativa. Partiendo de lo anterior, se rastreó la 
configuración y el despliegue del referencial de política en la política educativa de 
básica y media en Bogotá en el periodo 2004-2009 a partir del entrecruce de tres 
perspectivas.   
  
En primer lugar se dará cuenta de la producción normativo-jurídica que se 
desplegó en la política educativa durante el periodo 2004-2009. Posteriormente se 
abordará la perspectiva programática de la política educativa. En tercer lugar se 
dará cuenta de la concepción de lo educativo y los mecanismos de intervención. 
Finalmente, se planteará la relevancia del derecho a la educación como 
representación de gran valía en la configuración de las perspectivas que re-
produjeron el referencial de política.   
 
    
4.2.1.  La perspectiva normativo-jurídica en la configuración de lo educativo.  
 
A partir del abordaje de los dispositivos normativo-jurídicos re-producidos desde el 
orden distrital en torno al campo educativo se dará cuenta de las tensiones y 
continuidades respecto de la concepción de la educación y del rol del Estado en 
torno a la misma. La producción normativo-jurídica es central en el escenario de 
las políticas al delimitar las posibilidades y los límites de la intervención estatal 
mediante el parámetro de la legalidad.   
 
En ese sentido, vale la pena recalcar que si bien la administración distrital cuenta 
con autonomía y puede generar dispositivos normativo-jurídicos, está supeditada 
al marco normativo de la nación. La producción normativo-jurídica en la política 
educativa desplegada durante el periodo 2004-2009 no es abundante y la 
generación de leyes que reestructuren el campo educativo está subordinada a las 
limitantes establecidas por la normatividad nacional. 
 
Como se vio en el capítulo 2 la producción normativo-jurídica desde el nivel 
nacional es abundante y promueve una concepción economicista de la educación. 
Con el respeto a tal normatividad se va a desplegar la política educativa distrital. 
Podría decirse que no se producen muchos dispositivos pero se diseñan 
dinámicas de intervención para aprovechar el margen de acción que existe.   
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De allí que la autonomía del distrito no puede llegar a producir nuevos regímenes 
salariales ni prestacionales para el cuerpo docente, tampoco tiene facultades para 
modificar el estatuto de profesionalización docente. Asimismo, hay barreras en 
términos pedagógicos y administrativos que se derivan del orden nacional y no 
pueden ser reversadas por el distrito. Estas restricciones remiten a cuestiones 
centrales en términos de la política educativa que no pueden ser modificadas.        
 
Con base en lo anterior, si bien la producción normativo-jurídica no es abundante 
ni se generan nuevas leyes marco, si se da cuenta de un cambio en torno a la 
definición del rol protagónico del Estado en torno a la educación. Tal relevancia 
está dada por las obligaciones estatales que se asumen desde la existencia del 
derecho a la educación. 
 
4.2.1.1. La adecuación organizacional en torno al derecho a la educación.  
 
Como es bien sabido, por más que una nueva administración plantee y pretenda la 
renovación o un viraje radical en su accionar, la posibilidad del mismo ha de 
valorarse a la luz de lo que Pierson denominó como Path Dependence. La acción 
estatal, por más novedosa que se muestre, halla fuerte ligazón con las dinámicas 
y estructuras organizacionales que condicionan y limitan las posibilidades reales 
de concreción de las políticas. También en el campo de las políticas lo novedoso 
está atado, indefectiblemente, a lo pasado.   
 
Además de lo anterior, es necesario recalcar que la autonomía de las secretarías 
de educación está limitada por la normatividad re-producida a nivel nacional. Las 
palpables diferencias en la concepción de lo educativo deben ser gestionadas 
desde el distrito dentro del marco normativo que se opone a la generación de 
medidas que tiendan a garantizar el derecho a la educación. En este contexto, 
durante el periodo 2004-2009 tuvo lugar la reestructuración de la SED como 
organización líder del sector educación del distrito.  
 
En primer lugar, el Acuerdo 257 de noviembre del 2006 (Concejo de Bogotá 2006) 
da cuenta de los objetivos y de las principales funciones de las entidades 
distritales y de las funciones y los objetivos de de las entidades distritales. De 
acuerdo con el trabajo nos remitiremos únicamente a las disposiciones en torno a 
la SED. En el artículo 82, referente a la naturaleza, objeto y funciones básicas del 
sector educación en cabeza de la SED42, se establece que:  
                                                          
42
 Además de la SED, el sector está compuesto por el Instituto para la Investigación Educativa y el Desarrollo Pedagógico 
(IDEP) adscrito a la SED y la Universidad Distrital Francisco José de Caldas.  
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La Secretaría de Educación del Distrito es un organismo del Sector Central 
con autonomía administrativa y financiera que tiene por objeto orientar y 
liderar la formulación y ejecución de políticas, planes y programas para 
garantizar el derecho a la educación y asegurar a la población el acceso al 
conocimiento y la formación integral. (Concejo de Bogotá 2006:19)  
 
Esta enunciación es de gran relevancia dado que la normativa a nivel nacional no 
se refiere en momento alguno al derecho de educación. Tal enunciación va a 
constituir un punto central en la posterior dinámica de la SED como entidad a la 
cabeza del sector educación en la ciudad.  
 
Lo establecido en el acuerdo 257 sirve de base para lo que se va a promulgar 
mediante el Decreto 330 de 2008. Por medio de tal decreto se reestructura la 
SED. El objetivo de la entidad sigue ceñido a lo que se manifestó en el acuerdo y 
se reestructura la entidad de acuerdo con las necesidades para poder cumplir tal 
objetivo. En el decreto se dan algunos lineamientos importantes frente a las 
dinámicas de la SED, sus funciones y la generación de nuevas unidades 
organizacionales.  
 
Esta reestructuración tiene lugar en el año 2008 y permite ver un cambio 
importante en la forma en que se organiza la entidad en términos de dependencias 
y unidades organizacionales. Ver el organigrama. Si bien el órgano principal de la 
SED sigue siendo el Despacho de la Secretaría, se pasa de tener las 
Subsecretarías Administrativa, Académica y de Finanzas a tener las de 
Integración Interinstitucional, de Calidad y Pertinencia, de Acceso y permanencia y 
de gestión Institucional.  
 
El cambio relevante para el análisis del derecho a la educación es el de la 
creación de las Subsecretarías de Calidad y pertinencia y la de Acceso y 
permanencia, pues estas dos instancias administrativas hallan sentido cuando se 
aborda el derecho a la educación. Estos elementos permiten traer a colación la 
propuesta de Tomasevsky, en términos de asumir indicadores del derecho a la 
educación como: accesibilidad, asequibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. 
(Tomasevsky 2006)  
 
La delimitación de esos cuatro conceptos es de gran utilidad para aquellos 
gobiernos que consideren la educación desde la óptica de los Derechos Humanos, 
más no tienen la fuerza normativa de una directriz ni están supeditados a 
condicionalidad por parte de entidades nacionales ni multilaterales. Lo que pone 
de presente la enunciación de las cuatro Aes es que el asumir el derecho a la 
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educación implica para los estados obligaciones, siendo las mismas 
primordialmente económicas. Así las cosas, las cuatro Aes hacen un llamado al 
Estado en tanto garante de los derechos y plantea la necesidad de tomar las 
medidas pertinentes para que el derecho a la educación se materialice.  
 
 
Fuente: Organigrama Secretaría de Educación del Distrito extraído el 7 de julio del 
2012 de: 
http://www.sedbogota.edu.co/archivos/Nuestra_Entidad/reorganizacion/Organigra
ma%20SED.pdf  
 
Lo contenido en el Acuerdo 257 de 2006 y en el Decreto 330, evidencia que  las 
autoridades han asumido una perspectiva educativa basada en el derecho a la 
educación pues se han generado directrices distritales que desbordan la cobertura 
y calidad del servicio educativo. Estos componentes ahora son complementados 
por la permanencia y la pertinencia. Se asiste así a una convergencia entre la 
estructura administrativa y los  componentes del derecho a la educación.  
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La disposición de unidades organizacionales en la subsecretaría de Calidad y 
pertinencia y en la de acceso y permanencia evidencian un abordaje de lo 
educativo que desborda la concepción del acceso a la educación. Las 
proposiciones contenidas tanto el acuerdo como en el decreto delimitan el objetivo 
de la SED y el sector educación en términos del derecho a la educación.  
 
4.2.2. La perspectiva programática de la educación en el periodo 2004-2009.   
 
Las administraciones distritales de Bogotá durante el periodo 2004-2009 generan 
dinámicas discursivas que derivan en elementos programáticos que configuran 
una concepción de lo educativo que difiere de la dinamizada desde el nivel central 
nacional y desde las anteriores administraciones distritales. El rasgo más 
relevante es la centralidad del derecho a la educación en tanto eje gravitacional de 
la política educativa.  
 
En los planes de desarrollo y en los planes sectoriales de educación se esboza 
una concepción de la educación en tanto derecho, asumiendo las obligaciones 
estatales a la hora de garantizarlo. Dado que el derecho a la educación no es 
unidimensional y refiere tanto a condiciones materiales como a las condiciones 
pedagógicas y del proceso educativo, el avance en términos de acceso y 
cobertura se pone de presente la necesidad de ahondar en la calidad de la 
educación.   
 
En este sentido, durante el periodo 2004-2007 se da cuenta del derecho a la 
educación, poniendo de relieve la necesidad de disponer los recursos necesarios y 
diseñar planes, programas y proyectos que tendientes a garantizar el derecho. 
Desde el año 2008 se evidencia una perspectiva en la cual, a partir de los 
evidentes logros en cobertura, se hace hincapié en la necesidad de avanzar en el 
derecho a una educación de calidad.  
 
Tal perspectiva de lo educativo es referenciada en documentos de organizaciones 
estatales del distrito como ligada a la necesidad de abordar la educación como 
derecho. Un punto de referencia común a la hora de esgrimir la importancia de la 
educación como derecho es el contenido del informe de la relatora para el derecho 
a la educación de la ONU en el año 2003. En dicho informe se evidencian claras 
limitaciones de la política educativa en Colombia.    
     
Con base en lo anterior, este apartado se despliega en tres momentos. 
Iniciaremos con un informe de la ONU, realizado en el año 2003,  en torno a la 
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situación educativa en Colombia y que va a ser referenciado por la SED y otras 
entidades distritales. En segundo lugar, se dará cuenta de las dinámicas 
programáticas en el periodo 2004-2007, que dan cuenta del derecho a la 
educación como eje gravitacional de la política educativa. En un tercer momento 
se dará cuenta de la necesidad de avanzar en la generación de la calidad como 
componente esencial del derecho a la educación.   
 
4.2.2.1. Colombia y su lejanía respecto del derecho a la educación. 
 
“No existe un compromiso global para financiar la educación de todos los niños, se 
evita el término derecho a la educación y se utiliza acceso porque no conlleva las 
obligaciones gubernamentales correspondientes. El acceso abarca a la educación 
adquirida en el mercado libre o la financiada a través de la caridad.”  
Tomasevsky 
 
El derecho a la educación ha sido reconocido y se ha posicionado a nivel 
internacional como uno de los derechos fundamentales para acceder a otros 
derechos. Si bien no está considerado dentro de los derechos civiles o de primera 
generación, se agrupa dentro de los Derechos económicos, sociales y culturales 
(DESC) y su exigibilidad se fundamenta en la indivisibilidad de los derechos 
humanos.     
 
Ello ha derivado en la generación de diversos foros y espacios de reflexión en los 
que se han constituido estructuras que velan por la garantía del derecho a la 
educación, generando diversos instrumentos y pactos que generan obligaciones a 
los estados respecto de la garantía de los derechos. En la mayoría de los casos 
nos enfrentamos a recomendaciones, que pueden o no ser seguidas por los 
gobiernos, y no a obligaciones y compromisos claros de los estados.     
 
El derecho a la educación, antes que excepción confirma la regla. Las discusiones 
referentes al mismo son de vieja data y han dado lugar a distintas iniciativas43 
tendientes a lograr la garantía del derecho a la educación en los distintos países. 
En este caso, abordáremos el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en 1966 y que entró en vigencia en 1976. Este acuerdo tiene lugar en 
1966, bajo la figura de un acuerdo multilateral que se concretó en el marco de la 
Asamblea General de Naciones Unidas mediante la expedición de la resolución 
2200 A. 
                                                          
43 Otros escenarios de discusión y reflexión en torno al derecho a la educación son Educación Para 
Todos (EPT) en Tailandia en 1990, los Objetivos del Milenio en el año 2000.  
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Vale la pena resaltar que Colombia adhiere a este acuerdo en el año de 1976. 
Pero, también es necesario recalcar que en el marco de la tendencia a la 
desaparición de los derechos del escenario de las políticas públicas, Colombia no 
firmó el Protocolo Facultativo del Pacto que se generó en la Asamblea General de 
Naciones Unidas en septiembre del 2009.  
 
En tal documento uno de los puntos clave es el contenido en el preámbulo 
donde se enfatiza en la “universalidad, indivisibilidad, interdependencia e 
interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales” y, 
además, recuerda que “cada uno de los estados partes en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante 
denominado el Pacto) se compromete a adoptar medidas, tanto por 
separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de 
que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la 
plena efectividad de los derechos reconocidos en el Pacto.” 44 
 
En dicho pacto se reconoce el derecho a la educación y se hace explicito el papel 
protagónico de los gobiernos a la hora de trazar la hoja de ruta hacia la concreción 
del mismo, siendo los principales responsables de emprender acciones y destinar 
recursos para revertir las situaciones desfavorables y dar lugar al pleno goce de 
los derechos por parte de la ciudadanía. Se asume, entonces, que es el Estado el 
garante de los derechos de la ciudadanía y el hecho de que Colombia no firme el 
protocolo se relaciona con su renuencia a asumir las políticas educativas como 
orientadas a la garantía del derecho a la educación.  
 
Ello se reafirma en un informe para la Comisión de Derechos Humanos de la 
Organización de Naciones Unidas realizado por la relatora especial para el 
Derecho a la educación, Katarina Tomasevsky, respecto de la situación educativa 
en Colombia y China en el año 2003. Si bien este documento no tiene carácter 
vinculante ni genera obligaciones respecto de la política educativa a los gobiernos 
chino y colombiano, sí evidencia fenómenos problemáticos de la política educativa 
en ambos países y produce recomendaciones en torno a las mismas. 
 
Este documento es relevante en tanto nos acerca a dos dinámicas de gran valía 
para el diseño e implementación de la política educativa. En primer lugar, da 
                                                          
44
RESOLUCIÓN A/RES/63/117 ADOPTADA EL 10 DE DICIEMBRE DE 2008. Consultado el 11 de enero de 2012 en  
http://www.derechoshumanos.net/normativa/normas/2008-
ProtocoloFacultativoPactoDerechosEconomicosSocialesyCulturales.htm  
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cuenta de una tendencia a obviar las obligaciones estatales en torno a la 
educación y supeditar las políticas educativas a preceptos económicos. El informe 
pone de presente la crítica situación del derecho a la educación en China y 
Colombia, resaltando que en ambos países la política educativa se orienta con 
base en preceptos economicistas que pasan por alto las obligaciones estatales en 
torno al derecho a la educación.  
 
Tal tendencia, resalta la autora, deriva en una clara contradicción entre las 
políticas dinamizadas y la garantía de los derechos, en este caso del derecho a la 
educación. En esa dirección, trayendo a colación a Samuelson, afirma que las 
garantías constitucionales son irrelevantes cuando entran en conflicto con las 
recetas de los libros de texto de economía. (Tomasevsky 2004a:7) 
 
La preponderancia del acceso a la educación en los documentos internacionales 
ha venido a suceder al derecho a la educación. Ello implica un viraje importante en 
términos de la dilución de las obligaciones estatales que implican los derechos. En 
palabras de Tomasevski “La expresión "acceso a la educación" difumina la 
diferencia entre una educación gratuita y una educación accesible sólo mediante 
el pago de un derecho de matrícula; esta diferencia es esencial desde la 
perspectiva de los derechos humanos porque el libre comercio no contempla 
ninguna salvaguardia para los derechos de los pobres.” (Tomasevski 2004a:7) 
 
En el informe se pone de presente la configuración de un panorama en el que, 
como nunca, se evidencia que el control del vocabulario es un arma, no una 
cuestión de estilo. (Tomasevski 2004a:7) En este sentido, se evidencia que el 
derecho a la educación no es un elemento tenido en cuenta a la hora de diseñar e 
implementar la política educativa y que, en su lugar, se evidencia la centralidad de 
términos ligados al argot económico como acceso y financiación.  
 
En segundo lugar, resalta que el cambio de términos desemboca en un escenario 
en el que los recursos públicos destinados para la educación no son suficientes. 
En ambos países tal situación se da en un contexto en el cual se evidencia una 
prioridad en términos de gasto militar en las asignaciones presupuestarias. El 
hecho de que no se dispongan los recursos suficientes para garantizar el derecho 
a la educación genera barreras económicas que impiden que la niñez de familias 
pobres pueda educarse. Ello debido a la existencia de cobros por derechos de 
matrícula que no pueden ser solventados por las familias pobres.  
 
En el informe se evidencia una gran preocupación dado que no hay una estrategia 
para eliminar los cobros de esos derechos en la enseñanza primaría y garantizar 
la escolaridad de la niñez independientemente de la capacidad adquisitiva de su 
familia. Esta dinámica es contraria a la normativa internacional de derechos 
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humanos, en donde se establece la necesidad de priorizar la realización de los 
derechos humanos. (Tomasevsky 2004a:5)  
 
En este marco, el informe pone de presente la necesidad de generar políticas que 
se sustenten en la existencia del derecho a la educación. Ello implica un cambio 
de orientación en términos de la intervención estatal en el campo educativo. Se 
establece que “la base del derecho a la educación es un sistema en el que la 
educación sea gratuita en los lugares donde se imparte, como ejercicio de un 
derecho y no en función de la capacidad de cada uno para costeársela” 
(Tomasevsky 2004 a:6)  
 
La Relatora aboga por una educación basada en los derechos dado que amplía la 
importancia de los datos cuantitativos y de los objetivos internos de la educación, 
que deben abarcar a todos los derechos de todos los agentes clave en la 
educación, desde el punto de vista de la enseñanza, el aprendizaje y la 
socialización. (Tomasevsky 2004a:23)  
 
Si bien el informe se realizó a partir de una visita de la relatora a Colombia y sus 
recomendaciones iban dirigidas al gobierno nacional, las mismas no fueron 
tenidas en cuenta hasta el año 2010. En la misma línea, la negativa a la firma del 
protocolo facultativo del PDESC por parte del estado colombiano da cuenta de una 
tendencia en la cual las políticas educativas se distancian de la garantía del 
derecho a la educación.  
 
A pesar de ello, los conceptos y las recomendaciones del informe y otros 
documentos de la relatora van a ser utilizados por las organizaciones estatales del 
distrito en la configuración de la política educativa durante el periodo 2004-2009. 
Asimismo, desde la administración distrital se asume la centralidad de las 
organizaciones estatales como garantes de los derechos en general y del derecho 
a la educación en particular. Ello va a evidenciarse en los planes sectoriales y en 
la re-producción programática de la administración distrital respecto de lo 
educativo.  
 
4.2.2.2. La educación asumida en tanto derecho.  
 
Las proposiciones de la administración distrital desde el año 2004 están signadas 
por un horizonte de sentido que no es nada común en nuestro país. Las 
enunciaciones dan cuenta de innovación, al ligar la política pública a los derechos 
de la ciudadanía y reconocer las obligaciones estatales inherentes. Así las cosas, 
iniciamos dando cuenta de las dinámicas que tienen lugar en el Plan de desarrollo 
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de la administración distrital para el periodo 2004-2007. (Alcaldía Mayor 2004a) 
Este documento y su remisión a la administración distrital y sus funciones nos 
permiten dilucidar una primera imagen de los derechos de la ciudadanía.  
 
Se parte de un escenario de complementación entre los avances necesarios para 
consolidar una ciudad moderna, pero se va más allá, ligando la pertinencia de una 
gran infraestructura a la construcción de ciudad desde la garantía de derechos. En 
el documento se afirma que:  
 
“este plan de desarrollo (…) proyecta la construcción de una ciudad 
humana a través de un gran esfuerzo orientado a garantizar el derecho al 
alimento, la salud y la educación, al trabajo digno y a la igualdad de 
oportunidades. En este sentido el plan “Bogotá sin indiferencia” busca hacer 
realidad el Estado Social de Derecho al que hace referencia nuestra 
Constitución Política.” (Alcaldía Mayor 2004a:9) 
 
Esta corta remisión nos ubica frente a lo que, desde el gobierno nacional y varias 
instituciones multilaterales, sería algo, por decir lo menos, herético. Ya vimos que 
desde el orden nacional los derechos no son un lugar común cuando de hablar de 
la acción estatal se trata. Yendo más allá, los derechos que se ponen sobre la 
mesa son, en su mayoría, derechos de segunda generación. Para el gobierno 
colombiano, como se vio en el caso del Protocolo del PIDESC, tales derechos no 
cuentan con relevancia.  
 
Ahora, nos acercáremos al Plan Sectorial de Educación, Bogotá: Una gran 
Escuela. De entrada, en la argumentación de este documento se advierte la 
presencia fuerte de un enfoque de derechos. Así, tras ilustrar la pertinencia del 
plan sectorial y su relación frente al Plan de Desarrollo Bogotá sin indiferencia se 
ponen de presente los objetivos del plan para el periodo de gobierno. 
Estableciendo un objetivo general: 
 
El objetivo central de este plan es desarrollar una política educativa que 
responda a los retos de una Bogotá moderna, humana e incluyente, que se 
proponga la vigencia plena del derecho a la educación y el fortalecimiento 
de la educación pública, que cualifique y mejore la calidad de la educación, 
que construya y fortalezca múltiples redes de tejido social solidario, que 
contribuya la consolidación de una democracia basada en el reconocimiento 
de la diversidad, que genere dinámicas sociales incluyentes y que 
contribuya a la reducción de la pobreza y a una mayor equidad social. 
(Alcaldía Mayor 2004b:9)  
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Este objetivo general está en la misma línea de lo esbozado en el Plan de 
Desarrollo de la ciudad. Aquí se concreta un elemento novedoso: la política 
educativa debe contemplarse y desplegarse en aras de la vigencia plena del 
derecho a la educación. Haciendo gala del espectro democrático en el cual se 
inscribe el partido de gobierno, el distrito marca una clara diferencia frente a lo 
estipulado en lo nacional y en las administraciones antecesoras en el escenario 
distrital.  
 
En el mismo documento se plantean siete objetivos específicos. Estos antes que 
aislar la educación y replegarla sobre sí misma, la ponen a jugar como escenario 
central en las dinámicas democráticas de la ciudad. De allí que los objetivos 
planteados ligan el sistema educativo y su devenir al avance hacia una ciudad en 
la que se realice el espectro democrático y multicultural que se configura en el 
influjo garantista de la constitución de 1991. Por pertinencia, se dará cuenta de 
tres de los siete objetivos:  
 
-“Dar pasos efectivos para combatir la pobreza desde la educación. Esto 
significa asegurar el acceso y permanencia de niños, niñas y jóvenes en el 
sistema educativo, y crear condiciones favorables para su desarrollo y la 
formación, intelectual, moral y física.  
 
-Contribuir a la formación de una deliberante y participativa. Las escuelas 
brindaran los espacios y prácticas pedagógicas adecuadas para que la 
democracia se convierta en la forma privilegiada de relacionarse y 
regularse.  
 
-Contribuir al desarrollo de una educación de calidad en la cual niños, niñas 
y jóvenes aprendan más y mejor, mediante la transformación pedagógica 
de la escuela y la renovación de los planes de estudio, las prácticas y los 
métodos de enseñanza, y el uso adecuado del espacio y el tiempo escolar.” 
(Alcaldía Mayor 2004b:9)  
 
Un cuarto objetivo específico, que se resaltará es el que versa sobre la inserción 
de los jóvenes en el aparato productivo, yendo más allá de él mismo y ubicándolo 
en el contexto social y sus necesidades. El objetivo reza: “Contribuir al desarrollo 
de una ciudadanía deliberante y participativa y aportar al desarrollo de una 
sociedad productiva a través del fomento del espíritu científico, la creatividad y la 
apropiación crítica de la tecnología.” (Alcaldía Mayor 2004b:10)  
 
Como vemos, en los objetivos se esboza una educación que trata de tomar al ser 
humano en su complejidad, de promover la potenciación de los sujetos a partir de 
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sus fortalezas y de la importancia de lo social y lo político. Pero es de anotar el 
contenido de este último objetivo. Más allá de una plana inserción laboral 
inmediata o el énfasis únicamente en las competencias laborales, se trata de ligar 
dos cosas que, desde la concepción hegemónica, se nos muestran como agua y 
aceite: la economía como ejercicio entendido en un contexto de participación y 
deliberación social y política.  
 
Las dinámicas ligadas al paradigma de política social asumen la concepción de 
crecimiento económico como la única posible y de allí derivan lo político –sin que 
ello implique necesariamente participación ni deliberación. Por otro lado, con la 
enunciación de la apropiación crítica de la tecnología se acentúa la disidencia.  
 
Lo que pone sobre la mesa la administración 2004-2007 tiene un alto contenido 
trasgresor. ¿Por qué? Básicamente por dos cuestiones. Por un lado, las 
administraciones distritales anteriores no contemplaban el derecho a la educación 
como componente relevante de la política educativa y, por el contrario, su accionar 
se centraba en el incremento de la cobertura y la calidad educativas, entendidas 
siempre bajo el matiz economicista de la eficiencia en la gestión del sector 
educativo.  
 
Por otro lado, en el nivel nacional, el derecho a la educación ni siquiera aparece 
discursivamente en los documentos re-producidos en el marco de la política 
educativa dinamizada bajo el nombre de la Revolución educativa. El planteamiento 
de la administración distrital en torno al papel del Estado como garante de los 
derechos es una cuestión que trasgrede, a todas luces, lo estipulado por el 
gobierno nacional y concretado en acciones como la negativa a la firma del 
PIDESC en 2009.  
 
Los planteamientos esbozados tanto en el Plan de desarrollo como en el Plan 
sectorial de educación de la administración 2004-2007 marcan un hito y 
evidencian profundas diferencias frente a las anteriores administraciones 
distritales y a la administración nacional vigente en ese momento.  
 
Como consideración final, es evidente que el ejercicio discursivo contenido en los 
documentos abordados nos acerca a enunciaciones que en el escenario de las 
políticas son, por decir lo menos, exóticas. En primer lugar tenemos el hecho, para 
nada despreciable, de asumir la responsabilidad del Estado en términos de 
garantizar las condiciones para el ejercicio de los derechos.  
 
En segundo lugar, se pone de presente la necesidad de asir la inserción en la  
sociedad y el aparato productivo más allá de la noción de capital humano, 
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tornando relevantes las dinámicas de la participación y la deliberación política. 
Finalmente, se pone sobre la mesa la resurrección del Estado Social de Derecho 
en un contexto de hegemonización conceptual del Estado mínimo.  
 
Estas enunciaciones -que pueden posar de estrambóticas, excéntricas y/o 
anacrónicas- hacen visible y enunciable lo que en el escenario contemporáneo de 
las políticas educativas funge de innombrable: el derecho a la educación, con sus 
implicaciones en términos políticos y administrativos. Discursivamente la 
administración distrital 2004-2007 lo pone en escena, lo revive. Un derecho a la 
educación que es multidimensional y que cuestiona tanto el actual rol del Estado 
como el hegemónico énfasis económico con que se mide, interviene y determina 
todo lo relacionado con lo social, lo político y, por supuesto, lo educativo.  
 
4.2.2.3. La calidad más allá de las pruebas y los estándares internacionales.  
 
Desde la administración distrital 2004-2007 se evidenció la necesidad de 
desbordar la concepción de la calidad educativa que le restringe al escenario del 
desempeño escolar en las pruebas de conocimiento propias del proceso de 
estandarización y acreditación de la educación. Si bien la calidad educativa tuvo 
un abordaje importante durante el periodo 2004-2007, los grandes avances 
educativos del distrito se plasmaron en el alto incremento de la cobertura y en la 
generación de mecanismos que aseguraran la asistencia y la permanencia del 
estudiantado a la escuela. 
 
En la administración 2008-2012, con los altos índices de cobertura y con las 
notorias mejorías derivadas de la anterior administración se hace hincapié en la 
necesidad de ligar el derecho a la educación con la calidad educativa. En esta 
parte se abordarán documentos estatales como planes sectoriales, informes de 
gestión y un documento de trabajo acerca de la calidad educativa.  
 
En el plan sectorial se establece que: el derecho fundamental a la educación 
conlleva la obligación de garantizar su calidad, principio alrededor del cual se 
establecen las obligaciones inherentes de asegurar el acceso, la permanencia y la 
disponibilidad para que la población de la ciudad, desde su infancia. (Alcaldía 
mayor 2008:67) Ello no solamente ratifica el papel central del derecho a la 
educación sino que además lo liga a las múltiples dinámicas que han de tenerse 
en cuenta a la hora de materializar la política educativa.  
 
Así las cosas, antes que la definición unilateral y unidimensional de la calidad 
educativa en términos de las pruebas de saber que se implementan en los 
125 
 
distintos niveles educativos, nos encontramos con una calidad educativa que 
remite tanto al alumno como a la comunidad educativa en general. Se pasa de 
asumir la calidad educativa a partir de resultados de pruebas y se asume la misma 
como remitente al proceso de aprendizaje. 
 
De allí que la calidad de la educación dependa, entre otros factores, de las 
posibilidades organizativas, técnicas y didácticas, cognoscitivas y pedagógicas 
desarrolladas en los colegios, así como de la voluntad política del Estado, los 
educadores, la familia, los educandos y las comunidades. (Alcaldía mayor 
2008:73) Ello implica que para que la educación sea de calidad se deben conjugar 
los recursos disponibles, la capacidad instalada, la formación y la producción de 
conocimiento de quienes trabajan como docentes o docentes directivos.  
 
Dichas transformaciones refieren a dos dimensiones que van a signar la 
intervención estatal. Por un lado, con las condiciones y recursos materiales que 
generen un ambiente propicio para la re-producción de conocimiento. Allí nos 
remitimos tanto a las condiciones de las edificaciones, ajustadas a la norma 
técnica NTC 4595, como a la dotación de laboratorios, aulas de informática y de 
idiomas entre otros.    
 
Por otro lado, se tornan relevantes las condiciones pedagógicas que tienen que 
ver con los contenidos y los métodos de enseñanza, las estrategias pedagógicas, 
la organización escolar, los espacios y los tiempos escolares, los ambientes de 
aprendizaje y enseñanza. (Alcaldía mayor 2008:73) Esta concepción está ligada a 
la adaptabilidad y la aceptabilidad de la educación como dimensiones de la 
práctica educativa cotidiana.  
 
En este contexto, un elemento central es el de las transformaciones pedagógicas 
que deben darse para generar un proceso educativo de calidad, cuyos resultados 
se puedan evidenciar tanto en las pruebas de saber como, y ante todo, en las 
aptitudes, destrezas y dinámicas de convivencia que tienen lugar en la 
cotidianeidad de quienes se involucran en el proceso educativo.  
 
Tal inclusión del grueso de la comunidad educativa en las dinámicas de la calidad 
educativa está ligado a la emergencia de mecanismos y dinámicas de evaluación 
de la calidad educativa que involucran a diversos actores de la comunidad 
educativa en la evaluación de la calidad. Ello se relaciona con la propuesta de 
creación del Sistema de Evaluación Integral de la Calidad Educativa (SEICE) 
como una forma participativa de evaluación y de planeación de acciones en torno 
a la calidad educativa.  
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Esta propuesta contempla como elementos centrales de la calidad para los cuales 
se crearían subsistemas de evaluación que den cuenta de las dinámicas de 
avance en términos de la calidad. Así las cosas, para la evaluación de calidad se 
pasaría de la simple revisión estadística de las pruebas de saber a la evaluación 
del proceso ligado a las políticas educativas. Ello implica a la SED tanto en el nivel 
distrital como en el local y en los colegios, la evaluación de los aprendizajes de los 
estudiantes, de los docentes, de los factores asociados y el ambiente escolar. 
(Secretaría de Educación Distrital 2009:25-36)  
 
En el documento se da cuenta del SEICE como una posibilidad de mejorar la 
calidad de la escuela para ir más allá de las evaluaciones en particular y de las 
instalaciones de la escuela en general. Ello se evidencia cuando se afirma que: 
 
Se habla de una educación de calidad cuando aprender significa ir más allá 
de reproducir conocimientos que no transforman ni a la persona ni a su 
realidad. En una nación pluriétnica y multicultural, aprender significa asumir 
conocimientos que desarrollan lo humano, lo científico y lo técnico con la 
finalidad de crecer como individuos, como sociedad, como ciudad y como 
país. (Secretaría de Educación Distrital 2009:10)  
 
Así las cosas, la calidad desborda los resultados y se liga tanto a los procesos 
académicos como a los procesos vitales de quienes establecen la relación 
educativa. Esto no implica un desprecio ni una subvaloración de las dinámicas 
académicas, pero sí critica fuertemente la concepción unidimensional que liga la 
calidad al desempeño en pruebas de diverso tipo.  
 
Así las cosas, hablar de la calidad educativa en términos del derecho a la 
educación o -como se afirma en los documentos estatales distritales- del derecho 
a una educación de calidad, es dar cuenta de que la intervención del Estado debe 
responder a cuestiones que escapan y desbordan el aula, inscribiéndose en las 
dinámicas vitales de la población que va a materializar el derecho a la educación. 
 
 
4.2.3. La concepción de educación y la intervención estatal en el campo 
educativo.  
 
Un componente del referencial que permite dar cuenta de las dinámicas de cambio 
operadas en el despliegue de la política educativa en el distrito es la configuración 
de un escenario en el cual se decanta una concepción de la educación y la 
definición de los mecanismos idóneos para desplegar la acción estatal. En este 
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escenario se ponen en juego saberes administrativos que se yerguen esenciales 
en el despliegue de la política educativa y del marco cognitivo en torno al cual se 
re-produce la misma.  
 
De allí que la concepción de lo educativo se va a materializar en diversos planes, 
programas y proyectos que son vitales a la hora de generar el cambio de la 
política educativa respecto de la dinamizada desde el nivel central nacional y 
desde la anterior administración distrital. En este contexto, programas como 
Bogotá sin hambre y su componente de alimentación escolar, el Programa 
Construcción, ampliación, mejoramiento y reestructuración de los establecimientos 
educativos, el Programa Acceso y permanencia para todos y todas generan una 
intervención ligada al derecho a la educación y en la cual predominan los 
subsidios a la oferta.   
 
En esta parte se analizarán algunas proposiciones centrales contenidas en los 
Planes sectoriales de las últimas dos administraciones de la ciudad e informes de 
gestión tanto de la SED como de la Veeduría Distrital y la Contraloría Distrital. Las 
proposiciones contenidas en esta parte del documento remiten a las acciones 
adelantadas por el distrito y las ópticas desde las que se abordan las mismas.   
 
Esta perspectiva constituyente del referencial de política está determinada por 
dinámicas del saber administrativo que dan cuenta tanto de la forma en la cual se 
concibe la educación como de los mecanismos que se han de desplegar en la 
intervención de lo educativo. En primer lugar, se abordará la concepción de lo 
educativo como algo que va más allá del acceso a la escuela. Posteriormente, se 
da cuenta de los mecanismos desplegados para intervenir lo educativo desde la 
perspectiva del derecho a la educación.   
 
4.2.3.1. La educación más allá del acceso a la escuela. 
 
La constante enunciación del derecho a la educación como objetivo de la política 
educativa distrital se correspondió con la acepción de la propuesta esgrimida por 
Tomasevsky en términos de la delimitación del derecho a la educación respecto 
de elementos que tenían una doble dimensión. Por un lado, se asumen como 
componentes del derecho a la educación y por el otro sirven de indicadores en 
términos de los resultados de la acción estatal encaminada a garantizar el 
derecho.   
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En este marco, la autora da cuenta de la necesidad de delimitar el derecho a la 
educación con base en las responsabilidades que permiten pasar de los dichos a 
los hechos. En este sentido, se propone un marco de acción que se hace 
sostenible por la simetría entre derechos humanos y obligaciones estatales. 
(Tomasevski 2004b:346-347)  
 
Para ello la autora se refiere a la existencia de un marco común en el que se 
reflejen las obligaciones de los gobiernos en términos de volver la educación 
accesible, asequible, aceptable y adaptable. (Tomasevski 2004b:344) Para la 
autora, la asequibilidad refiere tanto a la obligación de asegurar que la educación 
gratuita y obligatoria esté asequible para la población en edad escolar como a la 
obligación de garantizar la elección de los padres en la educación de sus hijos e 
hijas. (Tomasevski 2004b:352) Por otro lado, la accesibilidad está relacionada con 
la obligación de eliminar las distintas formas de exclusión basadas en criterios 
discriminatorios45 y con la obligación de identificar los obstáculos que impiden el 
derecho a la educación.  
 
La adaptabilidad refiere a las obligaciones de proporcionar una educación con las 
calidades consecuentes con los derechos humanos y de asegurar que los 
procesos de enseñanza y aprendizaje estén conformes con los derechos 
humanos. (Tomasevski 2004b:353) Finalmente la aceptabilidad se relaciona con 
las obligaciones de, en primer lugar, suministrar educación a población en edad 
extraescolar; en segundo lugar, ajustar la educación al interés superior de cada 
niña, niño o joven y; en tercer lugar, mejorar todos los derechos humanos a través 
de la educación aplicando el principio de indivisibilidad de los derechos humanos. 
(Tomasevski 2004b:353)  
 
Con el escenario que se propició desde las discusiones en torno al derecho a la 
educación y las consecuentes obligaciones estatales entramos en un debate de 
vital importancia: la forma en la que interviene el distrito de acuerdo con los 
lineamientos planteados. Allí vamos a abordar la cuestión de la reconfiguración de  
los subsidios como el principal mecanismo utilizado por la administración distrital 
para actuar conforme con lo requerido para lograr concretar los cuatro 
componentes del derecho a la educación. 
 
                                                          
45
 Tales criterios son los relacionados con raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, origen nacional, origen 
étnico, origen social, posición económica, discapacidad o nacimiento. (Tomasevski 2004b:352)  
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4.2.3.2. Un cambio sustancial en la generación de subsidios. 
 
Las discusiones de política social de finales de los años noventa del siglo pasado 
y de lo que va de este siglo nos enfrentan a la espinosa cuestión de los subsidios 
como mecanismo central en la concreción de la intervención estatal. La discusión 
se da, básicamente, en términos de la definición acerca del financiamiento de la 
oferta o la demanda de los servicios que ha de prestar, regular y/o garantizar el 
Estado.  
 
Lo que está en juego es el rol del Estado en términos de los derechos mediante 
las dinámicas adoptadas para la prestación y/o regulación de la prestación del 
servicio educativo.  
 
Partiendo de lo anterior, cuando nos referimos a los subsidios a la oferta nos 
hallamos frente a una determinada forma de intervención del Estado en donde se 
da prelación a la intervención directa del Estado en la prestación de los servicios; 
cuando nos referimos a los subsidios a la demanda nos enfrentamos a dinámicas 
de financiación estatales a la prestación de los servicios por parte de agentes 
privados.  
 
A decir de Bula, el dilema entre subsidios a la oferta o subsidios a la demanda 
más allá de centrarse en los problemas de eficiencia en la asignación de recursos, 
si bien esta es una consideración importante, debe involucrar consideraciones 
éticas a saber qué tipo de subsidio garantiza efectivamente el acceso a los bienes 
meritorios a todos y cada uno de los miembros de la sociedad. (Bula 2002:73) 
 
En lo tocante a la educación, cuando se habla de subsidios a la demanda nos 
referiremos a las dos figuras predominantes en términos de la prestación del 
servicio educativo: colegios en concesión y colegios en convenio. A su vez, como 
subsidios a la oferta se abordarán tanto las dinámicas de construcción refuerzo y 
mejoramiento de las instituciones educativas oficiales como los subsidios 
condicionados que se ligan a la asistencia, permanencia y el desempeño en la 
escuela.  
 
Dado el margen de acción que tiene la Alcaldía de Bogotá y la autonomía como 
ente territorial, se ha planteado una estrategia de financiación en la que se 
interrumpe el crecimiento y consolidación de los subsidios a la demanda y se da 
lugar a una intervención estatal sobre la base de subsidios a la oferta y que tiene 
como objetivo el fortalecimiento de la educación pública en la ciudad.  
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En un primer momento se abordarán las dinámicas relativas a los subsidios a la 
demanda y su relación con la cobertura y el fortalecimiento de la educación 
pública. En un segundo momento se dará cuenta de los subsidios a la oferta que 
ofrece la SED y su relación con el derecho a la educación.  
 
4.2.3.2.1. El incremento de la cobertura y el comportamiento de subsidios.  
 
La administración distrital en el periodo 2004-2009 se caracterizó por un 
pronunciado crecimiento de la cobertura educativa. El mismo estuvo sustentado 
en la combinación de subsidios a la oferta, con énfasis en la construcción de 
instalaciones educativas, y la dinamización de subsidios a la demanda. Esta 
combinación de subsidios,  en donde se privilegiaron los subsidios a la oferta, se 
articulaba al objetivo de fortalecer la educación pública, incrementando la 
participación de los colegios oficiales en la oferta educativa distrital.    
 
En este marco, es necesario recordar que los subsidios a la demanda fueron un 
elemento central en la gestión de la SED durante la administración 2001-2004 en 
cabeza de Antanas Mockus. Un estudio de la Contraloría de Bogotá destaca el 
crecimiento de la financiación de la educación por medio de los subsidios a la 
demanda de un 11% del sistema educativa del distrito en el año 2001 a un 20% en 
el año 2004. (Contraloría de Bogotá 2004:7)  
 
Tanto el documento de la contraloría como los documentos emanados de la SED 
ligan la dinamización de los subsidios a la demanda a la imposibilidad de prestar el 
servicio educativo en varias localidades de la ciudad. Esto implicó que a la, de por 
sí débil, estructura educativa oficial del distrito se le agregara su desfinanciación 
en aras del fortalecimiento del mercado privado educativo.  
 
Para no redundar en este tema es menester dar cuenta de que en el periodo 
2001-2004 se tenía estipulado construir 17 colegios en zonas marginales para 
atender población perteneciente a los estratos más bajos y que iban a ser 
entregados para la administración de privados bajo el sistema de concesión. 
(Contraloría de Bogotá 2004:10)  
 
Las metas de construcción de nuevos colegios no se cumplieron. Cabe anotar que 
la dinámica de concesión así como genera ingresos a los particulares que 
concesionan también genera sobrecostos a la SED en particular y al distrito en 
general.  
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En el mismo informe se resalta que: la infraestructura en donde funcionan los 
colegios en concesión es de propiedad de la SED, debiendo esta asumir el cargo 
por depreciación de los inmuebles, así como del mobiliario y la dotación de dichos 
planteles sujetos a este cargo. El costo de la construcción de las plantas físicas 
dadas en concesión asciende a $72.331 millones, el mobiliario y dotación a $9.788 
millones. (Contraloría de Bogotá 2004:29)  
 
Ahora, es en este contexto que en el periodo 2004-2007 la administración distrital 
hace hincapié en la necesidad de fortalecer la educación pública como medida 
tendiente a garantizar el derecho a la educación. La discusión va a estar centrada 
en cómo y bajo qué mecanismos se fortalece la educación pública. La 
administración entrante opta por propiciar dinámicas de subsidio a la oferta sin 
romper los vínculos contractuales de colegios en concesión y en convenios 
concretados durante la anterior administración y relevantes a la hora de ampliar la 
cobertura.  
 
Gráfica  2 Porcentaje de crecimiento de la matrícula con relación al periodo 
anterior. 
 
Fuente: Elaboración propia con base en la tabla 3.1 sobre matricula por tipo de 
colegio. Bogotá período 2003-2008, del Boletín general estadístico SED 2008.  
La dinámica de generar cobertura nos deja ver una situación en la que el 
fortalecimiento de la educación pública no elimina de tajo la dinámica de los 
subsidios a la demanda. Es más, en el periodo 2004-2007 nos acercamos a un 
crecimiento sostenido, con oscilaciones, de la matrícula. Ver gráfica número 2.  
 
2004 2005 2006 2007 
Porcentaje de crecimiento con 
relación al período anterior.  
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4,00% 
5,00% 
6,00% 
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Ahora, si bien se propugna por el fortalecimiento de la educación pública, el 
incremento de la matricula nos deja entrever un comportamiento que dista de una 
empresa en contra de los subsidios a la demanda. En el periodo 2004-2007, la 
matrícula oficial46 total pasa de 902.513 en 2004 a 1´010.602 en el 2007. Tal 
incremento, por demás notable, se discrimina de la siguiente manera cuando hay 
un acercamiento a la matrícula por colegios oficiales: de 757.189 en 2004 a 
828.550; colegios en concesión: de 26.308 a 38.168 y; colegios en convenio: de 
119.016 a 143.884. (Secretaría de Educación Distrital 2007:7) Es claro que la tasa 
de crecimiento de los colegios en concesión y en convenio es algo menor a la de 
colegios oficiales, como se expone en la gráfica número 3.  
 
Gráfica  3 Matrículas por tipo de colegio en Bogotá durante el periodo 2004-
2007.
 
Fuente: Elaboración propia basada en el Boletín general estadístico SED 2008.  
 
 
Tal tendencia cambia de forma notoria en el periodo de la segunda administración. 
Entre los años 2007 y 2009 se da el congelamiento de la concesión de colegios a 
administradores privados (Veeduría Distrital 2010:30) y además se generan 
dinámicas decrecientes es términos de los subsidios a la demanda por vía de los 
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convenios con colegios privados. En este punto se pasan de 143.884 en el 2007 a 
143.514 en el año 2009. Ello deja ver un decrecimiento del 0.0025%. (Veeduría 
Distrital 2010:64)  
 
El análisis de los periodos de las dos administraciones nos deja entrever que el 
recurso a los subsidios a la demanda se da en tanto es necesario incrementar la 
cobertura. Cuando se ha alcanzado casi la total cobertura hay una tendencia a la 
baja de los colegios en concesión y en convenio. Se puede afirmar que las 
dinámicas de concesión y convenio se relacionan con las dinámicas de la 
matricula en la ciudad. Pues la matricula oficial tuvo un incremento del 17% en el 
periodo 2003-2007, mientras que durante el periodo 2007-2009 sólo se incrementó 
en un 1%. (Veeduría Distrital 2010:64)  
 
El claro incremento de la cobertura es un elemento necesario, no el único pero si 
muy importante a la hora de poder materializar el derecho a la educación. Cuando 
no se puede acceder a la educación por falta de cupos es imposible materializar el 
derecho a la educación. Pero entrar al colegio implica un primer paso que ha de 
ser complementado por otros. En adelante se dará cuenta de ellos.  
 
Un punto ligado al anterior y que se relaciona con la posibilidad de concreción del 
derecho a la educación es el relacionado con las instalaciones educativas y sus 
condiciones. En este sentido vale la pena resaltar que durante el periodo 2004-
2007 se inicia un proceso de refuerzo de la infraestructura del aparato educativo 
oficial. Ello se condensa en el Programa Construcción, ampliación, mejoramiento y 
reestructuración de los establecimientos educativos estipulado en el Plan Sectorial 
Bogotá: Una gran escuela.  
 
La dinamización de tal programa va a tener tres ejes: reforzamiento estructural 
ampliaciones y reposición. En el periodo de dicha administración se iniciaron obras 
de reforzamiento en 98 colegios distritales de los cuales se han entregado 82 
obras terminadas (…) se entregaron 33 obras de ampliación y nuevas etapas en 
los colegios distritales y (…) por razones técnicas y de seguridad fue necesario 
reponer sedes antiguas que por razones técnicas y de seguridad, debieron ser 
reemplazadas por nuevas construcciones, entregando 15 colegios nuevos para 
reposición. (Secretaría de Educación Distrital 2008:11)  
 
Es necesario afirmar que la iniciativa del distrito va a desembocar en que la 
construcción de colegios se convierte en la estrategia que más incremento de la 
cobertura genera en los años 2005, 2006 y 2007. Ver gráfica número 4.  
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A la ampliación de la cobertura es necesario agregar las dinámicas de los 
establecimientos en los que niños, niñas y jóvenes llevan a cabo su proceso 
educativo. No se trata simplemente de acceder al colegio sino de encontrarse en 
un lugar que facilite y promueva las dinámicas necesarias para un buen proceso 
de aprendizaje. Es claro que las cifras en torno a la reestructuración, mejoramiento 
y reforzamiento de los colegios son validas en sí mismas. Pero cobran aún más 
validez cuando se asume que se acogen a las dinámicas de calidad consignadas 
en la Norma NTC 4595 de 1999.  
 
Gráfica  4 Creación de nuevos cupos oficiales por estrategias 2004-2007.
 
Fuente: Elaboración propia basada en el Boletín general estadístico SED 2008 
 
En dicha norma se especifican los tipos de ambientes y los requerimientos 
necesarios para que los estudiantes puedan contar con espacios felices, llenos de 
luz, de seguridad, de comodidad, de todas las condiciones necesarias para hacer 
de su aprender y crecimiento como ciudadanos. Más allá de las implicaciones 
políticas para los economistas y los exegetas de las tesis neoclásicas, vemos que 
hay un empeño en que no solamente se pueda asistir al colegio. También se torna 
necesario que el colegio cuente con las condiciones necesarias para materializar 
el derecho a la educación. 
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Esto plantea una lucha muy importante contra la segmentación educativa. El 
hecho de generar planteles con todas las condiciones necesarias para el ejercicio 
pleno del derecho a la educación busca diezmar las condiciones asimétricas que 
se han generado en el marco de la expansión del sistema educativo en Colombia 
y en América Latina. Las diferencias existentes entre la educación para los pobres 
y los ricos deriva en una educación que desemboca en vidas signadas por “un 
conjunto de oportunidades altamente desiguales” (Gentili 2009:18)  
 
Finalmente, en lo relativo al fortalecimiento de la educación pública, los cambios 
en la participación del sector oficial en la educación dan cuenta de un incremento 
frente a la participación del sector privado en el periodo 1998-2009 con un 
importante repunte en periodo 2004-2009. Si bien se pasa entre el 98 y el 2003 de 
un 43% oficial y 57% privado a un 56% oficial y un 44% privado, la tendencia al 
incremento de la participación oficial entre el 2004 y el 2009 nos deja ver el paso 
de un 56% oficial y un 44% privado a un 63% oficial y un 37% privado. (Veeduría 
Distrital 2010:13) Ello queda plasmado en la gráfica número 5.  
 
Gráfica  5 Participación del sector oficial y no oficial en la cobertura 
educativa.
 
Fuente: Elaboración propia basada en datos consignados el Boletín general 
estadístico SED (2008) y VEEDURÍA DISTRITAL. (2010).  
 
Allí se da un crecimiento de la participación de los colegios oficiales en el sector 
educativo de la ciudad. Ahora, la discusión acerca del fortalecimiento debe 
conducir al examen no sólo de la participación sino de las dinámicas educativas 
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relacionadas con los componentes del derecho a la educación, aquellos que 
Tomasevski ha denominado las cuatro Aes.  
 
4.2.3.2.2. Subsidios a la oferta relacionados con marcado énfasis en el derecho a 
la educación.   
 
En segundo lugar, se dará cuenta de subsidios a la oferta que se generaron con el 
objetivo de intervenir en condiciones que desbordan el aula de clases. Estos 
subsidios hallan su sentido en una concepción según la cual el derecho a la 
educación implica la remoción de obstáculos que impiden tanto la permanencia 
como el buen desempeño de los educandos. De allí que se entran a intervenir 
dimensiones como la alimentación, el transporte y la asistencia a la escuela, 
asumiendo que la materialización del derecho a la educación desborda la 
posibilidad de acceder a un colegio y recibir formación en un determinado ciclo. 
 
En este contexto, durante la administración 2004-2007 se da lugar a programas 
como Bogotá sin hambre y Acceso y permanencia para todas y todos, que 
contemplan la materialización del derecho a la educación como la resultante de un 
proceso educativo en el cual se puedan suplir las condiciones básicas para un 
buen desempeño escolar. Estos programas establecen interacciones entre 
distintas organizaciones distritales.  
 
En estos dos programas se alude al alivio que puede causar para el estudiantado 
y sus familias la posibilidad de contar con la gratuidad educativa y con subsidios 
que permiten satisfacer necesidades difíciles de suplir con los ingresos y el nivel 
socioeconómico de los estudiantes y sus familias. Estas dinámicas se concretan 
en programas y proyectos que abordan distintas dimensiones del proceso 
educativo.  
 
En primer lugar hay una destinación importante de recursos orientados a la 
gratuidad educativa como mecanismo generado para superar los obstáculos 
económicos que impiden a las familias más pobres costear la educación de sus 
hijos. Así, se combate uno de las principales barreras, reconocidas a nivel 
internacional, para acceder a la educación, pues los derechos de matricula 
constituyen un factor de discriminación de los más pobres.  
 
Tanto en la iniciativa EPT como en la metas del milenio la gratuidad de la 
educación es indispensable para avanzar en la materialización del derecho a la 
educación básica. En este contexto, a contracorriente del orden nacional y de las 
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anteriores administraciones distritales, desde el 2004 se posicionó en Bogotá la 
necesidad de generar la gratuidad educativa como elemento indispensable para la 
materialización del derecho a la educación. 
 
Esta iniciativa implicó un ingente esfuerzo en destinación de recursos y su 
sustento se halla en el acceso como el primer e insalvable paso para garantizar el 
derecho a la educación. A partir del año 2007 se consolidó el programa de 
gratuidad total de la SED, creciendo hasta el año 2009. Ver gráfica número 6. 
 
Poblacionalmente, para los estudiantes de preescolar y primaría y se avanzó en 
subsidios a la población del SISBEN 1 y a la población vulnerable (desplazados, 
desvinculados, desmovilizados, hijos de secuestrados, hijos de reclusos, hijos de 
héroes de la patria, con necesidades educativas especiales e indígenas), e 
igualmente se creó el subsidio para estudiantes de media del nivel 2 del SISBEN, 
teniendo a 2009, 737916 estudiantes con gratuidad total y 36457 con gratuidad 
parcial. (Veeduría Distrital 2010:43)  
 
Gráfica  6 Estudiantes beneficiados con gratuidad 2007-2009.
 
Fuente: VEEDURÍA DISTRITAL. (2010). Cómo avanza el distrito en educación. 
Análisis del periodo 2009, Bogotá, Veeduría Distrital. p. 43.  
 
La supresión de los costos de matricula implica una medida tendiente a 
materializar el derecho a la educación de jóvenes, niñas y niños en la ciudad. Así, 
la gratuidad educativa impacta positivamente en la posibilidad de acceso a la 
educación, generando el primer e ineludible paso para la garantía del derecho a la 
educación.  
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Si bien la gratuidad se asume en los escenarios internacionales, el distrito va más 
allá y asume la importancia de cuestiones como la nutrición y el transporte, que no 
son reconocidos en tales escenarios pero se yerguen centrales a la hora de 
generar dinámicas de garantía del derecho a la educación.  
 
En esa perspectiva, es necesario llamar la atención frente al programa Bogotá Sin 
Hambre. Allí la intervención del distrito se orientó a garantizar refrigerios y comidas 
calientes a los niños de escasos recursos asistentes a los colegios distritales. En 
el 2004 se beneficiaron 265.420 estudiantes con refrigerios y 9.880 con comidas 
calientes, para el año 2009 las cifras nos hablan de 454.754 beneficiarios por 
refrigerios y de 114.816 de comidas calientes. (Veeduría Distrital 2010:42) Las 
cifras contenidas en la gráfica número 7 dan cuenta de un crecimiento notorio de 
la cobertura del programa y son relevantes a la hora de asir las dinámicas 
tendientes a la garantía, tanto del derecho a la alimentación como del derecho a la 
educación. 
 
Gráfica  7 Estudiantes beneficiados por alimentación escolar y tipo de 
servicio 2003-2009.
 
 
Fuente: VEEDURÍA DISTRITAL. (2010). Cómo avanza el distrito en educación. 
Análisis del periodo 2009, Bogotá, Veeduría Distrital. p. 42.  
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regular a las clases la SED otorga el subsidio a la familia con el objetivo de que la 
niña o el niño no deserten de la escuela y lleven su proceso académico sin 
sobresaltos.  
 
Otro programa que permite aliviar las cargas de los padres es el transporte 
escolar, que se da en dos modalidades: rutas a estudiantes hasta sexto grado y 
subsidios para los estudiantes de séptimo grado en adelante. Ello implica un alivio 
en tanto las familias dejan de costear el transporte de las y los estudiantes. Allí 
también se da cuenta de la integralidad de la acción estatal orientada a propender 
por la materialización del derecho a la educación, pues este programa se genera 
por las grandes distancias entre el sitio de residencia y el plantel educativo y los 
costos de desplazamiento que ello implica para las familias.  
 
Entre 2004 y 2008 la cobertura de este programa aumentó en un 29,5%, 
disminuyendo en el 2009 un 7.4%, respecto de 2008, debido a la entrega de obras 
tanto de colegios nuevos como reforzados. Ver gráfica número 8. La meta en el 
plan de desarrollo 2008-2012 es de 58.860 alumnos subsidiados, hasta el año 
2009 se había cumplido el 62,7%. (Veeduría Distrital 2010:40)  
 
Gráfica  8 Estudiantes transportados durante el periodo 2004-2009.
 
Fuente: VEEDURÍA DISTRITAL. (2010). Cómo avanza el distrito en educación. 
Análisis del periodo 2009, Bogotá, Veeduría Distrital. p. 40.  
 
Todas las acciones que se han resaltado remiten a las dinámicas de subsidios a la 
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de clases. En esa dirección, también se resignifica a los estudiantes, 
asumiéndoles en tanto sujetos de derechos.  
 
Así, los mecanismos de intervención desplegados desde la administración distrital 
se ligan a la concepción del derecho a la educación y los cuatro componentes del 
mismo. Los mecanismos desplegados ahondan en la necesidad de propiciar las 
condiciones para que se materialice el derecho a la educación que, como se 
evidenció, desborda las aulas y se inscribe en múltiples escenarios de la vida de 
los estudiantes.  
    
4.2.4. La relevancia del derecho a la educación en la configuración del 
referencial de política.   
 
El referencial que se configuró en el despliegue de la política educativa remite a la 
existencia de diferentes perspectivas que reconfiguran el campo educativo y la 
intervención estatal a desplegar en el mismo. Lo contenido en la perspectiva 
normativa, en la programática y en la relacionada con la intervención da cuenta de 
una reconfiguración de lo educativo en la que se avizora la creciente relevancia 
del derecho a la educación.  
 
Tal reconfiguración de lo educativo genera cambios de gran calado que refieren a 
distintos escenarios, saberes y dispositivos, dentro de los cuales pueden 
enunciarse los siguientes:   
 
-Las dinámicas organizacionales, ligadas a las diversas disposiciones jurídicas 
emergentes en el periodo analizado, que articulan el derecho a la educación y el 
quehacer de la SED, como cabeza del sector educativo distrital.  
-El despliegue de subsidios a la oferta que diezman las condiciones desfavorables 
de las y los estudiantes y propenden por suplir las necesidades que, por las 
condiciones de los hogares, no se pueden satisfacer en el ámbito familiar.  
-La gratuidad como obligación estatal que redunda en la eliminación de las 
barreras que erigen los costos de matrícula.  
-Las dinámicas de ampliación del horizonte de la calidad y la pertinencia como 
elementos articulados a las necesidades de los niños y a los procesos de 
aprendizaje en los que se involucran.  
-El mejoramiento, la dotación y la construcción de instalaciones educativas, siendo 
dinámicas que redundan en ambientes amables y propicios para el aprendizaje. 
-La adopción de las cuatro Aes como elementos centrales en la estructuración de 
la política educativa.  
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-La voluntad política, por parte del gobierno distrital, de abordar la política pública 
como íntimamente ligada a los derechos de la ciudadanía y en específico al 
derecho a la educación. La política educativa da cuenta de ingentes esfuerzos por 
materializar el derecho a la educación.  
 
Finalmente, lo anterior da cuenta de la gran valía con que cuenta el derecho a la 
educación como parte constitutiva del marco cognitivo que re-produce el 
referencial de política concretado en y desde la política educativa distrital durante 
el periodo 2004-2009. 
 
 
4.3 Dimensiones del referencial de política durante el periodo 2004-2009.  
 
Las dinámicas de cambio que tuvieron lugar en la política educativa desplegada 
durante el periodo 2004-2009 en la ciudad de Bogotá ponen en escena 
discusiones de gran relevancia en torno a temas tan importantes como la relación 
entre las políticas públicas y los derechos humanos. También se abre la 
posibilidad de asumir que la política de subsidios a la demanda no es la única 
posibilidad de gestión de lo educativo. En este marco y de acuerdo con lo 
planteado en el anterior apartado, es necesario resaltar que, por un lado,  el 
referencial de política no es unidimensional y que, por otro lado, si bien representa 
cambios importantes tiene limitaciones de gran calado.  
Partiendo de estos presupuestos, es necesario resaltar que los diversos 
documentos abordados configuran una serie de representaciones sociales en 
torno a la educación que van a entrar a tensionar la concepción que subsume lo 
educativo, y lo social en general, en las dinámicas de la política económica. Así las 
cosas, nos hallamos en frente de un cambio de gran magnitud en torno a las 
dinámicas de comprensión y abordaje de lo educativo pero que tiene notorias y 
sensibles limitaciones.  
En este apartado se dará cuenta de las limitaciones y los alcances del referencial 
de política articulado en torno al derecho a la educación en tres momentos. En 
primer lugar, se da cuenta de dos cortes temporales en la construcción del 
referencial y de las representaciones que se articulan en el mismo. En segundo 
lugar, se da cuenta de las limitaciones normativo-jurídicas que se ponen de 
presente. En tercer lugar, se expone la multidimensionalidad del referencial de 
política y sus alcances.    
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4.3.1. Dos puntos de inflexión en la re-producción del referencial. 
 
Para dar cuenta de la magnitud de los cambios operados en un determinado 
campo de intervención estatal es necesario partir del enorme peso de lo pasado. 
Todo intento de cambio se las tiene que ver con los lastres y las mieles del 
pasado. El caso de la política educativa distrital no fue ni podía ser la excepción a 
la regla. En este caso concreto, se partía de una política educativa centrada en la 
eficiencia y la competitividad bajo el entendido de que la educación podría hacer 
más felices y productivas a las nuevas generaciones.  
Esta concepción de la educación, claramente supeditada y orientada hacia 
dinámicas económicas se tradujo en instrumentos de diversa índole que deberían 
revertirse si se quería plantear una política educativa orientada hacia la garantía 
del derecho a la educación. En este contexto, tras el abordaje de la política 
educativa distrital, se identifican dos momentos en los que se caracteriza y toma 
forma el referencial de la política educativa articulado al derecho a la educación. El 
primer momento tiene lugar en el año 2004-2007 y el segundo en el periodo 2008-
2009.  
Desde la administración 2004-2007 tiene lugar la enunciación del derecho a la 
educación tanto en el plan de desarrollo de la administración distrital como en el 
plan de desarrollo sectorial educativo. Tal enunciación implicó cambios 
importantes respecto de la política educativa que se venía implementando. Los 
cambios más importantes fueron:  
-Asumir la responsabilidad de las organizaciones estatales en la garantía de las 
condiciones necesarias para que niñas, niños y jóvenes de la ciudad de Bogotá 
pudiesen ejercer el derecho a la educación. 
-Iniciar un programa mediante el cual se eliminen gradualmente los costos de 
matrícula, bajo el entendido de que el cobro de los mismos se convierte en un 
obstáculo para que se eduquen la niñez y la juventud de las familias más pobres. 
Ello, bajo el entendido de avanzar en las condiciones para el ejercicio del derecho 
a la educación.   
-Intervenir en aspectos del ejercicio educativo que desbordan el aula de clases, 
con el objetivo de  obstáculos de los estudiantes. Se asume que el derecho a la 
educación implica unas condiciones básicas y que no poder suplirlas implica un 
obstáculo a la materialización del derecho.  
-Promover el fortalecimiento de la educación pública en la ciudad. Ello se plantea 
tanto en términos de la oferta pública educativa como de la calidad de la 
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educación pública en la ciudad. Allí se pone de presente la ampliación de la 
infraestructura y la administración de la misma por parte de la SED.   
Este momento es de gran valía, pues significó un viraje importante en la  
concepción de lo educativo. Si bien estas dinámicas se desplegaron con base en 
la concepción del derecho a la educación como contendor de acceso, 
permanencia, calidad y pertinencia en este primer momento se hizo hincapié en 
las dos primeras. Ello da cuenta de los resultados importantes en términos del 
incremento de cobertura y del gran despliegue que implicó poner en marcha 
programas nuevos orientados a la alimentación, el transporte escolar y la 
infraestructura educativa.  
Para el año 2008 proponer una política educativa tenía unas implicaciones 
totalmente distintas a las existentes en el año 2004. Los logros en materia de 
cobertura y el claro avance de la gratuidad educativa ponían de presente avances 
que permitían plantearse retos de mayor envergadura respecto de la posibilidad 
de garantizar el derecho a la educación. De allí que en el Plan de desarrollo de la 
administración distrital y en el Plan de desarrollo educativo se planteara la 
necesidad de garantizar el derecho a una educación de calidad. 
Tal enunciación es en el fondo redundante, pues la adaptabilidad y la 
aceptabilidad de la educación son componentes del derecho a la educación. Es 
más, esa es una diferencia palpable entre el acceso a la educación y el derecho a 
la educación. En tanto el primer solo plantea la inserción en el sistema educativo, 
el derecho implica, acceder, permanecer y recibir una educación adaptada a quien 
se educa y aceptable en términos de los objetivos de la sociedad. Aún con la 
redundancia que implica, es importante ver que el derecho a la educación de 
calidad implicó un refuerzo del sendero trazado por la anterior administración.  
Dado que ya se había logrado plena cobertura, que los presupuestos para la 
gratuidad ya estaban comprometidos y que se tenían avances en términos de 
permanencia, se planteó la necesidad de entrar a intervenir en los factores ligados 
a la calidad educativa. Allí se refuerza la importancia del IDEP, se generan 
programas para el cambio de currículos y se discute el concepto de evaluación 
más allá de los resultados en las diversas pruebas de conocimiento. Una de las 
acciones más importantes fue la reestructuración de la SED mediante el Decreto 
330 de 2008, pues allí se generan unidades organizacionales ligadas a los 
componentes del derecho a la educación.  
Las subsecretarías de Acceso y permanencia y de Calidad y pertinencia tienen un 
rol protagónico tanto en el diseño como en la implementación de las medidas que 
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permitan avanzar en la generación de las condiciones necesarias para garantizar 
el derecho a la educación de calidad.  
Este es un tema que reviste gran complejidad, pues la calidad educativa entendida 
como proceso dinamizado por la convergencia de diversos actores nos liga a 
condiciones estructurales que escapan al dominio de una política educativa. Las 
dinámicas salariales del cuerpo docente, la sobrecarga de trabajo, el alto número 
de estudiantes por salón y la imposibilidad de tener una jornada completa son 
taras que se ligan a fenómenos sociales y políticos de resorte estructural.   
Finalmente, es necesario resaltar que, dado que el periodo objeto de estudio solo 
abarca el año 2008 y 2009, no se profundizó en las dinámicas y resultados de la 
intervención respecto de la calidad educativa a lo largo de la administración 2008-
2011.     
4.3.2. La ambivalencia de la dimensión normativo-jurídica en la política 
educativa distrital.  
 
Como es bien sabido, los marcos normativo-jurídicos son un elemento esencial a 
la hora de desplegar cualquier política pública. Más allá del proyecto político que 
se quiera re-producir desde la acción estatal, el marco de la legalidad es 
inquebrantable. Ahora, en Bogotá durante el periodo objeto de estudio tuvo lugar 
una dinámica muy interesante: sin vulnerar el marco normativo-jurídico establecido 
desde el nivel nacional se generó una política educativa sustancialmente distinta a 
la propuesta en cabeza del MEN y delimitada por el andamiaje normativo-jurídico 
nacional. 
Apegadas a la faz garantista de la Constitución de 1991 y con el objetivo de 
garantizar el derecho a la educación, las administraciones distritales pudieron 
generar herramientas de intervención que, estando apegadas a la ley, cambiaran 
notoriamente la orientación y, en últimas, la concreción de la política educativa 
distrital. Ante la existencia del marco normativo jurídico ligado al paradigma de 
política social, las administraciones distritales optaron por explotar el margen de 
acción del marco normativo mediante la generación de planes, programas y 
proyectos. Como se resaltó en el anterior apartado, la generación de programas 
ambiciosos en los que las organizaciones estatales intervenían activamente fue 
clave para el despliegue de la política educativa distrital.  
Pero la posibilidad de implementar programas esencialmente distintos no se debió 
solamente a una interpretación del margen de maniobra de la administración 
distrital. Allí es necesario resaltar que existió la voluntad política de generar un 
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viraje respecto de la tendencia que se había arraigado en las anteriores 
administraciones y  
La producción normativa del distrito en cuanto a la educación da cuenta de 
decisiones operativas en la gran mayoría de dispositivos re-producidos. Sólo se 
generaron dos dispositivos que reestructuran la actuación de la SED como cabeza 
del sector educativo de la ciudad. En este caso la utilidad del referencial de política 
está ligada a la posibilidad de generar una estructura organizativa acorde a las 
dinámicas de la política educativa centrada en la garantía del derecho a la 
educación. 
En este ámbito, nuevamente, se pone de presente la inestabilidad y el alcance 
limitado de lo desplegado mediante la política educativa. En tanto los planes, 
programas y proyectos desplegados no están atados a un marco normativo que 
establezca parámetros de acción a futuras administraciones, una administración 
alineada con los gobiernos nacionales, marcadamente neoliberales, podría 
reversar lo avanzado y proyectar en la ciudad las tendencias materializadas en y 
desde la revolución educativa.  
Finalmente, si bien es importante reconocer que las administraciones distritales 
supieron sortear el campo minado jurídico dispuesto desde lo nacional es 
importante señalar dos limitaciones de gran calado. En primer lugar, la posibilidad 
de continuidad  y profundización de las políticas atada a la voluntad política de los 
gobiernos venideros en una falencia sensible que nos puede llevar a una 
experiencia de corto aliento.  
En segundo lugar, las dinámicas de la política educativa no se correspondieron 
con acciones de similar cuño en campos tan sensibles como la planeación o las 
dinámicas económicas de la ciudad. Si bien es importante resaltar la valía del 
derecho a la educación, es complejo asumir que durante los dos gobiernos 
distritales que abarcan el periodo objeto de estudio las políticas sociales y las 
económicas discurrían por líneas paralelas. Si bien allí las constricciones 
nacionales son más fuertes no se evidenció perspectiva de modificación de las 
lógicas de acumulación.  
Más allá de las posibilidades del distrito, es necesario que, en perspectiva de 
nación, se asuma que es tan malo que la política social esté predeterminada por 
las metas macroeconómicas y las políticas que las aseguran como que haya una 
política social con perspectiva y orientación autónoma que se limita a corregir y 
asistir a las poblaciones expoliadas, expropiadas y excluidas desde las mismas 
políticas económicas imperantes.            
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 4.3.3. La multidimensionalidad del referencial de política.  
 
El referencial de política que se configuró en el despliegue de la política educativa 
durante el periodo 2002-2009 nos remite a lógicas articuladas saberes de diverso 
cuño que hallan en el derecho a la educación un elemento neurálgico de 
articulación.  
Ele referencial de política es vital a la hora de diseñar y desplegar herramientas de 
intervención estatal en el campo educativo. Es claro que la representación social 
de la educación y del estado como garante de derechos es central para virar hacia 
los subsidios a la oferta, restándole  importancia a los, para el 2004 masificados, 
subsidios a la demanda. La definición de los subsidios a la oferta en tanto 
herramientas de intervención orientadas a fortalecer la oferta educativa pública y 
la educación pública evidencia un elemento claro de concreción de la concepción 
educativa que configura el referencial y de la cual está impregnada la política 
educativa distrital durante el periodo 2004-2009.   
Además de ello, el referencial está ligado a las dinámicas del saber administrativo, 
neurálgico para  la dinamización de programas nacientes y que tuvieron tanto 
impacto como Bogotá sin hambre, Acceso y permanencia para todos y todas. 
Estos programas, que nacieron con la administración distrital en el año 2004, 
generaron dinámicas de focalización que permitieran identificar las poblaciones 
con menores ingresos. La generación de los subsidios a la oferta en términos de 
alimentación, transporte y subsidios condicionados a la asistencia escolar 
implicaron la generación de mecanismos de focalización que beneficiaran a la 
niñez y la juventud de menores ingresos. El servicio de transporte y los subsidios 
de transporte generaron lógicas de clasificación del estudiantado en términos de la 
distancia entre el colegio y el lugar de residencia.    
Algo similar sucede con el proyecto de gratuidad, aunque la focalización es 
momentánea y obedece a las dinámicas de gradualidad que permitan que la 
gratuidad en la educación básica y media sea universal. Tal meta se cumplió en el 
año 2010. Allí el referencial de política se liga al saber administrativo que posibilita 
la concreción efectiva de los subsidios dispuestos en los programas y proyectos 
orientados en torno al derecho a la educación.    
Pero el referencial se torna relevante en cuanto se trata de dar cohesión y de 
hacer seguimiento a la implementación de los planes, programas y proyectos 
desplegados desde la SED y sus distintas unidades organizacionales. Dado que la 
estructura organizacional de la SED estaba diseñada para el despliegue de una 
política centrada en el logro de la cobertura y la calidad, se genera una nueva 
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estructura organizacional acorde a los objetivos y las dinámicas de las 
herramientas re-producidas. Es así que en el año 2008 se formaliza la 
reestructuración de la SED, suprimiendo algunos cargos y generando unidades 
organizacionales vitales para el despliegue de las medidas centradas en el 
acceso, la permanencia, la calidad y la pertinencia. Allí se evidencia un ejercicio 
organizacional tendiente a generar mayor fluidez en la re-producción de la política 
educativa articulada en torno al derecho a la educación.              
Finalmente, es necesario resaltar que el referencial de política educativa articulado 
en torno al derecho a la educación da cuenta de una concepción del proceso 
educativo y de la calidad educativa que difiere radicalmente de lo establecido 
desde la política educativa economicista. Por un lado, concebir la educación como 
un derecho y no únicamente como acceso a la escuela implica asumir la 
relevancia de problemáticas que desbordan las aulas pero que inciden en el 
desempeño y la posibilidad misma de que el proceso educativo se lleve a buen 
término. Así las cosas, la política educativa pasa a preocuparse por aspectos, 
hasta ese momento irrelevantes o inexistentes para el despliegue de la política 
educativa.  
Ello está ligado a la existencia de dinámicas sociales que deben superarse si se 
quiere garantizar el derecho a la educación. Además de la alimentación, la 
gratuidad, el transporte escolar y los distintos subsidios dinamizados, se pone de 
presente la importancia de la infraestructura y la generación de convenio con 
entidades como la Secretaría Distrital de Salud para generar controles 
antropométricos al estudiantado. Allí, en la re-producción del referencial de 
política, se condensa una visión normativa de la educación ligada a la garantía de 
los derechos.        
En cuanto a la calidad, se asume la importancia de desbordar la concepción que 
agota la calidad en los resultados en pruebas de conocimiento y se pasa a 
concebir la misma como ligada a un proceso de aprendizaje en el cual los sujetos 
se insertan. Tal concepción, más allá de la discusión abstracta fue vital en la 
dinamización de espacios que aportaran perspectivas al Plan decenal de 
Educación y en la generación del Sistema de Evaluación Integral de la Calidad 
Educativa (SEICE). Ello es vital en tanto la concepción de la calidad deja de ser 
asunto exclusivamente de funcionarios y pasa a ser un tema de discusión de la 
comunidad educativa.    
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4.4. El derecho a la educación como Punto de Pasaje Obligado de la política 
educativa. 
 
Como se vio en el desarrollo del capítulo, el derecho a la educación se convirtió en 
un elemento estructurante de la política educativa desplegada desde el orden 
distrital en el periodo 2004-2009.  
 
Los elementos trabajados nos aproximan al establecimiento del derecho a la 
educación como PPO. Quien se inserte en la política educativa distrital tendrá que 
dar cuenta de este punto, si se obvia estará lejos de reconstruir la trayectoria y las 
dinámicas que se concretan en el proceso de configuración de la política. Es esa, 
precisamente, la dinámica que se plantea en términos del derecho a la educación 
como elemento central de articulación y proyección de la política educativa distrital 
que se implementó en el periodo 2004-2009.  
 
La emergencia del derecho a la educación como eje estructurante de la política 
educativa, marcó un paralelo frente a la política educativa de las anteriores 
administraciones distritales. El derecho a la educación se tornó tan relevante que 
se constituyó en lo que Callon denominó PPO.  
 
El derecho a la educación deviene en PPO, pues se convierte en un elemento 
incuestionable a la hora de abordar la política educativa distrital desplegada 
durante el periodo 2004-2009. Ello no solamente implica ejercicios enunciativos en 
abstracto, pues el desenvolvimiento de la acción estatal nos acerca a 
concreciones impregnadas por el derecho y las implicaciones que de allí se 
desprenden. Podría decirse, trastocando las palabras de Callon47, que los 
obstáculos y problemas educativos en Bogotá durante el periodo estudiado se 
levantan sobre las rutas del derecho a la educación.  
 
Las discusiones acerca de la construcción, dotación y el mejoramiento de las 
instalaciones escolares; las planteamientos en torno a las dinámicas relacionadas 
con la pobreza y la exclusión; la discusión hacia la generación de mecanismos que 
garanticen la asistencia y la permanencia; los debates acerca de la calidad 
educativa y los procesos necesarios para un buen y pertinente aprendizaje; la 
definición de las dinámicas e instancias de actuación de la SED en particular y de 
las entidades del sector educación en general; los álgidos debates acerca de las 
dinámicas y los hábitos nutricionales de las y los estudiantes; las diversas 
                                                          
47
 Originalmente, el autor afirma respecto del PPO que “los obstáculos-problemas se levantan sobre sus rutas” 
(Callon 1996:8) 
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valoraciones acerca del despliegue de las dinámicas pedagógicas al interior de las 
aulas; los planteamientos acerca de la formación y cualificación del ejercicio 
docente. Todo esto, por exagerado que parezca, pasa a discutirse refiriendo al 
derecho a la educación, por ello es, en toda la extensión de la palabra, un PPO.  
 
En conclusión, el derecho a la educación -que antes era una palabreja presente de 
forma tan excepcional como timorata en documentos de política educativa-, en el 
periodo 2004-2009 se convirtió en el eje orientador y rector del despliegue de la 
política educativa. 
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5. Conclusiones.  
 
 
El abordaje de la re-producción argumental dinamizada en la política educativa 
desplegada desde la administración distrital de Bogotá durante el periodo 2004-
2009 y desde el nivel central nacional en el periodo 2002-2009 nos enfrenta a dos 
concepciones de lo educativo y de la intervención en dicho campo, evidenciando 
la existencia de dos proyectos políticos distintos y en parte distantes. Es claro que 
los procesos de políticas públicas están signados por las relaciones de fuerzas y la 
concepción de mundo que las mismas le imprimen a su accionar.    
 
Los hallazgos del análisis realizado nos permiten establecer elementos 
interesantes en las dinámicas de re-producción de la política educativa. Tanto el 
paradigma de política como el referencial condensan marcos de comprensión de 
lo educativo que se concretan en el despliegue y la re-producción de la política 
educativa, evidenciando que lo educativo, como lo social, es un campo en disputa.  
Las representaciones sociales que se articularon desde la política educativa en 
ambos niveles evidencian tensiones y conflictividades en las dinámicas de re-
producción de la acción estatal en el campo educativo.  
 
Tanto la concepción de lo educativo como subsumido en dinámicas económicas 
como la concepción de la educación como derecho van a ser fundamentales para 
abrir algunas discusiones respecto del campo de las políticas públicas, de la re-
producción argumental en el mismo y de los proyectos políticos que están en 
disputa. Las conclusiones del trabajo realizado apuntan a tres dinámicas 
abordadas desde la producción argumental en el campo de las políticas públicas.       
 
En primer lugar, en torno a las relaciones entre el marco normativo-jurídico y las 
herramientas de intervención estatal en el proceso de la política pública. En el 
caso estudiado se evidencia el protagonismo de los planes, programas y 
proyectos en la configuración de los cambios operados en la política educativa 
durante el periodo 2004-2009 en la ciudad de Bogotá. Tales cambios tienen lugar 
sorteando las restricciones impuestas por el marco normativo-jurídico desplegado 
desde el nivel central y ligado al paradigma de política social neoliberal. Se atisba 
una suerte de ambivalencia de las dinámicas normativo-jurídicas.  
 
Ambivalencia en la medida en que de dicho escenario se desprendieron tanto 
limitaciones como posibilidades y oportunidades para concretar el cambio de 
horizonte que significó la dinamización de una política educativa ligada al derecho 
a la educación. Las evidentes constricciones ligadas al marco normativo jurídico 
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re-producido y configurado desde la década de los noventa, que delinea los 
alcances del paradigma de política, no impidieron que se le diera un cambio, por 
demás limitado, a la política educativa en la ciudad de Bogotá.  
 
El marco de constricción impuesto desde lo nacional se sorteó por medio del 
despliegue de planes, programas y proyectos que no requirieron de la 
modificación de la estructura normativo-jurídica dispuesta desde el escenario 
nacional, pero que permitían imprimirle otro sentido a la política educativa. En este 
panorama, el componente más importante del cambio operado en la política 
educativa se relaciona con la configuración de planes programas y proyectos que 
materializaran el horizonte de sentido de la política educativa propuesta por la 
administración distrital.  
 
Aunque no hay una gran producción normativo-jurídica por parte de la 
administración o el legislativo distrital, si se generan programas de gran 
envergadura como Bogotá sin Hambre, el programa de Construcción, ampliación, 
mejoramiento y reestructuración de los establecimientos educativos y el programa 
Acceso y permanencia para todas y todos. El despliegue de tales programas 
permite reconfigurar la intervención estatal, ajustándola a la amplitud propia del 
derecho a la educación.  
 
Desde el componente de gratuidad educativa del programa Acceso y permanencia 
para todos y todas se logra avanzar en uno de los principales requerimientos del 
derecho a la educación reconocidos en los escenarios internacionales. Es 
importante resaltar el papel del componente de transporte escolar en tanto elimina 
costos adicionales que configuran obstáculos económicos para la asistencia y la 
permanencia. Otro componente que se resalta es el de los subsidios 
condicionados a la asistencia, pues tiende a garantizar la asistencia de niñas y 
niños a la escuela. Desde el componente de alimentación escolar del programa 
Bogotá sin hambre se interviene en la alimentación como elemento central para 
que se concrete el derecho a la educación. 
   
Los dos dispositivos (decreto 257 de 2006 y decreto 330 de 2008) que reorientan, 
dentro de las competencias del distrito, las dinámicas del sector educativo son 
vitales en tanto reforman la estructura de la SED como cabeza del sector 
educación. A pesar de no generar una reconfiguración del marco normativo-
jurídico que rige desde lo nacional, la política educativa distrital sí generó cambios 
de gran calado en la dinamización de la política educativa. 
 
En últimas, la dinamización de estos programas, planes y proyectos genera 
cambios de gran relevancia en el despliegue de la política educativa, dentro de un 
marco normativo-jurídico que encarna un proyecto político distante del dinamizado 
desde la administración distrital de Bogotá en el periodo 2004-2009. Comparado 
con la dimensión de los planes programas y proyectos desplegados, la producción 
normativa es muy precaria.    
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En segundo lugar, en lo relacionado con los Puntos de Pasaje Obligado y las 
representaciones sociales que se condensan en ellos. Tanto en la concreción del 
paradigma como en las perspectivas que configuran el referencial de política se 
generaron marcos perceptivos que ordenan y orientan el devenir del campo 
educativo con miras a la concreción de un proyecto político. Con el abordaje de los 
puntos las diferencias entre la política educativa distrital y la nacional saltan a la 
vista.  
 
La identificación de los Puntos de Pasaje Obligado en la política educativa distrital 
y en la nacional permitió dar cuenta del proyecto político que se persigue en cada 
caso. Por un lado, desde la política educativa nacional 2002-2009 se evidenció la 
caracterización de la educación en tanto proceso unilateral que gravita en torno a 
referentes económicos, a saber la eficiencia y la competitividad. Estos dos 
conceptos son Puntos de Pasaje Obligado en la medida en que ordenan y 
proyectan las diversas dimensiones del proceso educativo y se concretan en 
disposiciones normativo-jurídicas que acotan el campo de lo educativo y las 
posibilidades de intervención en el mismo.  
 
Allí, la centralidad de la eficiencia y la competitividad generan un marco de 
comprensión de lo educativo. La intervención estatal en el campo educativo y la 
educación misma se traducen desde una lógica economicista, determinada por el 
proceso de reforma estructural del Estado y centrada en la maximización de los 
beneficios y la disminución de los costes de la operación estatal. Es necesario 
recalcar que esa es la sustancia del paradigma de política social que se configuró 
en Colombia y se desplegó mediante la Revolución educativa durante el periodo 
objeto de estudio.   
 
La representación economicista que se genera de la educación se halla elementos 
neurálgicos en las dinámicas del acceso y la cobertura. Allí los mecanismos 
propuestos y promovidos son la fusión, el cierre y concesión de entidades 
educativas públicas y la ampliación de la participación de la oferta privada 
financiada con fondos públicos. La imagen del Estado oneroso sobre el cual se 
cimentó el paradigma de política se hace evidente en estas dinámicas de 
ampliación de la cobertura.  
 
También se evidencia una transformación en la concepción misma de educación, 
supeditando sus dinámicas a la ingente necesidad de empalme con el mercado 
laboral. Es así que el modelo educativo que se promueve gravita en torno a la 
adquisición de competencias laborales como objetivo culmen de la educación 
básica y media. Ello desemboca en una concepción de la calidad educativa como 
remitente a los resultados en las distintas pruebas estandarizadas de 
conocimiento. La calidad, en ese marco, es una medida que involucra a los 
individuos y que se relaciona con el éxito o fracaso de los mismos en las diversas 
pruebas.     
 
Por otro lado, desde la política educativa distrital desplegada durante el periodo 
2004-2009 se configura el derecho a la educación como Punto de Pasaje 
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Obligado. Los diversos tipos documentales abordados dejan entrever un viraje 
respecto de la perspectiva economicista de la educación. En este contexto, lo 
educativo pone en el centro los derechos de la ciudadanía y las obligaciones 
estatales que de allí se desprenden. Es clara la diferenciación en términos de 
concepción de la educación que tiene lugar desde las administraciones distritales, 
pues se asume que es un derecho que abre las puertas a otros derechos y que no 
se limita al acceso a la escuela. 
  
La existencia del derecho cambia, de entrada, el rol de las organizaciones 
estatales en la intervención en el campo educativo. Estas han de preocuparse por 
ofrecer las condiciones necesarias para que la niñez y la juventud puedan ejercer  
el derecho y no solo de regular el acceso a la educación. Desde la centralidad del 
derecho a la educación se asume lo educativo más allá de las aulas, valorando los 
procesos educativos y las lógicas de vida en el marco de las cuales se dan los 
mismos. Así, entonces el campo perceptivo que se configura con el referencial de 
política pone de presente la necesidad de asumir la educación como un derecho 
que, por un lado tiene componentes delimitados -acceso, permanencia, calidad y 
pertinencia- y que, por otro lado, ha de ser el núcleo de problematización y de 
generación de la intervención ligada a la política educativa.  
 
La existencia de los PPO nos ubica ante el escenario de la política educativa como 
un escenario de confrontación de proyectos políticos que difieren. Si bien es 
desfasado decir que la administración distrital ha perseguido o realizado acciones 
hacia el declive del régimen de acumulación capitalista, sí es evidente que plantea 
elementos que el funcionamiento del mismo había convertido en cuestiones 
dadas. Por ejemplo, para los defensores del status quo los derechos no son más 
que prerrogativas onerosas ligadas al populismo. Además, desde dicha 
perspectiva es indiscutible que el funcionamiento del Estado debe corregir los 
“fallos”, aun en condiciones de eficiencia, del mercado.  
 
En tercer lugar, se evidenció la transgresión del paradigma de política desplegado 
desde el nivel central durante el periodo objeto de estudio. El caso abordado 
permite dar cuenta de la transgresión del paradigma de política social por parte del 
referencial de política producido desde la política educativa distrital de básica y 
media en el periodo 2004-2009. En este marco, es necesario poner de presente 
que la emergencia del derecho a la educación como eje gravitacional de la política 
educativa distrital durante el periodo 2004-2009 transgrede el horizonte de sentido 
del paradigma de política social cuya concreción en el campo educativo es la 
Revolución educativa.  
 
La dinámica que se desplegó desde la política educativa distrital permitió generar 
alternativas que, si bien no lograron transformar las dinámicas del paradigma de 
política social y su despliegue, sí evidencian cambios relevantes. La política 
educativa desplegada durante el periodo 2004-2009 desde la administración 
distrital generó una concepción del Estado como responsable y garante de los 
derechos de la ciudadanía, revaluando la tendencia que privilegia la consolidación 
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y/o expansión de los mercados privados y que se ha convertido hegemónica 
desde lo nacional.  
 
La enunciación y visibilización del derecho a la educación como columna vertebral 
de la política educativa abre un espacio de gran valía en términos de las políticas 
públicas y su relación con los derechos humanos. La perspectiva que se pone de 
presente es la de asumir los problemas desde la noción de colectividad, haciendo 
primordial la superación del individualismo metodológico inherente a las teorías 
cercanas al paradigma de política social.  
 
En esta perspectiva, es clave resaltar que “la interpretación despolitizante 
corresponde a una interpretación individual de los problemas.” (Jobert 2004:36)  
Los derechos humanos, y por supuesto el derecho a la educación, ponen sobre la 
mesa problemas colectivos que no pueden entenderse como asunto privado del 
individuo hambriento, del que no accede al servicio de salud o del que quedó 
excluido del sistema educativo.  
 
La existencia de los derechos hace que tales problemas se asuman como 
colectivos y que el Estado cumpla con las obligaciones que le impone la garantía 
de los derechos de la ciudadanía en general y de los individuos en particular. De 
allí la relevancia de la centralidad del derecho a la educación, pues promovió una 
representación de la educación que no está predeterminada por el poder 
adquisitivo de las familias y que no se estructura ni proyecta a partir de 
presupuestos economicistas.  
 
Es claro que el derecho a la educación concretó cambios, pero también lo es que 
desde una política educativa en particular o social en general difícilmente se 
pueden generar avances de gran calado. Es más, tales avances portadores de 
gran valía, en últimas, terminan siendo paliativos. Por ello se habla de transgresión 
y no de transformación, pues las dinámicas ligadas al paradigma continúan y se 
respaldan en una dinámica sistémica articulada desde diversos saberes y 
prácticas y potenciada por robustos marcos normativos y políticas intersectoriales.  
 
En últimas, la cuestión no radica en generar políticas educativas y sociales 
autónomas y guiadas por la garantía de los derechos y la dignidad humana sino 
en que el grueso de las políticas públicas, incluyendo por supuesto las 
económicas, se orienten hacia la garantía de los derechos y la dignidad humana y 
no hacia la eficiencia de la acumulación.     
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